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VISTO BUENO 
SR. MINISTRO 

PONENTE: MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO 
SECRETARIO: ALEJANDRO CASTAÑÓN RAMÍREZ 

 

 

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación en sesión virtual correspondiente al día uno de julio 

de dos mil veintiuno.  
 

 

1. V I S T O S; para resolver los autos del expediente de 

contradicción de tesis 29/2018 y  
 

 

 

R E S U L T A N D O: 
 

2. PRIMERO. Denuncia. Mediante oficio recibido el dieciocho de 

enero de dos mil dieciocho en la Oficina de Certificación Judicial y 

Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 

Jueces Primero y Segundo de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera 

Región, con residencia en Ciudad de México, denunciaron la posible 
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contradicción de criterios entre los emitidos por el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región al 

resolver el amparo en revisión 282/2017 (cuaderno auxiliar 694/2017) 

dictado en apoyo del Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región al resolver el amparo 
en revisión 276/2017 (cuaderno auxiliar 1004/2017) dictado en apoyo del 

Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito; en contra del criterio emitido por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región al resolver el 

amparo en revisión 138/2017 (cuaderno auxiliar 1032/2017) dictado en 

apoyo del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, y el 

Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Segunda Región al resolver el amparo en revisión 334/2017 (cuaderno 

auxiliar 1092/2017) dictado en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del 

Segundo Circuito.  

 

3. SEGUNDO. Trámite de la denuncia. Mediante acuerdo de 

veinticinco de enero de dos mil dieciocho, el Presidente de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación admitió a trámite la denuncia de 

contradicción de tesis, ordenó formar y registrar el expediente con el 

número 29/2018, teniendo como tribunales contendientes a los 

mencionados anteriormente. 

 
4. Hecho lo anterior, solicitó a los Tribunales Colegiados 

contendientes copia digitalizada de las ejecutorias emitidas en los asuntos 

de su conocimiento, así como la confirmación de si el criterio sustentado 

en los asuntos se encontraba vigente o, en su caso, la causa para tenerlo 

por superado o abandonado. Finalmente, se remitieron, de acuerdo al 

turno virtual, los autos para su estudio al Ministro Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. 
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5. TERCERO. Integración del asunto. 
Derivado de esta contradicción de tesis, así como de 

la diversa 30/2018 del índice de este Alto Tribunal, 

se emitió el “ACUERDO GENERAL NÚMERO 1/2018, DE TRECE DE 

FEBRERO DE DOS MIL DIECIOCHO, DEL PLENO DE LA SUPREMA 

CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, POR EL QUE SE DISPONE EL 

APLAZAMIENTO DEL DICTADO DE LA RESOLUCIÓN TANTO EN LOS 

AMPAROS EN REVISIÓN DEL CONOCIMIENTO DE LOS TRIBUNALES 

COLEGIADOS DE CIRCUITO, EN LOS QUE SUBSISTA EL PROBLEMA 

DE CONSTITUCIONALIDAD, INDISTINTAMENTE, DE LOS ARTÍCULOS 

17-K, 18, 28, FRACCIONES III Y IV, 29 Y SEGUNDO TRANSITORIO, 

FRACCIONES III, IV Y VII, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 

REFORMADOS MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO 

OFICIAL DE LA FEDERACIÓN DEL NUEVE DE DICIEMBRE DE DOS 

MIL TRECE, DEL DIVERSO 22, FRACCIONES IV Y VI, DE LA LEY DE 

INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 

2015, ASÍ COMO DE LAS DIVERSAS DISPOSICIONES DE 

OBSERVANCIA GENERAL QUE REGULAN LO PREVISTO EN LOS 

REFERIDOS PRECEPTOS EN RELACIÓN CON EL BUZÓN 

TRIBUTARIO Y LA CONTABILIDAD EN MEDIOS ELECTRÓNICOS, 

COMO EN LAS CONTRADICCIONES DE TESIS DE LA COMPETENCIA 

DE UN PLENO DE CIRCUITO RELACIONADAS CON LOS TEMAS 

RELATIVOS A: “DETERMINAR SI RESULTA VÁLIDA LA SENTENCIA 

DE AMPARO INDIRECTO FIRMADA ELECTRÓNICAMENTE, O SI ELLO 

CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS REGLAS DEL 

PROCEDIMIENTO QUE AMERITA REPONERLO PARA EL EFECTO DE 

QUE EL JUEZ DE DISTRITO FIRME AQUÉLLA DE MANERA 

AUTÓGRAFA”, Y A: “DETERMINAR SI CUANDO EL TRIBUNAL 

COLEGIADO DE CIRCUITO ADVIERTE QUE EL JUEZ DE DISTRITO SE 

PRONUNCIÓ RESPECTO DE ACTOS QUE NO FORMARON PARTE DE 

LA LITIS, DEBE ENTRAR AL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO Y 
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MODIFICAR LA SENTENCIA IMPUGNADA SIN ORDENAR LA 

REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO”.  

 

6. Como consecuencia, por auto de dieciséis de febrero de dos 

mil dieciocho, la Magistrada Presidenta del Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, en Acapulco, 

Guerrero, solicitó la incorporación del criterio sustentado por ese órgano 

al resolver el amparo en revisión 219/2017 (cuaderno auxiliar 218/2017), 

dictado en apoyo al Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Primer Circuito; lo anterior, pues estimó que la ejecutoria contenía 

argumentos que podrían enriquecer la integración de la contradicción de 

tesis.  

 
7. Recibido el proveído, vía MINTERSCJN, el mismo dieciséis de 

febrero, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

tuvo a dicho órgano jurisdiccional como contendiente en la contradicción 

de tesis, según se advierte del acuerdo de veinte de febrero de dos mil 

dieciocho. 

 
8. Seguido el trámite correspondiente, por acuerdo de trece de 

marzo de dos mil dieciocho, se tuvo por integrada la presente 

contradicción de tesis; y se ordenó remitir el asunto a la ponencia del 

Ministro designado ponente. 

 
9. En sesión de once de septiembre de dos mil dieciocho, el 

Ministro Presidente de este Tribunal Pleno solicitó dejar en lista el 

presente asunto, toda vez que advirtió un tema de carácter técnico e 

informativo estimando necesario una consulta al Consejo de la Judicatura 

Federal.  

 
10. Así, en sesión de veintisiete de septiembre de dos mil 

dieciocho, el Ministro Presidente del Tribunal Pleno distribuyó a los 

Ministros integrantes los documentos recabados, solicitando el retiro del 
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asunto para listarlo una vez que se haya analizado y 

estudiado el material enviado por el Consejo de la 

Judicatura Federal.  

 

C O N S I D E R A N D O: 
 

11. PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación es parcialmente competente para conocer 

de la presente denuncia de contradicción de tesis, atendiendo a lo 

dispuesto en los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 226, fracción II, de la Ley de Amparo, y 

10, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 

en relación con la fracción VII del punto segundo del Acuerdo General 

5/2013 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

de trece de mayo de dos mil trece; lo anterior en virtud de que se trata de 

una posible contradicción de tesis entre tribunales colegiados de 
distintos Circuitos1 y el tema de fondo es sobre materia común, al estar 

vinculado con las disposiciones que regulan el juicio de amparo2. 

  

12. Sin embargo, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación no es competente para conocer y resolver lo 

relativo a la contradicción de criterios entre el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región al 

 
1 Criterio del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región al 
resolver el amparo en revisión 282/2017 (cuaderno auxiliar 694/2017) dictado en apoyo del Décimo 
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región al resolver el amparo en revisión 
276/2017 (cuaderno auxiliar 1004/2017) dictado en apoyo del Décimo Sexto Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito; en contra del criterio emitido por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región al resolver el amparo en revisión 
138/2017 (cuaderno auxiliar 1032/2017) dictado en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Quinto Circuito, y el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Segunda Región al resolver el amparo en revisión 334/2017 (cuaderno auxiliar 1092/2017) dictado en 
apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito. 
2 Cobra aplicación la tesis P.I/2012, emitida por el Tribunal Pleno, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Libro VI, marzo de 2012, tomo I, página 9, de rubro: 
“CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE DIFERENTE CIRCUITO. 
CORRESPONDE CONOCER DE ELLAS A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN XIII, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, REFORMADO MEDIANTE 
DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE JUNIO DE 2011.” 
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resolver el amparo en revisión 282/2017 (cuaderno auxiliar 694/2017) 

en apoyo del Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región al fallar el amparo en 
revisión 276/2017 (cuaderno auxiliar 1004/2017) en apoyo del Décimo 

Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

en contra del Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Séptima Región, en Acapulco, Guerrero, al resolver el amparo en 
revisión 219/2017 (cuaderno auxiliar 218/2017), en auxilio al Sexto 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. Se llega 

a esa conclusión en atención a lo dispuesto en los artículos 107, fracción 

XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 226 de 

la Ley de Amparo; 10, fracción VIII y 41 Ter, fracción I, de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación, en relación con el punto Segundo, 

fracción VII, del Acuerdo General 5/2013, del Tribunal Pleno, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece; 

y 3 del Acuerdo General 8/2015, del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de 

febrero de dos mil quince. 

 

13. De las disposiciones citadas se desprende que los Plenos de 

Circuito son los órganos competentes para conocer de las contradicciones 

de tesis sostenidas entre los tribunales colegiados de un mismo circuito. 

Asimismo, de conformidad con el Acuerdo General 5/2013, del Tribunal 

Pleno, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo 

de dos mil trece, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

sólo tiene competencia para conocer sobre contradicciones de tesis 

sostenidas entre: sus Salas o las Salas de este Alto Tribunal y alguna de 

las Salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, así 

como las suscitadas entre los Plenos de Circuito y/o los Tribunales 

Colegiados de un diverso Circuito, cuando así lo acuerde la Sala en la que 

esté radicada y el Pleno lo estime justificado.  
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14. De igual forma, las Salas de la 

Suprema Corte de Justicia pueden conocer de los 

criterios contradictorios sostenidos por los Plenos de Circuito de distintos 

circuitos, así como de los plenos en materia especializada de un mismo 

circuito, o los criterios de tribunales de diversa especialidad o distinto 

circuito.  

 
15. En el caso, no es factible que este Alto Tribunal revise los 

criterios en contradicción que pertenecen al mismo circuito; sin que se 

estime necesario remitir los autos al Pleno del Primer Circuito, pues en la 

presente resolución este Tribunal Pleno determinará en definitiva el 

criterio que debe prevalecer. 

 
16. SEGUNDO. Legitimación. La denuncia de contradicción de 

tesis proviene de parte legitimada, toda vez que se formuló por los Jueces 

Primero y Segundo de Distrito, ambos del Centro Auxiliar de la Primera 

Región, con residencia en la Ciudad de México. Por tanto, formalmente, 

se actualiza el supuesto de legitimación a que aluden los artículos 107, 

fracción XIII, de la Constitución Federal; 226, fracción II, y 227, fracción II, 

de la Ley de Amparo. 

 

“Artículo 226. Las contradicciones de tesis serán resueltas por: 
[…] 
II. El pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según la 
materia, cuando deban dilucidarse las tesis contradictorias sostenidas entre los 
Plenos de Circuito de distintos Circuitos, entre los Plenos de Circuito en materia 
especializada de un mismo Circuito, o sus tribunales de diversa especialidad, así 
como entre los tribunales colegiados de diferente circuito; y” 
 
Artículo 227. La legitimación para denunciar las contradicciones de tesis se 
ajustará a las siguientes reglas: 
[…] 
II. Las contradicciones a que se refiere la fracción II del artículo anterior podrán ser 
denunciadas ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación por los Ministros, los 
Plenos de Circuito o los Tribunales Colegiados de Circuito y sus integrantes, que 
hayan sustentado las tesis discrepantes, el Procurador General de la República, 
los Magistrados de Tribunal Unitario de Circuito, los Jueces de Distrito, o las partes 
en los asuntos que las motivaron”. 
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17.  No pasa inadvertido que sólo la Juez Primero de Distrito del 

Centro Auxiliar de la Primera Región emitió las decisiones que dieron 

origen a los amparos en revisión que, a su vez, generaron los criterios 

contendientes; sin embargo, esto no implica que el Juez Segundo del 

mismo Centro Auxiliar y Región carezca de legitimación, pues el artículo 

227, fracción II, de la ley citada, se refiere de forma general a los jueces 

de distrito, sin hacer distinción alguna o exceptuarlos respecto a presentar 

una denuncia. Así, debe entenderse que cualquier Juez de Distrito puede 

hacerlo sin importar si intervino en la secuela procesal en donde se emitió 

alguno de los criterios contendientes.  

 

18. Es ilustrativa la tesis de la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de rubro y texto: 

 

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. LOS MAGISTRADOS DE LOS TRIBUNALES 
COLEGIADOS DE CIRCUITO TIENEN LEGITIMACIÓN PARA DENUNCIARLA, 
AUN CUANDO LOS CRITERIOS DISCREPANTES NO EMANEN DEL 
TRIBUNAL AL QUE PERTENECEN. Los Magistrados integrantes de los 
Tribunales Colegiados de Circuito tienen legitimación para denunciar las 
contradicciones de tesis a que se refiere el artículo 226, fracción II, de la Ley de 
Amparo, aun cuando los criterios discrepantes no emanen del tribunal al que 
pertenecen; sin que sea óbice a lo anterior, el hecho de que el numeral 227, 
fracción II, de la ley citada, señale que las contradicciones a las que se refiere la 
fracción II referida podrán denunciarlas ante la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, los Ministros, los Plenos de Circuito o los Tribunales Colegiados de Circuito 
y sus integrantes, que hayan sustentado las tesis discrepantes, el Procurador 
General de la República, los Jueces de Distrito, o las partes en los asuntos que las 
motivaron, toda vez que si bien es cierto que la fracción citada establece que 
deben denunciarlas los Tribunales Colegiados de Circuito que sustentaron las tesis 
discrepantes, también lo es que permite a los Jueces de Distrito, en general, 
denunciarlas, sin hacer distinción alguna o exceptuarlos respecto de la 
posibilidad de presentar una denuncia, por lo que, por mayoría de razón, debe 
entenderse que los integrantes de cualquier Tribunal Colegiado de Circuito, sin 
importar si emitió o no uno de los criterios discrepantes, puede denunciar una 
posible contradicción de tesis, en aras de garantizar la seguridad jurídica y la 
unificación de criterios”3. 

 
3 Época: Décima Época. Registro: 2008306. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 14, enero de 2015, Tomo I. Materia(s): Común. 
Tesis: 1a. XVIII/2015 (10a.). Página: 752. 
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19. TERCERO. Criterios de los 
tribunales contendientes. Las consideraciones 

contenidas en las ejecutorias pronunciadas por los Tribunales Colegiados 

de Circuito, que dieron origen a la denuncia de contradicción, son las 

siguientes: 

 
1 Amparo en revisión 282/2017 (cuaderno auxiliar 694/2017) 

Órgano: Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Cuarta Región, en apoyo de un Tribunal Colegiado del Primer 
Circuito. 

Demanda: • Una persona moral presentó demanda de amparo indirecto en 
contra diversos artículos del Código Fiscal de la Federación 
reformados por decreto publicado el nueve de diciembre de dos mil 
trece, en el Diario Oficial de la Federación, así como las normas 
generales emitidas por el Servicio de Administración Tributaria; 
señaló como autoridades responsables a: 

o El Congreso de la Unión, integrado por la Cámara de 
Diputados y Cámara de Senadores. 

o El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. 
o El Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 
o Indicó expresamente que no se señalaban con el 

carácter de autoridades responsables al Secretario de 
Gobernación, Secretario de Hacienda y Crédito Público 
y al Director del Diario Oficial de la Federación, en virtud 
de que no se estaban impugnando sus actos de refrendo y 
publicación por vicios propios. 

• En los conceptos de violación se combatieron los artículos 28, 
fracción IV, 42, fracción IX y 53-B del Código Fiscal de la 
Federación, respecto de los cuales se adujó:  

o Violación al derecho a la intimidad: al obligar a los 
contribuyentes a entregar información de manera periódica, 
sistemática y constante para efecto de verificar el 
cumplimiento de sus obligaciones fiscales, evitando el 
ejercicio de sus facultades de comprobación. 

o Violación a los principios de seguridad jurídica y 
legalidad: generan un acto de molestia sobre los papeles 
de los contribuyentes, sin que exista un mandamiento 
escrito de autoridad competente donde funde y motive la 
causa legal de dicho procedimiento. 

o Violación al principio de interdicción de la arbitrariedad: 
se impone la obligación a los contribuyentes de enviar su 
información contable, sin conocer cuál será la autoridad 
específica que tendrá acceso a su información, el uso que 
le dará y, sobre todo, si está facultada para ello. 

o Violación a los principios de legalidad y seguridad 
jurídica: el legislador otorgó a la autoridad fiscal la 
posibilidad de ejercer sus facultades de comprobación de 
manera ilimitada, al recibir la información contable de los 
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contribuyentes, sin un procedimiento que cumpla con las 
formalidades necesarias. 

o Violación al principio de seguridad jurídica: la nueva 
obligación de transmitir mensualmente la contabilidad en 
forma electrónica es innecesaria y excesiva, pues aun 
cuando tiene una finalidad de policía o de fiscalización, 
dicha obligación tiene como objeto la fiscalización; sin 
embargo, ya existe todo un cúmulo de atribuciones y 
facultades de comprobación para que las autoridades 
fiscales puedan verificar el correcto cumplimiento de los 
contribuyentes.  

o Violación al derecho de razonabilidad legislativa: la 
obligación de transmitir electrónicamente la contabilidad 
está motivada en premisas falsas y es contraria a los 
principios de idoneidad (por no tener como consecuencia 
natural las finalidades pretendidas), proporcionalidad (por 
intervenir injustificadamente los derechos de seguridad 
jurídica y retroactividad normativa) y necesidad (por existir 
otras medidas que pudieron ser adoptadas). 

o Violación al principio de igualdad jurídica: las normas 
reclamadas eximen de la obligación de enviar la contabilidad 
por medios electrónicos a las autoridades fiscales.  

o Violación al principio de presunción de inocencia: se 
prevé que las revisiones electrónicas inicien con una 
resolución provisional que contenga una preliquidación. 

• En los conceptos de violación también se combate el artículo 33, 
inciso B, fracción I, del Reglamento del Código Fiscal de la 
Federación por: 

o Violación al principio de igualdad: los registros deben 
efectuarse a más tardar dentro de los cinco días siguientes 
a la realización de la operación, cuando existen 
contribuyentes que realizan un mayor número de 
operaciones que otros. 

• De igual forma, en los conceptos de violación, se atacan las 
Reglas I.2.8.6 y I.2.8.8 de la Miscelánea para el Ejercicio Fiscal de 
dos mil catorce: 

o Violación a los principios de primacía y reserva de ley: 
exceden el contenido del Código Fiscal, al imponer una 
obligación de presentar una información contable que no es 
la contabilidad de acuerdo con éste, ni es la información 
contable establecida en las Normas de Información 
Financiera.  

o Violación el principio de seguridad jurídica: carece de 
cualquier lógica jurídica que sea a través de la Resolución 
Miscelánea Fiscal y no a través de un acto formal y 
materialmente legislativo, que las condiciones y elementos 
puedan ser modificados en cualquier momento sin agotar un 
proceso legislativo que lo sustente. 

o Violación al principio de subordinación jerárquica: 
exigen mayores requisitos que el artículo 28, fracción IV, del 
Código Fiscal y establecen la totalidad de los requisitos, 
condiciones y elementos necesarios para dar cumplimiento 
a la obligación de ingresar la contabilidad al portal de 
internet del Servicio de Administración Tributaria.   



CONTRADICCIÓN DE TESIS 29/2018 
 

11 
 

Trámite del 
amparo: 

• Tocó conocer y admitir la demanda al Juez Segundo de Distrito en 
Materia de Amparo y de Juicios Federales en el Estado de México. 

• El juez aludido ordenó remitir el expediente al Juzgado Primero de 
Distrito Auxiliar de la Primera Región, con residencia en el Distrito 
Federal (ahora Ciudad de México), derivado del Acuerdo 
GEN./013/2014 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, y 
lo registró con el número 4292/2014. 

Sentencia: • Seguida la secuela procesal, se celebró la audiencia constitucional 
y anexó sentencia en la que: 

o Tuvo por ciertos los actos reclamados a las Cámaras de 
Diputados y Senadores, ambas del Congreso de la 
Unión, Presidente Constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos, del Secretario de Gobernación y del Director 
General Adjunto del Diario Oficial de la Federación 
consistentes en las normas impugnadas del Código Fiscal 
de la Federación; del Presidente Constitucional de los 
Estados Unidos Mexicanos y del Director General Adjunto 
del Diario Oficial de la Federación la expedición de diversos 
artículos del Reglamento del Código Fiscal de la 
Federación; asimismo, del Jefe del Servicio de 
Administración Tributaria y del Director General Adjunto 
del Diario Oficial de la Federación consistentes en las 
normas administrativas de carácter general contenidas en 
las Resoluciones Misceláneas Fiscales 2014, 2015 y 2016, 
y sus modificaciones. 

o Sobreseyó en relación con las reglas I.2.8.1, I.2.8.2 y el 
artículo Cuadragésimo Tercero Transitorio de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2014; regla I.2.8.2, de la Primera 
Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea 
Fiscal para 2014; reglas I.2.8.1, I.2.8.6, I.2.8.7, I.2.8.8 y el 
artículo Décimo Tercero Transitorio de la Segunda 
Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea 
Fiscal para 2014; así como su Anexo 24; reglas I.2.8.6, 
1.2.8.9 y el artículo Décimo Tercero Transitorio de la Tercera 
Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea 
Fiscal para 2014; reglas I.2.8.1.1, I.2.8.1.2, I.2.8.1.6, 
I.2.8.1.7, I.2.8.1.8, 1.2.8.1.9, y resolutivo Décimo Cuarto de 
la Quinta Resolución de Modificaciones a la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2014 y Reglas I.2.8.1.2, I.2.8.1.6, 
I.2.8.1.7, I.2.8.1.8, I.2.8.1.9 y I.2.8.1.15 de la Séptima 
Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea 
Fiscal para 2014; así como su Anexo 24, al haber cesado 
sus efectos, pues se modificaron antes de que fueran 
exigibles. 

o Desestimó diversas causas de improcedencia. 
o Analizó los siguientes conceptos de violación, los cuales 

declaró infundados e inoperantes, salvo el último de ellos, 
por lo siguiente: 

Debido proceso legislativo. 
El Código Fiscal de la Federación sólo fue 
refrendado por el Secretario de Gobernación y no 
por el Secretario de Hacienda y Crédito Público. 

Infundado. Al tratarse de una ley aprobada por el 
Congreso es suficiente que sea refrendada por el 
Secretario de Gobernación. 
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La publicación del Reglamento del Código Fiscal 
de la Federación fue posterior a la fecha 
expresamente indicada en el Segundo Transitorio, 
fracción III, del Código Fiscal de la Federación. 

 
Infundado. El Reglamento se expidió dentro del 
término previsto en ley; aun cuando la publicación 
se hizo un día después, el transitorio se refería a 
la expedición no a la publicación. 

BUZÓN TRIBUTARIO. 
Seguridad Jurídica e igualdad jurídica del buzón tributario. 

El buzón tributario impide conocer con plena 
certeza los actos y/o resoluciones que la autoridad 
fiscal emita, así como su notificación, lo que se 
agrava en resoluciones trascendentales, más aun 
cuando existen contribuyentes pueden acceder a 
los servicios de internet. 
 

Buzón tributario. Seguridad jurídica. 
Infundado. Las normas dejan en claro a los 
contribuyentes a qué atenerse, al permitirles 
conocer que tendrán un buzón tributario, el cual 
sólo podrá utilizarse para practicar notificaciones 
y presentar promociones. El buzón tributario 
genera certeza del momento en que se le notifica 
el acto y por consiguiente, para su impugnación. 
No existe disposición que exija que los actos 
administrativos o resoluciones que ponen fin al 
procedimiento deban notificarse personalmente. 
 
El hecho de no establecer expresamente el deber 
de observar las formalidades de todo acto de 
molestia, no produce la inconstitucionalidad de la 
normativa, en atención a que sin importar que no 
se haya establecido expresamente, no se exime a 
las autoridades de su incumplimiento. 
 
Además, se prevé un procedimiento para 
demostrar que una resolución definitiva o acto 
administrativa no fue notificada o su comunicación 
fue ilegal. 
 
No obsta la circunstancia de que no se haya 
previsto que en caso de que el sistema colapse o 
falle los contribuyentes queden relevados de 
responsabilidad, ya que ello no ocasiona su 
inconstitucionalidad. 
 
Igualdad jurídica. 
Infundado. El hecho de que no todas las 
personas estén en igualdad de condiciones 
respecto con los recursos materiales para usar el 
sistema no hace inconstitucional la norma, ya que 
no puede depender de situaciones particulares. 
 

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
Irretroactividad de la ley de contabilidad electrónica. 

Anteriormente no se exigía llevar o presentar la 
contabilidad electrónicamente de forma mensual, 
teniendo la opción de registrarla en sistemas de 
cómputo sin que fuera una imposición. 

Contabilidad electrónica. 
 
Infundado. El sistema de contabilidad electrónica 
fue expedido en ejercicio de la potestad tributaria 
que la Constitución Federal confiere al Congreso 
de la Unión, autoridad que cuenta con un amplio 
margen de configuración en la política fiscal 
federal, sin que ello afecte situaciones anteriores 
a su entrada en vigor. 

Seguridad Jurídica, inviolabilidad el domicilio, no intromisión de los 
papeles, presunción de inocencia y no autoincriminación de contabilidad 

electrónica. 
Se obliga a los contribuyentes a llevar su 
contabilidad – la que se integra por información de 
diversa naturaleza- de manera electrónica e 
ingresarla periódicamente a través del buzón 
tributario, con el fin de que se compruebe el 
cumplimiento a las disposiciones tributarias, y, en 
su caso, determinar, liquidar y recaudar las 
contribuciones, sin que exista un mandamiento 

Seguridad jurídica.  
Infundado. Las obligaciones impuestas no 
constituyen actos de fiscalización, al tener, 
simplemente, la naturaleza de herramientas de 
control; sin que sea óbice que se exija enviar 
periódicamente información contable, en razón de 
que será hasta que la autoridad realice un acto de 
fiscalización que se tendrá que cumplir con lo 
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escrito por autoridad competente, ni que 
previamente se emita una solicitud o una orden 
que cumpla con las formalidades prescritas para 
los cateos, permitiendo a la autoridad 
entrometerse de manera constante al domicilio y 
documentación de los contribuyentes. 
 
Se obliga al gobernado a que permanentemente 
acredite su inocencia a la autoridad fiscal, siendo 
que es a ésta, a quien le corresponde demostrar 
su incumplimiento al estar investida de las 
facultades de comprobación fiscal. 
 
No se justifica la remisión por medios electrónicos 
de la información personal o de terceros materia 
de las obligaciones de las que se tratan, sin 
solicitarlas mediante mandamiento por escrito, por 
ser información que tiene en su poder la autoridad 
fiscal. 
 
La información contable derivada del 
cumplimiento de las obligaciones referidas, 
implica que los propios contribuyentes 
proporcionen a la autoridad fiscal documentos 
electrónicos que revelan su situación económica y 
contable, que pudiera ser materia de prueba en el 
procedimiento de revisión fiscal electrónica y, por 
ende, imposición de sanciones administrativas. 
 
Las autoridades fiscales, al tener la información y 
documentación contable de los contribuyentes, 
podrán ocasionar actos de molestia sin cumplir los 
requisitos establecidos en el artículo 16 
constitucional. 
 

previsto en el artículo 16 y se podrá desvirtuar la 
información con la que se sustente su situación 
fiscal.   
 
Inviolabilidad del domicilio, no intromisión de los 
papeles, presunción de inocencia y no 
autoincriminación.  
Inoperante. Se parte de la premisa de que son 
actos de fiscalización, cuando ya se estableció lo 
contrario. 
 

Principio de legalidad y de certeza jurídica de contabilidad electrónica. 
El legislador habilitó a la autoridad administrativa 
a establecer qué información contable debe 
ingresarse a su página de internet, así como la 
periodicidad de su envío, sin precisar las reglas 
conducentes para ello, dejando a los 
contribuyentes en un estado de incertidumbre, 
pues se encuentra al arbitrio de la voluntad de la 
autoridad regular tales aspectos, mismas que son 
susceptibles de modificarse en cualquier 
momento. 

 
Facultan a las autoridades fiscales para 
determinar la forma en que los contribuyentes 
deben llevar su contabilidad, estableciendo 
elementos mínimos, así como características 
específicas y uniformes, siendo que las 
atribuciones de dichas autoridades únicamente 
pueden tener como finalidad verificar el debido 
cumplimiento de la obligación de los gobernados 
de contribuir al gasto público. 
 
Existe contradicción entre la normatividad 
impugnada y el Código de Comercio, respecto a 
la forma en cómo habrá de llevar la contabilidad el 
contribuyente. 

 

Infundados. Si bien no se establecen una serie 
de lineamientos pormenorizados para regular los 
aspectos técnicos, operativos o de especialidad, 
ello no significa que las autoridades puedan 
actuar de manera arbitraria, ni constituye un 
impedimento para el ejercicio de la atribución 
otorgada, pues su actuación se encuentra limitada 
por el marco regulatorio, mismo que no puede 
exceder en respeto a los principios de reserva de 
ley, subordinación jerárquica y primacía de ley.  
 
A través de cláusulas habilitantes, se encomendó 
a las autoridades administrativas –mediante el 
uso de sus facultades– emitir actos generales, 
abstractos e impersonales, los cuales fueron 
desarrollados de manera suficiente en la 
normatividad secundaria que expidieron para 
saber sus obligaciones formales. 
 
El Código de Comercio regula la obligación de 
llevar la contabilidad estableciendo mínimos 
requisitos, mientras que la regulación fiscal, 
establece obligaciones de llevar, conservar y 
enviar, por medios electrónicos, los elementos 
integrantes de contabilidad que resulten 
relevantes para efectos fiscales (catálogos de 
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Obligan a los contribuyentes a llevar dos sistemas 
contables, uno para efectos fiscales y otro para 
efectos comerciales o administrativos, lo que, a su 
consideración, genera que los contribuyentes 
lleven una a cabo una conducta delictiva. 

cuentas, balanzas de comprobación y pólizas), 
precisando de manera suficiente la forma y la 
periodicidad conforme a la cual deberán dar 
cumplimiento a tales exigencias. 
 
En cuanto al delito, no se actualiza, pues lo que 
tipifica es que el contribuyente realice dos 
registros de una misma contabilidad con diferente 
contenido, no que lleve un sistema contable para 
efectos fiscales y otro para efectos operativos. 

Principios de razonabilidad y proporcionalidad legislativa de contabilidad 
electrónica. 

El deber de los contribuyentes de llevar la 
contabilidad para efectos fiscales no es una 
medida adecuada ni idónea, toda vez que en la 
legislación actual existen diversos medios a través 
de los cuales se pueden satisfacer tales extremos 
de manera más fácil; asimismo, las obligaciones 
fiscales establecidas implican una carga 
desmedida y excesiva para los contribuyentes, 
debido a la alta complejidad para su cumplimiento. 

Infundado. No ocasiona un daño innecesario o 
desproporcional a los contribuyentes el que, para 
efectos fiscales tenga que llevar, conservar y 
enviar electrónicamente su contabilidad, ya que 
su cumplimiento –aprovechando los beneficios de 
avances tecnológicos– simplifica y mejora los 
procesos administrativos utilizados para cumplir 
sus deberes fiscales y ejercitar sus derechos; lo 
que se traduce en un ahorro de tiempo y trámites 
bajo el contexto del sistema tradicional. 

Principio de reserva de ley y subordinación jerárquica de contabilidad 
electrónica. 

Las disposiciones de carácter general emitidas 
por la autoridad fiscal exceden lo previsto en la 
normatividad legal y reglamentaria, al establecer 
mayores cargas, obligaciones, consecuencias y 
procedimientos adicionales, para que los 
contribuyentes cumplan con sus deberes de 
registrar y enviar su contabilidad de manera 
electrónica. 

Inoperante. Las disposiciones fiscales, formal y 
materialmente legislativas que regulan, como 
actos normativos primarios del sistema de 
contabilidad electrónica, no pueden estar sujetas 
a los principios de reserva y primacía de ley o 
subordinación jerárquica, debido a que 
constituyen la fuente de donde emanan las 
atribuciones de las autoridades administrativas 
para regular aspectos técnicos u operativos de la 
materia, a través de las cláusulas habilitantes que 
contienen.    

Derecho humano a la protección de datos personales de contabilidad 
electrónica. 

No se garantiza la protección de datos contables 
personales, al no prever medidas de seguridad 
que adoptará el Fisco Federal para la protección 
de dicha información.  
 
Aunado a que puede ser objeto de la comisión de 
delitos informáticos. 

Inoperantes. Lo que reclama es una omisión 
legislativa. 
 
De igual manera, no se puede hacer el estudio 
que pretende, en relación con que la información 
contable enviada puede ser objeto de la comisión 
de delitos informáticos, ya que dicho aserto se 
apoya en una situación hipotética que no es apta 
para evidenciar la inconstitucionalidad de la 
normatividad reclamada.  

Derecho humano a la privacidad de contabilidad electrónica. 
La información contable que se obliga a 
proporcionar de manera electrónica, se relaciona 
con diversa información financiera y económica 
que se considera privada, sin que medie su 
consentimiento, ni mandamiento escrito por parte 
de autoridad competente. 

Infundados. El derecho a la privacidad se 
encuentra limitado a que la información 
proporcionada sea útil para que las autoridades 
hacendarías puedan verificar el cumplimiento de 
sus obligaciones fiscales. 

Derecho humano a la igualdad jurídica de contabilidad electrónica. 
La contabilidad electrónica no es exigible a todos 
los contribuyentes, pues se exceptúan a las 
personas que tributan bajo el régimen de 
incorporación fiscal, las demás personas físicas 
que hubieren percibido en el ejercicio inmediato 
anterior ingresos en una cantidad igual o menor a 
$4, 000,000.00, o bien se hayan inscrito en el 
Registro Federal de Contribuyentes en el ejercicio 
fiscal 2016; las asociaciones religiosas, así como 
las sociedades y asociaciones civiles y 

Infundados. Las disposiciones de observancia 
general que regulan la manera en que los 
contribuyentes deberán llevar su contabilidad 
electrónica para efectos fiscales establecieron 
categorías de contribuyentes y modalidades para 
tales efectos. 
 
Por lo que si, por una parte, se advierte que las 
obligaciones derivadas de la denominada 
contabilidad general para efectos fiscales no son 



CONTRADICCIÓN DE TESIS 29/2018 
 

15 
 

fideicomisos autorizados para recibir donativos 
que tributen bajo el régimen de Personas Morales 
con fines no lucrativos, siempre y cuando los 
ingresos que obtengan del ejercicio inmediato 
anterior, no hubiesen excedido de la cantidad de 
$2,000,000.00, lleven su contabilidad 
simplificada.  
 
Se exceptúan de llevar contabilidad general, a la 
Federación, las entidades federativas, los 
municipios, los sindicatos obreros y los 
organismos que agrupen, las entidades de la 
Administración Paraestatal (federales, estatales o 
municipales), los órganos autónomos federales y 
estatales que estén sujetos a la Ley General de 
Contabilidad, así como las instituciones que por 
disposición legal estén obligadas a entregar al 
Gobierno Federal el importe íntegro de su 
remanente de operación y el Fondo Mexicano del 
Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo, 
siempre y cuando no realicen actividades 
empresariales. 

exigibles de manera indiscriminada a los 
contribuyentes y, por otro lado, que las 
disposiciones que regulan  las diversas 
modalidades conforme a las cuales determinadas 
personas pueden llevar su contabilidad fueron 
establecidas sin arbitrariedad, al encontrarse 
justificado en bases objetivas el trato diferenciado. 
 
Con relación a las personas morales obligadas a 
llevar su contabilidad de conformidad con lo 
previsto en el artículo 28 del Código Fiscal de la 
Federación, se advierte que entre éstas tampoco 
se establece un trato igual, pues se establecieron 
dos parámetros de distinción para determinar el 
inicio de vigencia de sus obligaciones de llevar su 
contabilidad electrónica y enviar la información 
contable requerida a través de la página del SAT. 
 
Razón por la cual, se considera que la normativa 
fiscal que se controvierte no establece un trato 
igual para todas las personas morales respecto a 
la fecha de inicio de vigencia de las obligaciones 
de llevar su contabilidad electrónica en sistemas 
electrónicos y de enviar la información a través de 
la página del SAT. 

Derecho humano a la libertad de trabajo o de comercio de contabilidad 
electrónica. 

Se limita la libertad de los contribuyentes a 
administrar y organizar su negocio, al imponer una 
determinada y específica forma llevar su 
contabilidad para efectos fiscales. 
 
Máxime que los requisitos establecidos para tales 
efectos, resultan excesivos en función del sistema 
de contabilidad que normalmente operan los 
contribuyentes.  

Infundados. La información de cargas fiscales no 
impiden ni limitan a los ciudadanos dedicarse a 
cualquier profesión, industria, comercio o trabajo 
que mejor le acomode, siendo lícitos, ya que tan 
sólo constituyen la consecuencia jurídica de orden 
público que el Estado considera idóneas como 
manifestación de riqueza susceptible de participar 
en el sostenimiento de cargas públicas.   

Derecho humano a la propiedad privada de contabilidad electrónica. 
Obligan a los contribuyentes a adecuar sus 
sistemas electrónicos y contables en detrimento o 
menoscabo de su patrimonio (a través de 
adquisición de equipos, implementación de 
sistemas electrónicos, contratación de personal 
capacitado), para que la autoridad pueda analizar 
y fiscalizar a los contribuyentes, cuando esos 
gastos los debería asumir el Estado. 

Inoperante. Parte de una premisa falsa 
consistente en que en la Constitución Federal, se 
reconoce el derecho de los contribuyentes, a no 
ser obligados a realizar gastos con motivo del 
cumplimiento de sus obligaciones formales. 
 
La incorporación de las nuevas obligaciones en 
materia de contabilidad electrónica, tiene como 
finalidad integrar un sistema estándar que 
permita, por una parte facilitar el cumplimiento de 
obligaciones fiscales, y por otra, agilizar los 
procedimientos de fiscalización. 

Principios de justicia fiscal de contabilidad electrónica. 
Se viola porque la autoridad formalmente 
legislativa delega a autoridades administrativas su 
facultad, propia y exclusiva, de regular la manera 
en que los contribuyentes deberán cumplir con 
sus obligaciones mediante el uso de medios 
electrónicos, su contabilidad para efectos fiscales. 
 
Imponen a los contribuyentes cargas y 
obligaciones laborales, económicas y 
tecnológicas que les afectan en sus activos, al 
tener que adquirir equipos y programas de 

Inoperantes. Las obligaciones formales que 
constituyen un simple control de la autoridad 
administrativa, que permiten una mejor vigilancia 
en el cumplimiento de la obligación del pago de 
impuestos y, por ende, una mejor recaudación, 
por tanto no pueden ser sometidas al análisis a la 
luz de los principios de justicia fiscal; toda vez que 
al tener naturaleza administrativa de herramientas 
de control y vigilancia del cumplimiento de la 
obligación sustantiva de pago, no definen los 



CONTRADICCIÓN DE TESIS 29/2018 

16 

cómputo especiales, contratar personal para su 
manejo e invertir recursos económicos para su 
reorganización contable, y, en consecuencia, su 
capacidad de contribuir al gasto público. 

elementos de las contribuciones, ni la medida en 
que se debe contribuir al gasto público. 

Principio de autodeterminación tributaria de contabilidad electrónica. 
Al obligar a los contribuyentes a que exhiban 
periódicamente su contabilidad, omitiendo la 
autoridad exactora informarles que es con motivo 
del ejercicio de la facultad de fiscalización 
mensual del pago de las contribuciones a su cargo 
(las cuales son autodeterminadas por el propio 
gobierno mediante la presentación de declaración 
de pago de impuestos) al no mediar mandamiento 
alguno que exija la remisión de la información 
contable, para que posteriormente con base en 
ésta, se emita una autodeterminación-liquidación 
mayor al pago previamente declarado. 

Inoperante. La autodeterminación de las 
contribuciones no constituye un derecho a favor 
de los contribuyentes, sino una modalidad relativa 
al cumplimiento de sus obligaciones tributarias, 
que supervisa la autoridad fiscal, de modo que no 
constituye ningún reflejo de algún principio 
constitucional. 

REVISIÓN ELECTRÓNICA. 
Derecho humano a la seguridad jurídica en relación con la revisión 

electrónica. 
Se faculta a la autoridad para emitir una 
preliquidación, sin haber iniciado procedimiento 
alguno, efectuándose sin que los contribuyentes 
conozcan de tal situación, generando 
incertidumbre, así como que no se permite que los 
contribuyentes expongan lo que consideren 
conveniente en la defensa de sus intereses, o su 
oposición a la utilización de sus datos personales. 
 

Revisión electrónica.  
 
Infundado. La revisión de la información y 
documentación que obra en poder de la autoridad 
hacendaria con el objeto de verificar el 
cumplimiento de las disposiciones fiscales e 
identificar, en su caso, los hechos u omisiones 
que pudieran entrañar su incumplimiento, se 
traduce en un acto preparatorio del proceso de 
fiscalización, y como tal, no restringe derecho 
alguno de los contribuyentes ni implica la 
intromisión de la autoridad en su domicilio.  
 
Ese proceder, por sí, no afecta derecho alguno de 
los contribuyentes, provisional ni 
precautoriamente, sino sólo cuando se advierte 
alguna irregularidad, ya que en tal supuesto, de 
no optar por regularizar su situación fiscal, se les 
sujeta a un procedimiento de fiscalización 

Derecho humano a la inviolabilidad del domicilio de la revisión electrónica. 
Las disposiciones que la normatividad que regula 
la temática inherente a la revisión electrónica 
violan el derecho a la inviolabilidad del domicilio. 

Infundado. 
El nuevo sistema de contabilidad electrónica se 
trata de un sistema de almacenamiento y 
procesamiento de datos que permite estandarizar 
la información contable de los contribuyentes, 
para que, junto con el resto de la información y 
documentación que obra en otros sistemas 
análogos, se integre en una base de todos que 
permita agilizar y eficientar los procesos de 
recaudación y fiscalización. 

Principio de legalidad y de certeza jurídica de la revisión electrónica. 
Violación del derecho humano a la seguridad 
jurídica, puesto que el contribuyente no tiene 
certeza del procedimiento y del momento a partir 
del cual inicia la revisión electrónica.  

Infundados. De la interpretación armónica y 
sistemática de los artículos 38 y 134, de Código 
Fiscal de la Federación, se establece que los 
citatorios, requerimientos y solicitudes (como lo es 
la resolución provisional) deben contar por escrito 
en documento impreso o digital, debidamente 
fundado y motivado, en el que deberá señalar a 
quién va dirigido, la autoridad que lo emite, su 
objeto o propósito, debiéndose notificar 
personalmente o por buzón tributario, caso en el 
cual, la notificación se tendrá por realizada 
cuando se genere el acuse de recibo electrónico, 
de lo que se sigue que éste se encuentra en 
aptitud de conocer con certeza el momento a 
partir del cual inicia la revisión electrónica.     
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Es dable colegir que al facultar a las autoridades 
para actuar en un determinado sentido, encauzar 
el ámbito de esa actuación a fin de que, por un 
lado, el gobernado conozca las consecuencias 
jurídicas de los actos que realice, y por otro, que 
el actuar de la autoridad se encuentre limitado y 
acotado, de tal manera que la posible afectación 
a la esfera jurídica de los gobernados, no resulte 
de un actuar caprichoso o arbitrario de ésta. 

Derecho de audiencia, en relación con el principio de autodeterminación 
tributaria de la revisión electrónica. 

Facultan a la autoridad a que emitan un acto 
privativo, como lo es la preliquidación, sin que 
previamente se otorgue a los contribuyentes la 
posibilidad de alegar y probar lo que a su derecho 
convenga; perdiendo de vista que el sistema 
tributario se rige por el principio de 
autodeterminación. 
 
 

Infundados. De acuerdo con la Segunda Sala, en 
actos relacionados con el cobro de 
contribuciones, el derecho de audiencia no tiene 
que ser previo; de ahí que, si los contribuyentes 
tienen el deber de conservar toda la 
documentación e información relacionada con el 
cumplimiento de sus obligaciones fiscales y 
tenerla a disposición de la autoridad, es evidente 
que sí están en posibilidad de ofrecer las pruebas 
que estimen conducentes para desvirtuar los 
hechos u omisiones consignados en la resolución 
provisional, dentro de los quince días siguientes al 
en que les sea notificada. 

Principio de presunción de inocencia de la revisión electrónica. 
Se obliga al gobernado a que permanentemente 
acredite su inocencia a la autoridad fiscal, siendo 
que es a ésta, a quien le corresponde demostrar 
su incumplimiento al estar investida de las 
facultades de comprobación fiscal. 
 

Inoperantes. La Segunda Sala de la SCJN ha 
determinado que ese principio no opera 
tratándose de las facultades de comprobación de 
las autoridades hacendarias. 

Derecho humano de igualdad jurídica de la revisión electrónica. 
Existe un trato desigual entre la revisión 
electrónica y las demás facultades de 
comprobación. 
 

Inoperantes. El trato desigual alegado se plantea 
a partir de las distintas reglas que rigen a cada una 
de las facultades de comprobación; al respecto se 
advierte que dicho parámetro no es idóneo para 
poder determinar si las normas impugnadas violan 
dicho derecho. 
 
Máxime, que los medios de fiscalización se 
pueden emplear de manera conjunta, indistinta o 
sucesivamente de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, lo 
que evidencia que todos contribuyentes pueden 
ser sujetos de revisión a través de cualquiera de 
los procedimientos de fiscalización, con 
independencia de la categoría de contribuyente 
que les asista. 

Derecho humano de audiencia, en relación al principio de autodeterminación 
tributaria con relación a la revisión electrónica. 

Facultan a la autoridad a que emitan un acto 
privativo, como lo es la preliquidación, en donde, 
si no se ejerce el derecho de prueba en contra de 
la misma, indebidamente da lugar a que se haga 
efectivo el monto a través del PAE. 
 

Fundado. El segundo párrafo de la fracción IV del 
artículo 53-B del Código Fiscal de la Federación, 
viola el derecho fundamental de audiencia, ya 
que la preliquidación constituye una 
propuesta de pago para el caso de que el 
contribuyente decida ponerse al corriente de 
sus obligaciones fiscales, mas no un 
requerimiento de pago cuya inobservancia de 
lugar a su ejecución inmediata; en adición a que 
se priva al contribuyente de sus bienes, derechos 
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o posesiones, sin darle previamente la 
oportunidad de ofrecer pruebas en el recurso de 
revocación, que por cualquier circunstancia, no 
exhibió ante la autoridad fiscalizadora.  
 
PROCEDE CONCEDER EL AMPARO Y 
PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA, para el efecto 
de que, en caso de haberse instaurado el 
procedimiento de revisión electrónica a la parte 
quejosa y ésta no haya ejercido su derecho de 
prueba dentro de los plazos previstos para ello, se 
tome en consideración que esa sola circunstancia 
no puede dar lugar a exigir el pago del monto de 
la preliquidación a través del PAE, y por ende, 
cualquier acto emitido con tal propósito deberá 
declararse insubsistente. 
 
Sin que el amparo concedido se haga extensivo a 
los artículos 61 y 62 de su reglamento, toda vez 
que dichas disposiciones reglamentarias 
desarrollan supuestos normativos diversos del 
procedimiento de fiscalización al que se considera 
violatorio del derecho fundamental de audiencia. 

Resolutivos Primero. Se sobresee en el juicio. 
Segundo. Se niega el amparo respecto de los artículos combatidos. 
Tercero. Se concede el amparo en relación con el artículo 53-B, fracción IV, segundo 
párrafo, del Código Fiscal de la Federación. 

Certificación Al finalizar la sentencia obra la siguiente certificación: 

 
Firma 
electrónica: 

• La sentencia se firmó de manera electrónica por la Juez de Distrito, 
y el Secretario del Juzgado, como se desprende de las hojas de 
evidencia criptográfica que obran a fojas 405 vuelta y 406 del 
cuaderno auxiliar: 
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Recurso de 
revisión 

• La quejosa interpuso recurso de revisión, mismo que conoció el 
Tribunal Colegiado auxiliar, luego de la remisión correspondiente. 

Criterio: • El Tribunal Colegiado delimitó la materia de estudio de la revisión 
con base en los agravios hechos valer por la quejosa. 

• Hecho lo anterior, el órgano colegiado entró al estudio de los 
agravios y se pronunció sobre el fondo de asunto para 
confirmar la sentencia recurrida y negar el amparo. 

Tesis: Ninguna 

 
2 Amparo en revisión 276/2017 (cuaderno auxiliar 1004/2017) 

Órgano: Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Octava Región en apoyo del Décimo Sexto Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito. 

Hechos: • Una persona moral presentó demanda de amparo indirecto en 
contra diversos artículos del Código Fiscal de la Federación 
reformados por decreto publicado el nueve de diciembre de dos mil 
trece, en el Diario Oficial de la Federación, así como normas 
generales emitidas por el Servicio de Administración Tributaria; 
señalando como autoridades responsables a: 

o La Cámara de Diputados. 
o La Cámara de Senadores. 
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o El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. 
o El Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 

• En los conceptos de violación se combatieron los artículos 17-K 
y 134, fracción I, del Código Fiscal de la Federación, aduciendo lo 
siguiente: 

o Violación a la garantía de audiencia, seguridad jurídica 
y acceso a la justicia, al dejar en el arbitrio de las 
autoridades tributarias determinar si la notificación 
correspondiente se realiza con las formalidades de una 
notificación personal o por medio del buzón electrónico, aún 
y cuando esta última no contiene mecanismos efectivos 
para garantizar que las notificaciones sean efectivamente 
del conocimiento de los contribuyentes.  

• También en los conceptos de violación se combaten las 
fracciones II, III y IV del artículo 28 del Código Fiscal de la 
Federación, por: 

o Violación al principio de seguridad jurídica: al dejar 
abierta la posibilidad de que sea una autoridad 
administrativa quien determine qué elementos deben ser 
considerados como contabilidad de un contribuyente para 
efectos fiscales, además de que se le permite a la autoridad 
de la posibilidad de establecer la forma en que deben 
llevarse, presentarse y revelarse los asientos contables. 

o Violación al principio de protección de datos: ya que se 
impone a los contribuyentes la obligación de revelar sus 
papeles y documentos fiscales, sin que exista algún ejercicio 
de facultades de comprobación de la autoridad competente, 
ni se establezcan mecanismos que brinden certeza sobre la 
protección de la información entregada. 

o Violación al principio de inviolabilidad del domicilio: en 
virtud que se expone a los contribuyentes al capricho o 
arbitrariedad de los de la autoridad fiscal, facultando a ésta 
para poder emitir normas de carácter general en materia de 
contabilidad a su voluntad. Asimismo, el hecho de tener que 
enviar la contabilidad mensualmente, sin que exista de por 
medio un proceso de auditoría fiscal debidamente notificado 
y fundado, coloca en total estado de inseguridad jurídica a 
los gobernados. 

• De igual forma, en los conceptos de violación se atacan las 
Reglas I.2.8.6 y I.2.8.8 de la Miscelánea para el Ejercicio Fiscal de 
dos mil catorce, así como el artículo décimo tercero transitorio de 
la segunda resolución de modificaciones a la resolución 
miscelánea fiscal para 2014 y su anexo 24 : 

o Violación a los principios de legalidad y subordinación 
jerárquica: toda vez que en las reglas no establecieron las 
bases y parámetros generales para normar el registro, 
conservación y envío de contabilidad por medios 
electrónicos. Además, el legislador había establecido que 
debía seguirse un orden para la entrada en vigor de la 
obligación de envío de la contabilidad, iniciando con los 
contribuyentes que llevaran contabilidad simplificada; sin 
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embargo, esto no se cumplió pues la entrada en vigor se 
realizó de manera general. 

Trámite del 
amparo: 

• Tocó conocer y admitir la demanda al Juzgado Décimo Cuarto de 
Distrito en Materia Administrativa, en la Ciudad de México. 

• Posteriormente, el juez aludido ordenó remitir el expediente a la 
Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito 
Primero y Segundo del Centro Auxiliar de la Primera Región, con 
residencia en la Ciudad de México, en cumplimiento de la circular 
CAR 09/CCNO/2014. 

• Tocó conocer el asunto a la Juez Primero de Distrito del Centro 
Auxiliar en la Ciudad de México, quien lo registró con el número 
2016/2014. 

Sentencia: • Seguida la secuela procesal, se celebró la audiencia constitucional 
y anexó sentencia que es de contenido idéntico a la que se hizo 
referencia a fojas 11 a 18 de esta resolución, y para efectos 
prácticos, se toma por reproducida en este apartado. 

Certificación • Al finalizar la sentencia obra la siguiente certificación: 

 
Firma 
electrónica: 

• La sentencia se firmó de manera electrónica por la Juez de Distrito, 
y el Secretario de Juzgado, como se desprende de las hojas de 
evidencia criptográfica que obran a fojas 533 vuelta y 534 del 
cuaderno auxiliar, y se reproducen en el cuadro siguiente (las 
cuales se advierte son idénticas a las reproducidas en las fojas 
20 y 21 de la sentencia): 
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Recurso de 
revisión 

• La quejosa interpuso recurso de revisión, mismo que conoció el 
Tribunal Colegiado auxiliar, luego de la remisión correspondiente. 

Criterio: • Previo al análisis de los agravios, el Tribunal Colegiado auxiliar 
delimitó la materia del recurso de revisión.  

• Hecho lo anterior, continuó con el fondo del asunto, con lo que 
calificó los agravios inoperantes, en parte, y fundados, en otra; de 
ahí que, modificó la sentencia reclamada sólo para conceder el 
amparo respecto del anexo 24 de la Resolución Miscelánea Fiscal 
para dos mil quince y dos mil dieciséis, publicados en el Diario 
Oficial de la Federación, el cinco de enero de dos mil quince y trece 
de enero de dos mil dieciséis. 

Tesis: Ninguna 

 
3 Amparo en revisión 138/2017 (cuaderno auxiliar 1032/2017) 

Órgano: Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Quinto Circuito. 

Hechos: • Una persona moral presentó demanda de amparo indirecto en 
contra diversos artículos del Código Fiscal de la Federación 
reformados por decreto publicado el nueve de diciembre de dos mil 
trece, en el Diario Oficial de la Federación, así como normas 
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generales emitidas por el Servicio de Administración Tributaria; 
señalando como autoridades responsables a: 

o El Congreso de la Unión, integrado por la Cámara de 
Diputados y Cámara de Senadores. 

o El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. 
o El Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 
o Indicó expresamente que no se señalaban con el 

carácter de autoridades responsables al Secretario de 
Gobernación, Secretario de Hacienda y Crédito Público 
y al Director del Diario Oficial de la Federación, en virtud 
de que no se estaban impugnando sus actos de refrendo y 
publicación por vicios propios. 

• En los conceptos de violación se combatieron los artículos 17-K, 
18, 28, fracción IV, 42, fracción IX y 53-B del Código Fiscal de la 
Federación, por lo siguiente: 

o Violación a las garantías al debido proceso, a la 
seguridad jurídica y a la inviolabilidad del domicilio: en 
cuanto a que facultan a las autoridades fiscales a revisar la 
información ingresada al Portal del SAT en cualquier 
momento, sin que medie notificación previa al contribuyente, 
como sucede con otro tipo facultades de comprobación, 
como son las visitas domiciliarias o las revisiones de 
gabinete, sin que exista justificación para que se les dé un 
tratamiento distinto; lo que ni con las reglas de miscelánea 
queda subsanado. 

o No se indica el procedimiento a seguir, ni el momento en que 
inicia la facultad de comprobación de la contabilidad 
electrónica, el plazo máximo para concluirlo, tampoco las 
sanciones para la autoridad en caso de excederse, mucho 
menos se previó que debía existir una orden que fuera 
notificada al particular que permitiera el inicio de las 
facultades de comprobación. 

• De igual forma, en los conceptos de violación se atacan las 
Reglas 2.8.1.4, 2.8.1.5 y 2.8.1.9 de la Miscelánea para el Ejercicio 
Fiscal de dos mil quince de las que se aduce: 

o Violación al principio de proporcionalidad tributaria, 
establecida en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución: en cuanto a que regulan elementos que son 
parte elemental de la obligación establecida en el artículo 29 
del Código Fiscal, pues indica que la información contable 
se presenta de forma mensual, lo que no es un aspecto 
técnico, sino el plazo para cumplir una obligación.  

o Violación a los principios de igualdad jurídica y no 
discriminación: particularmente, respecto de la Regla: 
 2.8.1.5 ésta fija un trato diferente sobre aquellos 

contribuyentes que utilizan la herramienta electrónica 
“Mis Cuentas”, estableciendo supuestos distintos 
para los contribuyentes respecto de los plazos y a la 
forma en la que se debe subir la información contable 
a la página del Servicio de Administración Tributaria. 

 2.8.1.4 indica que los que utilizan la herramienta 
electrónica “Mis Cuentas”, están exentos de llevar la 
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contabilidad en formato XML y de subir la información 
contable que señala dicha regla. 

 2.8.1.9 estableció una prerrogativa únicamente en 
favor de los contribuyentes que tributen bajo el 
régimen de incorporación fiscal o de personas físicas 
para el cumplimento de su obligación respecto de la 
exhibición de la contabilidad.       

• De manera aislada, en los conceptos de violación se combate  l 
artículo 17-K del Código Fiscal de la Federación por: 

o Violación a las garantías de legalidad y seguridad 
jurídicas del Código Fiscal: en cuanto a que ninguna parte 
del sistema de Buzón tributario se regula la manera en la 
que la autoridad fiscal se asegurará de que sus resoluciones 
sean realmente del conocimiento de las personas físicas o 
morales interesadas; situación que deja a los contribuyentes 
en estado de indefensión. 

Trámite del 
amparo: 

• La demanda fue admitida por el Juzgado Segundo de Distrito en el 
Estado de Puebla, con sede en San Andrés Cholula. 

• Posteriormente, el juez aludido ordenó remitir el expediente a la 
Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito 
Primero y Segundo del Centro Auxiliar de la Primera Región, con 
residencia en la Ciudad de México, en cumplimiento de la circular 
CAR 09/CCNO/2014. 

• Tocó conocer el asunto a la Juez Primero de Distrito del Centro 
Auxiliar en la Ciudad de México, quien lo registró con el número 
3979/2015.  

Sentencia: • Seguida la secuela procesal, se celebró la audiencia constitucional 
y anexó sentencia que es de contenido idéntico a la que se hizo 
referencia a fojas 11 a 18 de esta resolución, y para efectos 
prácticos, se toma por reproducida en este apartado. 

Certificación • Al finalizar la sentencia obra la siguiente certificación: 

 
Firma 
electrónica: 

• La sentencia se firmó de manera electrónica por la Juez de Distrito, 
y el Secretario de Juzgado, como se desprende de las hojas de 
evidencia criptográfica que obran a fojas 672 vuelta y 673 del 
cuaderno auxiliar, y se reproducen en el cuadro siguiente (las 
cuales se advierte son idénticas a las reproducidas en las fojas 
20 y 21 de la sentencia): 
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Recurso de 
revisión 

• La quejosa interpuso recurso de revisión, mismo que conoció el 
Tribunal Colegiado auxiliar, luego de la remisión correspondiente. 

Criterio: • Resulta innecesario el análisis de los agravios expresados, 
pues a pesar de que se recibió en el expediente impreso, 
carece de elementos necesarios para su validez y como 
consecuencia, se impide el estudio del fondo del asunto. 

• Una sentencia jurisdiccional debe entenderse desde dos 
vertientes: como acto jurídico (es la toma de la decisión respecto 
de la Litis planteada) y como documento (la representación del acto 
jurídico, es decir, la materialización de lo determinado y que consta 
en los autos del expediente). 

• Para la existencia de la sentencia como acto jurídico, es necesario 
que reúna todos los requisitos de validez detallados en la ley, entre 
los que destaca la firma autógrafa que no sólo es la identificación 
de quien la imprime, sino el signo a través del cual se expresa la 
voluntad de emitirlo y tiene la función de dar certeza respecto de la 
autenticidad del acto procesal. 

• Así, aun cuando obre materialmente la sentencia, no puede 
considerarse válida sin que conste el signo que expresa la voluntad 
de decisión.  

• De conformidad con el artículo 74 de la Ley de Amparo y el diverso 
219 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria conforme al 2°, todas las resoluciones dictadas en los 
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juicios de amparo deben contener: la fijación clara y precisa del 
acto reclamado; el análisis de los conceptos de violación; la 
valoración de las pruebas admitidas y desahogadas en el juicio; las 
consideraciones y fundamentos legales; los puntos resolutivos en 
congruencia con la parte considerativa; y la firma autógrafa de los 
servidores que intervienen en su dictado. 

• Adicionalmente, de una aplicación analógica del artículo 188, 
primer párrafo, de la Ley de Amparo, en relación con el diverso 41, 
fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
se hace evidente la necesidad de firmar las resoluciones 
jurisdiccionales para cumplir con los requisitos de validez. 

• Ahora, de las constancias, se advierte que la sentencia recurrida 
carece de firma autógrafa de la Juez de Distrito, así como del 
secretario encargado de autorizar y dar fe de su emisión. 

• Aun cuando conste la sentencia como documento, no puede 
validarse como acto jurídico porque en caso de omitirse esta última 
conlleva a su insubsistencia. 

• Sirve de apoyo la jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación de rubro: “ACTOS Y 
RESOLUCIONES JURISDICCIONALES. PARA DOTARLOS DE 
VALIDEZ E IDENTIFICAR AL FUNCIONARIO QUE INTERVINO 
EN SU EMISIÓN, BASTA CON QUE ÉSTE IMPRIMA SU FIRMA 
O RÚBRICA EN EL DOCUMENTO, SIEMPRE QUE SU NOMBRE, 
APELLIDOS Y CARGO PUEDAN IDENTIFICARSE EN DIVERSO 
APARTADO DE LA RESOLUCIÓN O DEL EXPEDIENTE DE QUE 
SE TRATE, INCLUSIVE POR OTROS MEDIOS”; y los criterios 
sustentados por la Segunda Sala, de rubros: “FIRMA, FALTA DE 
LA, EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO, DEL SECRETARIO 
QUE DEBA AUTORIZARLAS. INVALIDEZ”, “LAUDO. LA FALTA 
DE FIRMA DE ALGUNO DE LOS INTEGRANTES DE UN 
TRIBUNAL DE TRABAJO, CUANDO FUNCIONA EN JUNTA 
ESPECIAL O EN SALA, O DEL SECRETARIO QUE AUTORIZA 
Y DA FE, CONDUCE A DECLARAR DE OFICIO SU NULIDAD Y 
CONCEDER EL AMPARO PARA QUE SEA SUBSANADA TAL 
OMISIÓN INDEPENDIENTEMENTE DE QUIÉN PROMUEVA LA 
DEMANDA”.  

• No pasa inadvertido el uso de la firma electrónica en la sentencia 
que se recurre; sin embargo, ello no releva de firma autógrafa, 
pues, a más de que las evidencias criptográficas relativas a su 
firma como aquélla del secretario, al encontrarse colocadas 
posteriormente a la certificación que pretendió efectuarse de 
tal resolución, no pueden considerarse parte integrante de 
ésta; también es de resaltar que de los ordenamientos que regulan 
su uso, no se advierte que se faculte al juzgador para suplir la 
firma autógrafa requerida en toda sentencia por la diversa 
electrónica. 

• Tanto el artículo 3°, sexto párrafo, de la Ley de Amparo, como los 
Acuerdos Generales Conjuntos 1/2013, 1/2014 y 1/2015 que 
regulan lo relativo a la firma electrónica del Poder Judicial de la 
Federación y al expediente electrónico, se estima que la figura en 
cuestión es sólo para enviar y recibir demandas, promociones, 
documentos, comunicaciones y notificaciones oficiales, así como 
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consultar acuerdos, resoluciones y sentencias relacionadas con los 
asuntos de competencia de los órganos jurisdiccionales, sin que se 
advierta la facultad del juzgador para omitir estampar la firma 
autógrafa en la resolución correspondiente al expediente 
impreso; máxime que se tiene la obligación de que el expediente 
electrónico coincida íntegramente con el expediente impreso.  

• Del mismo artículo 3°, debe notarse que el expediente electrónico 
e impreso se rigen por disposiciones diferentes, aquél, por los 
Acuerdos ya citados; y el segundo por el contenido del párrafo 
séptimo de la referida disposición legal; y al no encontrarse en el 
Acuerdo General cómo debe integrarse el expediente impreso, 
surge la aplicación de los criterios ya citados y la formalidad 
precisada.  

• También se aplica por analogía la jurisprudencia de la Segunda 
Sala y el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de rubros: “SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. PARA SU VALIDEZ 
FORMAL ES INNECESARIO QUE LOS NOMBRES, APELLIDOS 
Y CARGOS DE QUIENES LAS SUSCRIBEN SE UBIQUEN AL 
PIE DEL DOCUMENTO, A DIFERENCIA DE LAS FIRMAS QUE 
SÍ DEBEN ENCONTRARSE EN ESTE ÚLTIMO APARTADO” y 
“FIRMA AUTÓGRAFA. TRATÁNDOSE DE ACTOS O 
RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS LA ANULACIÓN POR 
CARECER DE AQUÉLLA PUEDE SER CON O SIN 
DETERMINACIÓN DE EFECTOS”.  

• Tampoco pasa inadvertido que la certificación con la cual se 
pretende hacer constar la autenticidad de una sentencia, es ajena 
al juicio de garantías de que se trata, al señalar: “esta hoja 
pertenece a la última foja de la sentencia dictada en el Cuaderno 
Genérico 5/2016[…]”; lo cual, como se dijo, refuerza aún más la 
invalidez de la señalada resolución pues no se emitió conforme a 
los conceptos de violación y constancias procesales que forman 
parte del juicio de garantías 3979/2015, con el que se radicó y 
tramitó el expediente en el Juzgado Auxiliar. 

• A mayor abundamiento, también es dable destacar que el 
documento denominado “sentencia” tampoco cumple con la 
totalidad de los artículos 73 y 74, fracciones I y II, de la Ley de 
Amparo porque el A quo la emitió sin precisar el nombre de la 
parte quejosa, ni siquiera en los puntos resolutivos, no señaló 
de manera clara y precisa los actos reclamados, pues sólo 
indicó de manera genérica que: “[…]se establece que del análisis 
integral de la demanda de amparo (y, en su caso, escrito de 
ampliación) se advierte que la parte quejosa acude a la instancia 
constitucional a reclamar diversas normas formal y/o 
materialmente legislativas que regulan el mecanismo de 
comunicación, las obligaciones fiscales, facultad de comprobación 
y el procedimiento de fiscalización contenidos en las instituciones 
jurídico-fiscales denominadas: buzón tributario y contabilidad 
electrónica y revisiones electrónicas; así como su ejecución o 
aplicación[…]”, aun cuando, como se advierte de los resultandos 
primero y cuarto de esta ejecutoria, la parte impetrante señaló 
diversos actos reclamados en la demanda de garantías; sin 
que de la sentencia recurrida se advierta su debida 
apreciación y precisión; por lo cual el A quo no cumplió con los 
aludidos artículos de la Ley de Amparo, en relación con el diverso 
precepto 222 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 
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aplicación supletoria a aquélla, donde dispone: “[…] las sentencias 
contendrán, además de los requisitos comunes a toda resolución 
judicial, una relación suscinta de las cuestiones planteadas y de las 
pruebas rendidas[…]”. 

• Como consecuencia, ante la carencia de la firma autógrafa, tanto 
del A quo, como del secretario encargado de autorizar y dar fe del 
a emisión de la sentencia procede a declararla insubsistente y 
devolver los autos para que se emita una nueva en la forma y los 
términos establecidos en la ley para reparar la violación.  

Tesis: Ninguna 

 
4 Amparo en revisión 334/2017 (cuaderno auxiliar 1092/2017) 

Órgano: Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Segunda Región, en San Andrés Cholula, Puebla en apoyo del 
Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito  

Hechos: • Una persona moral presentó demanda de amparo indirecto en 
contra diversos artículos del Código Fiscal de la Federación 
reformados por decreto publicado el nueve de diciembre de dos mil 
trece, en el Diario Oficial de la Federación, así como normas 
generales emitidas por el Servicio de Administración Tributaria; 
señalando como autoridades responsables a: 

o La Cámara de Diputados. 
o La Cámara de Senadores. 
o El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. 
o El Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 

• En los conceptos de violación se combatieron las fracciones III y 
IV del artículo 28 del Código Fiscal de la Federación, como las 
reglas I.2.8.6. y I.2.8.7. de los cuales se adujó: 

o Violación a la garantía de seguridad jurídica, así como 
de datos personales: al conminar a enviar mensualmente 
al SAT la información y documentación que integra la 
contabilidad del contribuyente, pues constituye una 
afectación innecesaria e injustificada, cuando existe un 
derecho constitucional de evitar intromisiones ilegitimas en 
el domicilio, papeles y posesiones de los particulares, así 
como derecho a la intimidad y vida privada, ya que se realiza 
sin que se encuentren sometidos al ejercicio de facultades 
de comprobación, máxime que es información que la 
autoridad fiscal no necesita y no utilizará para fines 
constitucionales, pues su justificación radica en que se 
ejerzan facultades de fiscalización.  
 La medida es desproporcional, aunque su objeto es 

simplificar el cumplimiento de las obligaciones fiscales, los 
mecanismos elegidos no contribuyen a la simplificación, 
obliga a establecer un catálogo de cuentas que no 
coinciden con su contabilidad habitual y preparar 
información adicional. Además, se obliga al contribuyente 
a entregar información propia, tutelada bajo el derecho de 
protección de datos, con el pretexto de que permitirá el 
ejercicio de facultades de comprobación, cuando dichos 
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actos se llevarán a cabo únicamente frente a menos del 
1% de los contribuyentes registrados. 

 La medida es injustificada, ya que no es necesario que 
la autoridad requiera la información con anticipación, por 
ser privada, pues sólo debió permitirse cuando se 
ejercieran las facultades de comprobación; además no se 
toman en cuenta las cargas administrativas que implica 
cumplir con la obligación. 

 La medida no es razonable en tanto que no existe un 
beneficio para el Estado, ni se está procurando el 
cumplimiento de la función verificadora, en la medida que 
la información no se utilizará para verificar las obligaciones 
fiscales en más del 99% de los casos, y en cambio, se 
conmina al contribuyente a liberar información privada 
protegida por el artículo 16 constitucional.  

 La medida propone una presunción de 
incumplimiento, lo cual no es aceptable en un Estado 
Social y Democrático, además de que afecta el principio 
de buena fe que permite al contribuyente declarar 
voluntariamente sus obligaciones fiscales.  
 

o Violación al artículo 16 constitucional, por permitir la 
práctica de actos de fiscalización sin mandamiento 
escrito: se permite a la autoridad llevar a cabo actos de 
fiscalización, no precedidos por un mandamiento escrito, ni 
notificación y fuera del ejercicio de facultades de 
comprobación.  

o Violación a seguridad jurídica en virtud de que se 
posibilita la realización de revisiones irrestrictas en 
cuanto a su temporalidad y a la materia de fiscalización: 
conforme a las disposiciones reclamadas, las autoridades 
fiscales tendrán a su disposición de manera permanente 
toda la información y documentación de los contribuyentes, 
generando una revisión indefinida y reiterada, sin límite de 
tiempo y sin el conocimiento del contribuyente. 

o Violación a los derechos humanos a la intimidad o vida 
privada, de seguridad jurídica y protección de datos: 
obliga a proporcionar información al SAT sin justificación 
alguna; esto es, nadie conoce por qué es necesario que las 
autoridades tengan manera permanente datos sensibles, 
privados y confidenciales de los particulares; además, no se 
establecieron mecanismos para guardar absoluta reserva al 
respecto ni reglas que justifiquen, a la luz del derecho 
humano a la protección de datos. Finalmente, no se advierte 
la posibilidad de cancelar, oponerse o modificar la 
información contable aportada mensualmente por los 
contribuyentes.  
 

• De igual forma, en los conceptos de violación se atacan las 
Reglas I.2.8.6., I.2.8.7. y I.2.8.8. de los cuales se adujó de la 
Segunda Resolución de Modificaciones a la Resolución 
Miscelánea Fiscal para dos mil catorce: 

o Violación del derecho a la buena administración: al 
imponer la carga a los contribuyentes de proporcionar 
información contable permanentemente, cuando lo que 
debería suceder es que las obligaciones de los gobernados 
deberían ser lo menos onerosas o gravosas posible. Lo 
anterior, pues como se expuso en diverso apartado, la 
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obligación de proporcionar información mensual es 
desproporcional e irracional. 

 
o Violación al derecho humano de legalidad en relación 

con los principios de primacía de ley y jerarquía 
normativa: las obligaciones impuestas en las reglas 
misceláneas de ninguna manera se desprenden de la 
cláusula habilitante contenida en la fracción IV, del artículo 
28 del Código Fiscal de la Federación, ya que se reglamenta 
que debe utilizarse sistemas electrónicos con capacidad de 
generar archivos en formado XML, en lugar de definir 
únicamente qué información contable debía proporcionarse. 
El formato XML no es un archivo utilizado de manera 
habitual, ni es del conocimiento de los contribuyentes, sino 
que es necesario acudir a un experto; así, existían formas 
mucho más comunes y baratas que el sistema elegido por 
los contribuyentes.  
 

o Violación al principio de jerarquía normativa: Las 
autoridades fiscales responsables emitieron las reglas 
reclamadas disponiendo el momento en que se iba a 
proporcionar la información contable por el buzón tributario, 
pasando por alto que ello sólo podía definirlo el legislador 
federal, quien señaló se haría de manera mensual y no 
semanalmente, semestralmente, anualmente ni mucho 
menos cuando así lo definiera la autoridad hacendaria. 

 
o Las reglas obligan a proporcionar información contable a la 

autoridad en un formato diferente al que actualmente se 
lleva la contabilidad, obligándola a realizar ajustes y 
modificaciones ajenas a las establecidas legalmente, 
provocando cargas gravosas e innecesarias. 

 
Trámite del 
amparo: 

• Tocó conocer y admitir la demanda al Juzgado Segundo de Distrito 
en el Estado Durango. 

• Posteriormente, el juez aludido ordenó remitir el expediente a la 
Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito 
Primero y Segundo del Centro Auxiliar de la Primera Región, con 
residencia en la Ciudad de México, en cumplimiento de la circular 
CAR 09/CCNO/2014. 

• Así, conoció el asunto la Juez Primero de Distrito del Centro 
Auxiliar en la Ciudad de México, quien lo registró con el número 
4012/2014. 

Sentencia: • Seguida la secuela procesal, se celebró la audiencia constitucional 
y anexó sentencia que es de contenido idéntico a la que se hizo 
referencia a fojas 11 a 18 de esta resolución, y para efectos 
prácticos, se toma por reproducida en este apartado. 

Certificación • Al finalizar la sentencia obra la siguiente certificación: 
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Firma 
electrónica: 

• La sentencia se firmó de manera electrónica por la Juez de Distrito, 
y el Secretario de Juzgado, como se desprende de las hojas de 
evidencia criptográfica que obran a fojas 935 vuelta y 936 del 
cuaderno auxiliar, y se reproducen en el cuadro siguiente (las 
cuales se advierte son idénticas a las reproducidas en las fojas 
20 y 21 de la sentencia): 
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Recurso de 
revisión 

• Inconforme, la quejosa interpuso recurso de revisión, mismo que 
conoció el Tribunal Colegiado auxiliar, luego de la remisión 
correspondiente. 

Criterio: • Resulta innecesario estudiar los agravios expresados, toda 
vez que la juez federal incurrió en una violación a las reglas 
del procedimiento del juicio de amparo que trasciende al 
resultado de la sentencia; de ahí que, amerita la reposición de 
conformidad con la fracción IV, del artículo 93, de la Ley de 
Amparo. 

• La juez federal dejó de observar el contenido del artículo 124 de la 
Ley de Amparo en el que se señala que la audiencia consta de tres 
periodos: el ofrecimiento de pruebas, la formulación de alegatos y 
el dictado de sentencia. 

• Por otro lado, el artículo 219 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles dispone, entre otras cuestiones, que las resoluciones 
judiciales se firmarán por el juez y se autorizarán por el secretario. 
Esta disposición es aplicable de forma supletoria al juicio de 
amparo, en términos del artículo 2° de la ley respectiva. 

• Ello conduce a establecer que, una vez iniciada la audiencia y 
verificada en todas sus etapas, incluido el dictado de sentencia, 
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deberá firmarse de forma autógrafa por el resolutor y el 
secretario que autoriza. 

• En el caso se observa que el entonces Juez de Distrito auxiliar 
celebró la audiencia constitucional el uno de julio de dos mil quince 
y la Juez que lo sustituyó, emitió sentencia que se terminó de 
engrosar el siete de noviembre de dos mil dieciséis; de ahí que 
tanto la audiencia como la sentencia, debía contener las firmas 
autógrafas. 

• Lo anterior, porque la audiencia constitucional y la sentencia 
constituyen un solo acto procesal, donde ésta es la fase de 
culminación. Si la audiencia constitucional se encuentra firmada de 
forma autógrafa por la juzgadora y el secretario, entonces la misma 
formalidad debió cumplirse en la sentencia, pues hasta ese 
momento culmina la audiencia constitucional.  

• Sirven de apoyo las tesis de la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, de rubro: “AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL. CULMINA CUANDO SE DICTA LA 
SENTENCIA Y NO EN EL MOMENTO EN QUE SE CELEBRÓ Y 
SE DEJÓ EL ASUNTO PARA EMITIR RESOLUCIÓN”.  

• Por el contrario, la juzgadora de origen y el secretario no firmaron 
en forma autógrafa, sino que en su lugar utilizaron la firma 
electrónica, emitida por la Autoridad Certificadora intermedia del 
Consejo de la Judicatura Federal, que se emplea para archivos 
digitales; por ello, es evidente el vicio formal y debe subsanarse 
declarándola insubsistente y devolviendo los autos al juzgado de 
origen con el objeto de que purgue el vicio formal. 

• Aunado a ello, cotejando con otros expedientes que se tienen a la 
vista que devienen del mismo juzgado de origen, se constata que 
el número del archivo electrónico corresponde a la emisión de 
diversas sentencias, al igual que el día y hora. 

• El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya se ha 
pronunciado en torno al requisito de validez que deben contener 
las sentencias, como es la firma autógrafa, en la contradicción de 
tesis 357/2014, fallada en sesión de doce de marzo de dos mil 
quince; en donde se destacó lo siguiente:  

o La firma tiene una función identificadora, puesto que 
asegura la relación jurídica entre el acto firmado y la persona 
que lo ha firmado. La identidad de la persona determina su 
personalidad a efectos de atribución de los derechos y 
obligaciones. La firma manuscrita expresa la identidad, 
aceptación y autoría del firmante. 

o La firma se erige como un signo, rubrica o carácter de 
autoría de alguien que lo vincula con el acto. 

o La sala advirtió que la obligación consistente en “firmar” las 
actuaciones judiciales en las que intervengan los servidores 
públicos, tiene como objeto vincular a los funcionarios 
jurisdiccionales con las resoluciones por ellos emitidas. 

o Para que las actuaciones judiciales sean legales y válidas y, 
por consiguiente, brinden  certeza jurídica, es necesario que 
solo contengan la “firma” autógrafa o rubrica de los 
servidores públicos que intervengan en su emisión. 

• De la contradicción derivó en la jurisprudencia de rubro “ACTOS Y 
RESOLUCIONES JURISDICCIONALES. PARA DOTARLOS DE 
VALIDEZ E IDENTIFICAR AL FUNCIONARIO QUE INTERVINO 
EN SU EMISIÓN, BASTA CON QUE ÉSTE IMPRIMA SU FIRMA 
O RÚBRICA EN EL DOCUMENTO, SIEMPRE QUE SU NOMBRE, 
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APELLIDOS Y CARGO PUEDAN IDENTIFICARSE EN DIVERSO 
APARTAD DE LA RESOLUCIÓN O DEL EXPEDIENTE DE QUE 
SE TRATE, INCLUSIVE POR OTROS MEDIOS”.  

• Con base en lo expuesto por el Tribunal Pleno, es evidente que la 
firma o rúbrica autógrafa es un requisito esencial que dota de 
validez a la resolución jurisdiccional de forma impresa, por lo que 
su ausencia se traduce en una falta a las formalidades esenciales 
del procedimiento en el juicio de amparo. 

• Dentro de las principales obligaciones que deben observar los 
jueces de distrito para la debida integración del expediente, es la 
de firmar todas sus actuaciones junto con el secretario, tal como se 
prevé en el artículo 219 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo. 

• Cabe decir que aun cuando el secretario hizo constar al final de la 
sentencia (certificación que también carece de firma autógrafa) que 
la foja pertenece al fallo dictado en el cuaderno varios 2/2016, esto 
no puede sustituir la firma autógrafa, pues como ya se vio, se 
suscribió a través de la firma electrónica.  

• El artículo 3° de la Ley de Amparo prevé la procedencia del juicio 
de amparo vía electrónica, empleando las tecnologías de la 
información y utilizando la firma electrónica conforme a la 
regulación que emita el Consejo de la Judicatura Federal.  

• No obstante, en el caso, la demanda se presentó por escrito, por lo 
que se abrió un expediente físico.  

• Con base en el Acuerdo General Conjunto 1/2013 de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial y de la Federación y el Consejo de la Judicatura Federal, 
relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 
Federación (FIREL) y al expediente electrónico; el Acuerdo 
General Conjunto 1/2015 de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y del Consejo de la Judicatura Federal que regula los 
servicios tecnológicos relativos a la tramitación del juicio de 
amparo, las comunicaciones oficiales y los procesos de oralidad 
penal en los Centros de Justicia Penal Federal; y el artículo 3° de 
la Ley de Amparo, se establece que: 

o La firma electrónica es un instrumento para ingresar al 
sistema electrónico del Poder Judicial de la Federación, 
para recibir comunicaciones y documentos, así como 
para consultar los acuerdos y resoluciones.  

o La firma electrónica autoriza a un servidor público del 
Poder Judicial de la Federación solo ingresar 
información a los expedientes electrónicos y consultar su 
contenido. 

• Así, se puede apreciar que la naturaleza de la firma electrónica está 
constituida como un medio de ingreso al sistema electrónico del 
Poder Judicial de la Federación y como instrumento para enviar y 
recibir información y documentación dentro de ese sistema. Y por 
lo que se refiere a la firma electrónica del servidor público, sólo le 
permite ingresar información a los expedientes electrónicos y 
consultar su contenido, pero no atribuye la función de sustituir la 
firma autógrafa o rúbrica en actuaciones que integran un 
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expediente impreso, ya que el expediente electrónico debe 
coincidir con aquél.  

• Si bien es cierto que la firma electrónica produce los mismos 
efectos que la firma autógrafa, y los documentos electrónicos que 
cuenten con la primera tienen la misma validez; sin embargo, las 
disposiciones invocadas no deben interpretarse de manera aislada, 
sino como parte del sistema a que pertenecen y, en ese contexto, 
tanto la autenticidad, como su valor probatorio de que están 
revestidas, aplica sólo en el campo virtual, lo cual tiene sentido 
porque la versión digital debe abarcar los elementos que 
identifiquen al autor. 

• Pero en el caso, como ya se dijo, se está en presencia de un 
expediente impreso y no electrónico que, por disposición de ley, 
debe cumplir con las formalidades esenciales; de ahí que, es 
necesario que el expediente se encuentre debidamente integrado, 
lo cual no sucede, porque la sentencia objeto de la revisión, carece 
de las firmas autógrafas, tanto de la juez como del secretario que 
dio fe. 

• Tampoco pasa desapercibido que en la circular CAR9/CCNO/2014 
se determinó que, los Juzgados de Distrito Primero y Segundo del 
Centro Auxiliar de la Primera Región conocerían del trámite, 
resolución, ejecución y cumplimiento de las demandas de amparo 
en las que se reclame la inconstitucionalidad de aquellas 
disposiciones relativas a la denominada “contabilidad electrónica”, 
además, se privilegió el uso del sistema electrónico para consulta 
de las partes, pero de modo alguno, se estableció que la validez de 
las sentencias en el expediente impreso se colmaría con la firma 
electrónica. 

• Por identidad de razones jurídicas, es aplicable la jurisprudencia de 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
rubro: “SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA EN UNA CAUSA 
PENAL. LA FALTA DE FIRMA DEL JUEZ EN ELLA, CONDUCE 
A CONCEDER EL AMPARO PARA QUE SE SUBSANE TAL 
OMISIÓN, PUES ÉSTA IMPIDE CUALQUIER EXAMEN DE LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE LA EMITIDA EN APELACIÓN 
(LEGISLACIONES APLICABLES DE LOS ESTADOS DE 
GUERRERO Y MICHOACÁN)”. 

• No pasa desapercibido que en fojas posteriores a la parte final de 
la sentencia, aparece impresa una serie de claves que conforman 
la firma electrónica correspondientes a la juzgadora y al secretario; 
sin embargo, ese elemento tampoco dota de validez a la sentencia 
recurrida, que integra un expediente impreso, precisamente, 
porque no existe disposición legal que así lo permita.  

• En efecto, en la Ley de Amparo (artículos 184 y 188), así como en 
el Código Federal de Procedimientos Civiles (artículo 219) de 
aplicación supletoria, sólo se hace referencia a la firma autógrafa 
de quien emite la sentencia, pero no existe alguna otra disposición 
que establezca que dicha firma autógrafa pueda ser sustituida por 
la firma electrónica o, que la validez de la sentencia impresa 
también se colma con la firma electrónica, de ahí, lo ilegal de la 
sentencia recurrida. 

• No  es obstáculo para arribar a la conclusión anotada que, la 
juzgadora federal integró el cuaderno de varios 2/2016 (que tuvo a 
la vista) en la que la secretaria del juzgado certificó la lista de 
antecedentes de juicios amparo indirecto que corresponden a los 
actos reclamados relativos a la temática de “buzón tributario, 
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contabilidad y revisión electrónica”, dentro del cual, por proveído 
de siete de noviembre de dos mil dieciséis, se hizo constar que se 
emitió una sola sentencia en los juicios relativos con audiencia 
celebrada hasta el cuatro de esa data, al encontrase 
estrechamente vinculados.  

• Lo anterior, como se ha sostenido, no existe dispositivo legal en la 
Ley de Amparo ni en el código supletorio que autorice al 
juzgador de amparo para que pronuncie una sola sentencia en 
los juicios de derechos fundamentales desvinculados entre sí, 
en razón de que se integró la Litis constitucional de manera 
independiente a cualquier otro juicio, aun cuando se plantee 
el mismo tema o reclamen actos similares; máxime, no se 
planteó su acumulación en el curso de los procedimientos.  

•  De ahí que, no es posible vincular juicios autónomos, emitir una 
sola sentencia ni sustituir la firma autógrafa por una electrónica, y 
se proceda a la reposición para un nuevo dictado de sentencia. Es 
aplicable por analogía la tesis aislada de la Segunda Sala de rubro: 
“SENTENCIA DE AMPARO DIRECTO. ES INVÁLIDA SI FALTA 
LA FIRMA DEL SECRETARIO DE ACUERDOS, DEBIÉNDOSE 
ORDENAR QUE SE SUBSANE LA IRREGULARIDAD”.  

• Adicionalmente, se destaca que en la sentencia revisada no se 
establecieron con claridad los datos de identificación del juicio, 
número de expediente, fecha de presentación de la demanda, 
nombre de la parte quejosa, no se analizaron los actos 
verdaderamente reclamados (por integrar una Litis genérica), ni los 
argumentos tal y como fueron planteados por la parte quejosa. 

• Por lo cual, la juzgadora de amparo al emitir una nueva resolución, 
deberá observar los principios que rigen la sentencia de amparo y 
ceñirse a analizar los actos verdaderamente reclamados y 
sujetarse a las razones expuestas por la parte quejosa, sin añadir 
cuestiones que no formen parte de la Litis constitucional, pues aun 
cuando la sentencia que se revisa ha quedado insubsistente, la 
finalidad es que no reiteren las referidas incongruencias en el 
pronunciamiento del nuevo fallo. 

Tesis: Ninguna 

 

 

20. CUARTO. Existencia de la contradicción. Previamente a 

verificar la existencia de la contradicción, debe señalarse que los Jueces 

de Distrito denunciantes estiman que el punto de contradicción consiste 

en determinar si una sentencia de amparo indirecto puede firmarse con 

firma electrónica o si, por el contrario, necesita hacerse de forma 

autógrafa para su validez. 
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21. Aun cuando los denunciantes fijan el punto de divergencia en 

un aspecto específico, esto no vincula al Tribunal Pleno para constreñirse 

en los términos planteados ni al punto jurídico específico, dado que el 

propósito formal de la denuncia queda satisfecho en la medida en que 

inicia el trámite de la contradicción de tesis y justifica la legitimación 

correspondiente; además, el numeral 226, párrafo penúltimo, de la Ley de 

Amparo, faculta al órgano que resuelve para acoger uno de los criterios 

discrepantes, sustentar uno diverso, o declarar inexistente o sin materia 

la contradicción de tesis, con la única limitante de que la decisión se 

obtenga por la mayoría de los Ministros integrantes. 

 
22. Al respecto, es orientadora de la jurisprudencia de la Segunda 

Sala de este Alto Tribunal de rubro y texto: 

 

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. LA PROBABLE DIVERGENCIA DE CRITERIOS 
PRECISADA EN LA DENUNCIA RELATIVA, NO VINCULA AL PLENO O A LAS 
SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN A 
CONSTREÑIRSE A LOS TÉRMINOS COMO SE PLANTEA NI AL PUNTO 
JURÍDICO ESPECÍFICO. La denuncia formulada por el legitimado para ello, en 
términos del artículo 227, fracciones I y II, de la Ley de Amparo, constituye un mero 
requisito de procedibilidad necesario para que el órgano competente examine los 
criterios contendientes y determine si existe o no disconformidad en las 
consideraciones relativas y, en su caso, emita la jurisprudencia que deba 
prevalecer, sin que el tema probablemente divergente señalado por el denunciante 
vincule al Pleno o a las Salas del Alto Tribunal a constreñirse a los términos como 
se plantea ni al punto jurídico específico, dado que el propósito formal de la 
denuncia queda satisfecho en la medida en que origina el trámite de la 
contradicción de tesis y justifica la legitimación correspondiente; además, por 
disposición expresa del diverso numeral 226, párrafo penúltimo, de la legislación 
citada, en los asuntos de esta naturaleza se faculta al órgano correspondiente para 
acoger uno de los criterios discrepantes; sustentar uno diverso; o declarar 
inexistente o sin materia la contradicción de tesis; con la única limitante de que la 
decisión se tomará por la mayoría de los Ministros integrantes”4. 

 

23. Dicho lo anterior, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación ha estimado que la existencia de la contradicción de tesis 

 
4 Época: Décima Época. Registro: 2011246. Instancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 28, Marzo de 2016, Tomo II. Materia(s): Común. 
2a. V/2016 (10a.), Página: 1292. 
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debe estar condicionada a que las Salas de esta 

Corte o los Tribunales Colegiados de Circuito en las 

sentencias que pronuncien: 
 

a) Sostengan tesis contradictorias, entendiéndose por ‘tesis’ el 

criterio adoptado por el juzgador a través de argumentaciones lógico-

jurídicas para justificar su decisión en una controversia; y 
 

b) Que dos o más órganos jurisdiccionales terminales adopten 

criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, 

independientemente de que las cuestiones fácticas que lo originan no 

sean exactamente iguales. 
 

24. La finalidad de dicha determinación es definir puntos jurídicos 

que den seguridad jurídica a los gobernados, pues para ello fue creada 

desde la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos la figura 

jurídica de la contradicción de tesis. 

 

25. Sirve de apoyo a lo expuesto la tesis de jurisprudencia del 

Pleno de este Alto Tribunal 72/2010 y la tesis aislada, cuyos rubros y 

textos son los siguientes:  

 
“CONTRADICCIÓN DE TESIS. EXISTE CUANDO LAS SALAS DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO ADOPTAN EN SUS SENTENCIAS CRITERIOS JURÍDICOS 
DISCREPANTES SOBRE UN MISMO PUNTO DE DERECHO, 
INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LAS CUESTIONES FÁCTICAS QUE LO 
RODEAN NO SEAN EXACTAMENTE IGUALES. De los artículos 107, fracción 
XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 197 y 197-A de 
la Ley de Amparo, se advierte que la existencia de la contradicción de criterios está 
condicionada a que las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los 
Tribunales Colegiados de Circuito en las sentencias que pronuncien sostengan 
"tesis contradictorias", entendiéndose por "tesis" el criterio adoptado por el juzgador 
a través de argumentaciones lógico-jurídicas para justificar su decisión en una 
controversia, lo que determina que la contradicción de tesis se actualiza cuando 
dos o más órganos jurisdiccionales terminales adoptan criterios jurídicos 
discrepantes sobre un mismo punto de derecho, independientemente de que las 
cuestiones fácticas que lo rodean no sean exactamente iguales, pues la práctica 
judicial demuestra la dificultad de que existan dos o más asuntos idénticos, tanto 
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en los problemas de derecho como en los de hecho, de ahí que considerar que la 
contradicción se actualiza únicamente cuando los asuntos son exactamente 
iguales constituye un criterio rigorista que impide resolver la discrepancia de 
criterios jurídicos, lo que conlleva a que el esfuerzo judicial se centre en detectar 
las diferencias entre los asuntos y no en solucionar la discrepancia. Además, las 
cuestiones fácticas que en ocasiones rodean el problema jurídico respecto del cual 
se sostienen criterios opuestos y, consecuentemente, se denuncian como 
contradictorios, generalmente son cuestiones secundarias o accidentales y, por 
tanto, no inciden en la naturaleza de los problemas jurídicos resueltos. Es por ello 
que este Alto Tribunal interrumpió la jurisprudencia P./J. 26/2001 de rubro: 
"CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. 
REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.", al resolver la contradicción de tesis 
36/2007-PL, pues al establecer que la contradicción se actualiza siempre que "al 
resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente 
iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes" se impedía el 
estudio del tema jurídico materia de la contradicción con base en "diferencias" 
fácticas que desde el punto de vista estrictamente jurídico no deberían obstaculizar 
el análisis de fondo de la contradicción planteada, lo que es contrario a la lógica 
del sistema de jurisprudencia establecido en la Ley de Amparo, pues al sujetarse 
su existencia al cumplimiento del indicado requisito disminuye el número de 
contradicciones que se resuelven en detrimento de la seguridad jurídica que debe 
salvaguardarse ante criterios jurídicos claramente opuestos. De lo anterior se sigue 
que la existencia de una contradicción de tesis deriva de la discrepancia de criterios 
jurídicos, es decir, de la oposición en la solución de temas jurídicos que se extraen 
de asuntos que pueden válidamente ser diferentes en sus cuestiones fácticas, lo 
cual es congruente con la finalidad establecida tanto en la Constitución General de 
la República como en la Ley de Amparo para las contradicciones de tesis, pues 
permite que cumplan el propósito para el que fueron creadas y que no se desvirtúe 
buscando las diferencias de detalle que impiden su resolución”5. 

 
“CONTRADICCIÓN DE TESIS. DEBE ESTIMARSE EXISTENTE, AUNQUE SE 
ADVIERTAN ELEMENTOS SECUNDARIOS DIFERENTES EN EL ORIGEN DE 
LAS EJECUTORIAS. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la jurisprudencia P./J. 26/2001, de rubro: "CONTRADICCIÓN DE TESIS 
DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU 
EXISTENCIA.", sostuvo su firme rechazo a resolver las contradicciones de tesis en 
las que las sentencias respectivas hubieran partido de distintos elementos, criterio 
que se considera indispensable flexibilizar, a fin de dar mayor eficacia a su función 
unificadora de la interpretación del orden jurídico nacional, de modo que no 
solamente se resuelvan las contradicciones claramente inobjetables desde un 
punto de vista lógico, sino también aquellas cuya existencia sobre un problema 
central se encuentre rodeado de situaciones previas diversas, ya sea por la 
complejidad de supuestos legales aplicables o por la profusión de circunstancias 
de hecho a las que se hubiera tenido que atender para juzgarlo. En efecto, la 
confusión provocada por la coexistencia de posturas disímbolas sobre un mismo 

 
5 Época: Novena Época. Registro: 164120. Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXII, Agosto de 2010. Materia(s): Común. 
P./J. 72/2010, Página: 7. 
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problema jurídico no encuentra justificación en la circunstancia 
de que, una y otra posiciones, hubieran tenido un diferenciado 
origen en los aspectos accesorios o secundarios que les 
precedan, ya que las particularidades de cada caso no siempre 

resultan relevantes, y pueden ser sólo adyacentes a un problema jurídico central, 
perfectamente identificable y que amerite resolverse. Ante este tipo de situaciones, 
en las que pudiera haber duda acerca del alcance de las modalidades que adoptó 
cada ejecutoria, debe preferirse la decisión que conduzca a la certidumbre en las 
decisiones judiciales, a través de la unidad interpretativa del orden jurídico. Por 
tanto, dejando de lado las características menores que revistan las sentencias 
en cuestión, y previa declaración de la existencia de la contradicción sobre 
el punto jurídico central detectado, el Alto Tribunal debe pronunciarse sobre el 
fondo del problema y aprovechar la oportunidad para hacer toda clase de 
aclaraciones, en orden a precisar las singularidades de cada una de las sentencias 
en conflicto, y en todo caso, los efectos que esas peculiaridades producen y la 
variedad de alternativas de solución que correspondan”6.  

 

26. Conforme a lo transcrito, para que exista contradicción de tesis 

no es necesario que coincidan las cuestiones fácticas analizadas por los 

órganos jurisdiccionales terminales, pero es esencial que estudien la 

misma cuestión jurídica arribando a decisiones encontradas. 

 

27. Por otra parte, también se ha establecido la posibilidad de que 

se configure una contradicción de tesis cuando algunos de los criterios 

contendientes sean implícitos, siempre que su sentido pueda deducirse 

indubitablemente, pues aun ante la ausencia de las consideraciones que 

sirvieron de sustento al órgano jurisdiccional contendiente para adoptar el 

criterio tácito, corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

como máximo intérprete de la Constitución, fijar la jurisprudencia que 

debe prevalecer con base en los razonamientos que estime pertinentes, 

los cuales pueden o no coincidir con las expresadas en las ejecutorias a 

las que se atribuye la contraposición. 

 
28. Sirve de apoyo a esta determinación, la jurisprudencia de este 

Tribunal Pleno de rubro y texto: 

 

 
6 Época: Novena Época. Registro: 166996. Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Materia(s): Común. P. XLVII/2009, Página: 67. 
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“CONTRADICCIÓN DE TESIS. PUEDE CONFIGURARSE AUNQUE UNO DE 
LOS CRITERIOS CONTENDIENTES SEA IMPLÍCITO, SIEMPRE QUE SU 
SENTIDO PUEDA DEDUCIRSE INDUBITABLEMENTE DE LAS 
CIRCUNSTANCIAS PARTICULARES DEL CASO. De lo dispuesto en los artículos 
107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
192, 197 y 197-A de la Ley de Amparo, se desprende que con la resolución de las 
contradicciones de tesis se busca acabar con la inseguridad jurídica que provoca 
la divergencia de criterios entre órganos jurisdiccionales terminales al resolver 
sobre un mismo tema jurídico, mediante el establecimiento de una jurisprudencia 
emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación que unifique el criterio que 
debe observarse en lo subsecuente para la solución de asuntos similares a los que 
motivaron la denuncia respectiva, para lo cual es indispensable que supere las 
discrepancias existentes no sólo entre criterios expresos, sino también cuando 
alguno de ellos sea implícito, siempre que pueda deducirse de manera clara 
e indubitable de las circunstancias particulares del caso, pues de estimarse 
que en este último supuesto no puede configurarse la contradicción de 
criterios, seguirían resolviéndose de forma diferente y sin justificación 
alguna, negocios jurídicos en los que se examinen cuestiones esencialmente 
iguales, que es precisamente lo que el Órgano Reformador de la Constitución 
pretendió remediar con la instauración del citado procedimiento, sin que obste el 
desconocimiento de las consideraciones que sirvieron de sustento al órgano 
jurisdiccional contendiente para adoptar el criterio tácito, ya que corresponde a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, como máximo intérprete de la 
Constitución Federal, fijar la jurisprudencia que debe prevalecer con base en 
las consideraciones que estime pertinentes, las cuales pueden o no coincidir 
con las expresadas en las ejecutorias a las que se atribuye la 
contraposición”7. 

 

29. Por principio, se advierte que los criterios en contradicción 

derivan de las mismas condiciones fácticas. Así, todos resolvieron un 

recurso de revisión interpuesto en contra de la sentencia emitida en un 

amparo indirecto por la Juez Primero de Distrito Auxiliar de la Primera 

Región, con residencia en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), y 

certificada por el Secretario del Juzgado, a través del uso de la firma 

electrónica, atinentes a la temática del buzón electrónico, contabilidad 

electrónica, revisión electrónica, cuyo contenido es idéntico.  
 
30. Las resoluciones de la Juez de Distrito corresponden a un 

documento genérico que resuelve la totalidad de los asuntos que 

 
7 Época: Novena Época. Registro: 169334. Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Materia(s): Común. P./J. 93/2006, Página: 5. 
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presentaron la problemática del buzón electrónico, 

contabilidad electrónica y revisión electrónica, sin 

particularizar los aspectos de cada juicio de amparo; 

esto es, sin identificar a la parte quejosa, actos reclamados específicos; 

estableciendo como autoridades responsables a las Cámaras de 

Diputados y Senadores, ambas del Congreso de la Unión, Presidente 

Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Jefe del Servicio de 

Administración Tributaria, el Secretario de Gobernación y el Director 

General Adjunto del Diario Oficial de la Federación; y desarrollando el 

análisis de los mismos conceptos de violación.  
 
31. Lo anterior, no obstante que las demandas de amparo eran 

distintas en cuanto a los quejosos, autoridades responsables, preceptos 

impugnados específicamente y conceptos de violación, tal como se 

observa en el considerando tercero anterior. 
 
32. Para ejemplificar lo anterior, basta advertir que las cuatro 

demandas de amparo excluían, dos de ellas de manera expresa, al 

Secretario de Gobernación y al Director del Diario Oficial de la Federación 

como autoridades responsables; sin embargo, en la sentencia se indicó 

que tienen ese carácter. Además, existen planteamientos concretos que 

no se abordaron y, por el contrario, se analizaron una serie de conceptos 

de violación que no fueron vertidos en las demandas –como violaciones 

al proceso legislativo y al principio de irretroactividad–; incluso, existe una 

concesión del amparo en relación con el artículo 53-B del Código Fiscal 

de la Federación por violación a la garantía de audiencia al advertir que 

la preliquidación se tornaba definitiva por no controvertirse en el término 

de ley, sin que dicho aspecto se advierta aducido en alguno de los 

conceptos de violación de las demandas. 
 
33. De esta manera, a pesar de que se tratan de juicios de amparo 

distintos, el documento que funge como la sentencia es el mismo, y en 

éste obra la certificación que derivó del cuaderno varios 2/2016, relativo a 
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los juicios de amparo atinentes a la temática de contabilidad electrónica; 

así, se advierte la utilización de una sentencia genérica para resolver 

todos los juicios de amparo sobre esa temática. 
 
34. Aunado a lo anterior, la sentencia genérica no fue firmada de 

manera autógrafa, sino validada anexando la representación gráfica de la 

evidencia criptográfica de la firma electrónica de la juez y el secretario al 

expediente físico; de lo que debe destacarse que en los cuatro casos las 

constancias son reproducciones idénticas, pues existe coincidencia 

absoluta en el archivo firmado, la cadena de firma, fecha y hora. 
 
35. Con esas premisas, el Segundo Tribunal Colegiado de 

Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región al resolver el amparo 
en revisión 282/2017 (cuaderno auxiliar 694/2017), y el Segundo 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava 
Región al resolver el amparo en revisión 276/2017 (cuaderno auxiliar 

1004/2017), en ambos casos en auxilio de un Tribunal Colegiado del 

Primer Circuito, procedieron al estudio de los agravios e hicieron un 

pronunciamiento de fondo. 
 
36. Con este actuar, se infiere que los tribunales colegiados 

auxiliares analizaron una sentencia que consideraron válida, toda vez que 

sólo es posible entrar al fondo del asunto cuando no se advierte alguna 

violación a las reglas del procedimiento que ameritara la reposición del 

mismo.  
 
37. Sin embargo, el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 

Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, 

Veracruz, en apoyo al Vigésimo Quinto Circuito, en el expediente 

auxiliar 1032/20178, resolvió el recurso de revisión estimando que no era 

necesario el análisis de los agravios en el fondo, ya que la sentencia era 

inválida y debía reponerse el procedimiento, como consecuencia de la 

 
8 Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, en el amparo en revisión 138/2017. 
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violación derivada de la falta de firma autógrafa por 

parte de la Juez de Distrito y el Secretario que actuó 

con ella. 
 
38. En esa resolución, el Colegiado desarrolló las acepciones del 

vocablo “sentencia”, sus requisitos (de conformidad con el artículo 74 de 

la Ley de Amparo conjuntamente con el diverso 219, del Código Federal 

de Procedimientos Civiles), así como cuál es la finalidad de la firma 

autógrafa. Igualmente, concluyó que era necesaria la firma autógrafa a 

partir de la aplicación analógica del artículo 188, primer párrafo, de la Ley 

de Amparo, en relación con el diverso 41, fracción V, de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación. 
 
39. Advirtió que aun cuando se hubiese hecho uso de la firma 

electrónica, las evidencias criptográficas se encontraban colocadas 

posteriormente a la certificación que pretendió efectuarse de la resolución, 

por lo que no se podía considerar parte integrante de ésta. 
 
40. De igual forma, indicó que no había disposición alguna legal o 

en los Acuerdos Generales Conjuntos 1/2013, 1/2014 y 1/2015 que 

permitiera suplir la firma autógrafa por la electrónica. Reforzó sus 

argumentos indicando que el expediente electrónico debe coincidir con el 

expediente impreso y que las evidencias criptográficas de una firma 

electrónica se encuentran posterior a la certificación; de ahí que no exista 

forma alguna de considerarse como parte integrante de la resolución. 
 
41. Además, expuso que la certificación con la que se pretendía 

hacer constar la autenticidad de una sentencia era ajena al juicio de 

amparo que se trataba, al señalar: “esta hoja pertenece a la última foja de 

la sentencia dictada en el cuaderno genérico 5/2016 (sic) […]”; por ello, 

se reforzaba la invalidez de la resolución, pues no se emitió conforme a 

los conceptos de violación y constancias procesales del juicio de amparo 

3979/2015. 
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42. También estableció que la sentencia se había emitido sin 

precisar el nombre de la parte quejosa, ni siquiera en los puntos 

resolutivos, no indicó de manera clara y precisa los actos reclamados; 

esto lo estimó como un incumplimiento a la Ley de Amparo, en relación 

con el artículo 222, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria, donde dispone: “las sentencias contendrán, además 

de los requisitos comunes a toda resolución judicial, una relación suscinta 

de las cuestiones planteadas y de las pruebas rendidas”.  
 
43. De forma similar, el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito 

del Centro Auxiliar de la Segunda Región, en San Andrés Cholula, 
Puebla, en apoyo al Segundo Circuito, en el expediente auxiliar 

1092/20179, resolvió el recurso de revisión estableciendo que no era 

posible entrar al fondo del asunto, ya que se presentó una violación a las 

reglas fundamentales del procedimiento de amparo; así, determinó que 

se causó un perjuicio irreparable y debía reponerse el procedimiento para 

dictar una sentencia en la que constara la firma autógrafa de los 

funcionarios correspondientes. 
 
44. Para llegar a esta conclusión, advirtió que la Juez Federal dejó 

de observar el contenido del artículo 124 de la Ley de Amparo en el que 

señala que la audiencia constitucional consta de tres periodos y que 

culmina con el dictado de sentencia; por lo que si la audiencia contenía 

firma autógrafa, también debía tenerlo la sentencia.  
 
45. Al igual que el anterior tribunal colegiado, indicó que el artículo 

219 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria en términos del numeral 2 de la Ley de Amparo, dispone que 

las resoluciones judiciales se deben firmar por el Juez y el Secretario que 

las autoriza. Además, precisó que si el acta que contiene la audiencia está 

firmada por la Juez y el Secretario que da fe, la sentencia emitida en fecha 

posterior también debe contener las firmas autógrafas de ambos. Por otra 

 
9 Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito en el amparo en revisión 334/2017. 
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parte, señaló que de diversos expedientes del índice 

de ese juzgado se advertía que el número de archivo 

electrónico correspondía a la emisión de diversas 

sentencias. 
 
46. Posteriormente, retomó las consideraciones de este Tribunal 

Pleno al resolver la contradicción de tesis 357/2014, para señalar cuáles 

son los requisitos de validez de las sentencias y, por otra parte, evidenciar 

que la firma o rúbrica autógrafa es un elemento esencial que dota de 

validez a la resolución jurisdiccional de forma expresa; por lo que su 

omisión daba lugar a una violación esencial en las reglas del 

procedimiento. 
 
47. De la misma forma que el diverso órgano colegiado, hizo 

especial énfasis en que la ley, el código supletorio y los Acuerdos 

Generales Conjuntos no contienen disposición alguna que faculte la 

sustitución de la firma autógrafa en las actuaciones que integran un 

expediente impreso; esto, en razón que el expediente electrónico siempre 

debe coincidir con el impreso. Asimismo, indicó que si bien es cierto que 

la firma electrónica tiene los mismos efectos que la autógrafa, esto sólo 

es para efectos del campo virtual, por lo que se concluía que el expediente 

impreso no estaba debidamente integrado, ya que carecía de firmas 

autógrafas. Además, precisó que no existe disposición que establezca 

que la firma autógrafa puede ser sustituida por la firma electrónica, de ahí 

lo ilegal de la sentencia recurrida. 
 
48. Finalmente, expresó que existía otra violación al 

procedimiento, pues calificó de indebido el pronunciamiento de una 

sentencia única para varios juicios de derechos fundamentales 

desvinculados entre sí, mediante la integración de una litis genérica en un 

cuaderno de varios. Lo anterior al no existir dispositivo legal que autorice 

al juzgador de amparo a hacerlo. También advirtió que en la sentencia no 

se establecieron con claridad los datos de identificación del juicio, tal 
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como el número de expediente, la fecha de presentación de la demanda, 

nombre de la parte quejosa, asimismo, no se analizaron los actos 

verdaderamente reclamados, ni los argumentos planteados por la parte 

quejosa. 
 
49. En este orden de ideas, se desprende la existencia de la 

contradicción de tesis, pues mientras dos tribunales colegiados estimaron 

que la misma sentencia en revisión era válida, los otros dos advirtieron 

que no cumplía con los requisitos de validez: 1) al haberse validado a 

través del uso de firma electrónica, advirtiendo que se usó la misma 

evidencia criptográfica, y 2) porque se trataba una sentencia genérica. 
 
50. Por lo expuesto, este Alto Tribunal tiene la oportunidad de 

pronunciarse sobre el fondo del problema, para precisar las 

singularidades de las sentencias en conflicto, fijando como puntos de 

contradicción el determinar:  
 

1. Si una sentencia de amparo indirecto puede firmarse con firma 
electrónica o si, por el contrario, necesita hacerse de manera 
autógrafa para su validez, pues lo contrario implicaría una 
violación a las reglas del procedimiento y la reposición del 
mismo. 

2. Si es válido que se utilice un documento electrónico ingresado 
bajo la misma evidencia criptográfica de firma electrónica en 
distintos juicios de amparo. 

3. Si puede dictarse una sentencia genérica para resolver 
diversos juicios de amparo, mediante la integración de una litis 
genérica en un cuaderno de varios. 
 
 
51. QUINTO. Criterio que debe prevalecer. En función de lo 

anterior, el presente estudio se dividirá en tres apartados. 
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52. En el primero, se realizará el análisis 

del marco legal que regula el uso de la Firma 

Electrónica en los juicios de amparo y si es factible 

utilizarla por los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación; 

en el segundo, si es válido utilizar un documento electrónico con la misma 

representación gráfica de evidencia criptográfica de firma electrónica en 

distintos expedientes físicos y; en el tercero, se examinará la viabilidad de 

emitir sentencias genéricas. 

 

1. Marco legal de la firma electrónica 
 

53. A partir de la vigencia de la Ley de Amparo publicada el dos 

de abril de dos mil trece en el Diario Oficial de la Federación, se incorporó 

el uso de los medios electrónicos en la tramitación del juicio de amparo. 

Así, aun cuando son varios los preceptos de la Ley de Amparo que se 

refieren a los medios electrónicos, el artículo 3° incorpora sus elementos 

esenciales y bases de regulación: 

 

“Artículo 3º. En el juicio de amparo las promociones deberán hacerse por escrito. 
 
Podrán ser orales las que se hagan en las audiencias, notificaciones y 
comparecencias autorizadas por la ley, dejándose constancia de lo esencial. Es 
optativo para el promovente presentar su escrito en forma impresa o 
electrónicamente. 
 
Las copias certificadas que se expidan para la substanciación del juicio de amparo 
no causarán contribución alguna. 
 
Los escritos en forma electrónica se presentarán mediante el empleo de las 
tecnologías de la información, utilizando la Firma Electrónica conforme la 
regulación que para tal efecto emita el Consejo de la Judicatura Federal. 
 
La Firma Electrónica es el medio de ingreso al sistema electrónico del Poder 
Judicial de la Federación y producirá los mismos efectos jurídicos que la 
firma autógrafa, como opción para enviar y recibir promociones, 
documentos, comunicaciones y notificaciones oficiales, así como consultar 
acuerdos, resoluciones y sentencias relacionadas con los asuntos 
competencia de los órganos jurisdiccionales. 
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En cualquier caso, sea que las partes promuevan en forma impresa o 
electrónica, los órganos jurisdiccionales están obligados a que el expediente 
electrónico e impreso coincidan íntegramente para la consulta de las partes. 
 
El Consejo de la Judicatura Federal, mediante reglas y acuerdos generales, 
determinará la forma en que se deberá integrar, en su caso, el expediente 
impreso. 
 
Los titulares de los órganos jurisdiccionales serán los responsables de 
vigilar la digitalización de todas las promociones y documentos que 
presenten las partes, así como los acuerdos, resoluciones o sentencias y 
toda información relacionada con los expedientes en el sistema, o en el caso 
de que éstas se presenten en forma electrónica, se procederá a su impresión 
para ser incorporada al expediente impreso. Los secretarios de acuerdos de 
los órganos jurisdiccionales darán fe de que tanto en el expediente 
electrónico como en el impreso, sea incorporada cada promoción, 
documento, auto y resolución, a fin de que coincidan en su totalidad. El 
Consejo de la Judicatura Federal, en ejercicio de las facultades que le 
confiere la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, emitirá los 
acuerdos generales que considere necesarios a efecto de establecer las 
bases y el correcto funcionamiento de la Firma Electrónica. 
 
No se requerirá Firma Electrónica cuando el amparo se promueva en los términos 
del artículo 15 de esta Ley”. 
 

54. Al respecto, los primeros tres párrafos del artículo mantienen 

la estructura de la legislación abrogada10, pues refieren que las 

promociones deben ser por escrito, y en algunos casos orales, indicando 

que las copias certificadas para substanciación del juicio de amparo no 

causarán contribución alguna; sin embargo, precisa que es optativo 
para el promovente presentar su escrito en forma impresa o 
electrónica: 

 

“Artículo 3º. En el juicio de amparo las promociones deberán hacerse por escrito. 
 
Podrán ser orales las que se hagan en las audiencias, notificaciones y 
comparecencias autorizadas por la ley, dejándose constancia de lo esencial. Es 

 
10 Ley de Amparo abrogada.  
“Artículo 3o.- En los juicios de amparo todas las promociones deberán hacerse por escrito, salvo las 
que se hagan en las audiencias y notificaciones, así como en las comparecencias a que se refiere el 
artículo 117 de esta ley. 
 
Las copias certificadas que se expidan para la substanciación del juicio de amparo, directo o indirecto, 
no causarán contribución alguna.” 
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optativo para el promovente presentar su escrito en forma 
impresa o electrónicamente. 
 
Las copias certificadas que se expidan para la substanciación 

del juicio de amparo no causarán contribución alguna”. 
 

55. Así, se desprende que cuando el precepto habla de 

promociones por escrito, no acota dicho término a aquellas que se 

imprimen, sino también a las que se envían electrónicamente; de forma 

que la vía electrónica no debe verse como una tercera manera de 

elaborarlas (oral, escrita o electrónica), sino un mecanismo para hacer 

llegar los documentos o escritos alternativo a la presentación física 

impresa. 

 

56. Bajo esta lógica, el cuarto párrafo del precepto detalla que este 

tipo de envíos se hará mediante el empleo de las tecnologías de la 

información, utilizando la Firma Electrónica conforme la regulación que 
emita el Consejo de la Judicatura Federal: 

 
“Los escritos en forma electrónica se presentarán mediante el empleo de las 
tecnologías de la información, utilizando la Firma Electrónica conforme la 
regulación que para tal efecto emita el Consejo de la Judicatura Federal”. 
 

57. Hasta aquí, el legislador no da una definición ni establece los 

alcances generales de la firma electrónica, pues sólo refiere que las 

partes deben utilizarla cuando envíen documentos en forma electrónica, 

de conformidad con las regulaciones que emita el Consejo de la 

Judicatura Federal. 

 

58. Por su parte, el quinto párrafo define qué es el sistema 

electrónico del Poder Judicial de la Federación y cómo opera; señala que 

constituye una opción para enviar y recibir promociones, documentos, 

comunicaciones y notificaciones oficiales, así como consultar acuerdos, 

resoluciones y sentencias relacionadas con los asuntos competencia de 

los órganos jurisdiccionales; adicionalmente, indica que la manera de 
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ingresar a dicho sistema será a través de la Firma Electrónica y que ésta 

produce los mismos efectos jurídicos de la autógrafa: 
 
“La Firma Electrónica es el medio de ingreso al sistema electrónico del Poder 
Judicial de la Federación y producirá los mismos efectos jurídicos que la firma 
autógrafa, como opción para enviar y recibir promociones, documentos, 
comunicaciones y notificaciones oficiales, así como consultar acuerdos, 
resoluciones y sentencias relacionadas con los asuntos competencia de los 
órganos jurisdiccionales”. 

 

59. Así, para utilizar la vía electrónica se debe ingresar al sistema 

electrónico del Poder Judicial de la Federación, que permite (I) el envío y 

recepción de promociones y documentos; (II) el envío y recepción de 

comunicaciones y notificaciones oficiales y (III) la consulta de acuerdos, 

resoluciones y sentencias; todo a través del uso de la firma electrónica.  

 

60. Este párrafo complementa el anterior, al establecer que la 

firma electrónica tiene los mismos efectos que la autógrafa, generando la 

posibilidad de utilizarla como sustituta, al momento de presentar una 

promoción o escrito vía electrónica. 

 
61. De igual manera, se establece un segundo uso para la 

firma electrónica, pues será el medio para ingresar al sistema electrónico 

del Poder Judicial de la Federación, en donde se incorporan otras 

funciones, como el envío de comunicaciones y notificaciones, así como la 

consulta de las actuaciones judiciales, a lo que se hará referencia a 

continuación. 

 
62. Los dos apartados siguientes retoman la tercera función del 

sistema electrónico del Poder Judicial de la Federación; esto es, la 

consulta de las actuaciones judiciales, indicando que debe hacerse a 

través de un expediente electrónico, en donde los órganos jurisdiccionales 

deben velar por su coincidencia íntegra con el impreso, de acuerdo a las 
reglas y acuerdos generales del Consejo de la Judicatura Federal: 
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“En cualquier caso, sea que las partes promuevan en forma 
impresa o electrónica, los órganos jurisdiccionales están 
obligados a que el expediente electrónico e impreso coincidan 
íntegramente para la consulta de las partes. 

 
El Consejo de la Judicatura Federal, mediante reglas y acuerdos generales, 
determinará la forma en que se deberá integrar, en su caso, el expediente 
impreso”. 
 
63. El Consejo de la Judicatura Federal, además de regular la 

manera en que debe utilizarse la firma electrónica para el envío de 

promociones y documentos, deberá establecer bases para integrar el 

expediente impreso.  

 

64. El párrafo subsecuente regula las obligaciones que genera a 

los funcionarios judiciales la implementación del uso de los medios 

electrónicos, así como las bases para el funcionamiento de la firma 

electrónica: 

 

“Los titulares de los órganos jurisdiccionales serán los responsables de vigilar la 
digitalización de todas las promociones y documentos que presenten las partes, 
así como los acuerdos, resoluciones o sentencias y toda información relacionada 
con los expedientes en el sistema, o en el caso de que éstas se presenten en forma 
electrónica, se procederá a su impresión para ser incorporada al expediente 
impreso. Los secretarios de acuerdos de los órganos jurisdiccionales darán fe de 
que tanto en el expediente electrónico como en el impreso, sea incorporada cada 
promoción, documento, auto y resolución, a fin de que coincidan en su totalidad. 
El Consejo de la Judicatura Federal, en ejercicio de las facultades que le confiere 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, emitirá los acuerdos generales 
que considere necesarios a efecto de establecer las bases y el correcto 
funcionamiento de la Firma Electrónica”. 
 

65. En primer lugar, a los titulares de los órganos jurisdiccionales 

se les asigna la obligación de vigilar la digitalización de todas las 

promociones y documentos que presenten las partes, así como los 
acuerdos, resoluciones o sentencias y toda la información 
relacionada con los expedientes en el sistema, o en el caso de que 
éstas se presenten en forma electrónica, se procederá a su impresión 

para ser incorporada al expediente impreso. 
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66. Además, la norma requiere que los secretarios de acuerdos 

de los órganos jurisdiccionales den fe de que tanto en el expediente 
electrónico como en el impreso, sea incorporada cada promoción, 
documento, auto y resolución, a fin de que coincidan en su totalidad. 

 
67. Finalmente, se indica que el Consejo de la Judicatura emitirá 

los Acuerdos Generales que considere necesarios a efecto de 
establecer las bases y el correcto funcionamiento de la firma 
electrónica. 

 
68. Es importante destacar que al referirse a la integración del 

expediente físico y electrónico, se da el mismo tratamiento a las 

promociones y documentos que a los acuerdos, resoluciones y 
sentencias; esto, pues, sea que obren impresos o en vía electrónica, 
se impone la exigencia a los titulares y a los secretarios de acuerdos 
de vigilar y dar fe que se incorporen a la otra forma, de tal manera que 
exista coincidencia absoluta. 

 
69. Es esta última parte en donde el legislador se refiere de 

manera general a la firma electrónica y delega en el Consejo de la 

Judicatura Federal la emisión de los acuerdos generales que considere 

necesarios a efecto de establecer las bases y su correcto 
funcionamiento.  

 
70. Por último, el párrafo final del artículo 3° sólo indica que no 

será requerida firma electrónica cuando se promueva el amparo en 

términos del artículo 15 de la Ley de Amparo: 

 
“No se requerirá Firma Electrónica cuando el amparo se promueva en los términos 
del artículo 15 de esta Ley”. 
 

71. Expuesto lo anterior, se arriba a la conclusión que la firma 
electrónica, de conformidad con la Ley de Amparo, tiene los mismos 
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efectos que la firma autógrafa y debe ser 
utilizada por las partes para el envío de 
promociones y documentos, así como para 

ingresar y hacer uso del sistema electrónico del Poder Judicial de la 
Federación. 

 

72. Sin embargo, no puede sostenerse que su uso se agote 
sólo en esos casos, pues el legislador otorgó a la firma electrónica un 

alcance similar al de la autógrafa, determinando que sus bases y correcto 

funcionamiento fuera definido mediante Acuerdos Generales. 

 
73. Corrobora lo anterior, la exposición de motivos de la iniciativa 

con proyecto de Decreto por el que se expidió la Ley de Amparo, 

reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos de quince de febrero de dos mil once; ahí se 

advierte que el legislador destacó la importancia y la necesidad de 

implementar en el ámbito de la impartición de justicia constitucional el uso 

de los avances tecnológicos como “la llamada firma electrónica, utilizada en 
cuestiones bancarias, fiscales, comerciales, informáticas, entre otras, con gran 
aceptación por la seguridad que brinda a los usuarios”, porque esto “favorecerá 
en mucho el respeto y pleno ejercicio del derecho a una justicia pronta y expedita 
reconocido en el artículo 17 constitucional”. 

 
74. Adicionalmente, en la iniciativa del Ejecutivo Federal de tres 

de septiembre de dos mil nueve se dijo que uno de los motivos de la 

reforma se generó a raíz de los resultados del Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa (hoy Tribunal Federal de Justicia Administrativa), 

por lo que el objeto fue “simplificar la actuación procesal de los órganos 
jurisdiccionales y modernizar el sistema de impartición de justicia otorgando 
validez a las promociones judiciales que se realicen a través de medios digitales 
como el correo electrónico y la firma electrónica, con los mismos efectos jurídicos 
que los comunicados oficiales y las firmas autógrafas”. 
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75. Habida cuenta de que “uno de los ejemplos de las nuevas 
exigencias en torno a la impartición de justicia es el caso del alto número de 
demandas” promovidas con motivo de la expedición de leyes de seguridad 

social (ISSSTE) y fiscales (IETU), que han reflejado la necesidad del uso 

de tecnologías de la información “para garantizar la justicia expedita”. En esa 

tesitura, destacó que, justamente, uno de los motivos fundamentales de 

la iniciativa radicaba en “promover la simplificación de la actuación procesal 
tanto para los órganos jurisdiccionales como para los usuarios del sistema de 
impartición de justicia como una medida que contribuya a la desregulación”, por lo 

que, incluso, la iniciativa preveía que ante circunstancias extraordinarias 

en que “las autoridades responsables consideren que pudiera alterarse su normal 
funcionamiento, como por ejemplo en tratándose de altas cargas de trabajo 
debidamente justificadas por la presentación de demandas masivas -como sucedió 
respecto de la expedición de la Ley del ISSSTE-, podrán solicitar al órgano 
jurisdiccional la ampliación del término de la consulta”. 

 

76. Dicha iniciativa es del tenor siguiente: 

 
“Modernización en la tramitación del Juicio de Amparo (Firma Electrónica). 
 
Hoy en día los dispositivos digitales ocupan un lugar central en prácticamente todos 
los ámbitos de la actividad humana. 
 
Su presencia ha tenido enormes repercusiones en los campos de la comunicación, 
el gobierno, la investigación científica y la organización del trabajo. 
 
Es un hecho incontrovertible que el uso de la computadora y el acceso a las redes 
globales de información está alterando las pautas de comportamiento de los 
individuos y sus familias, y el funcionamiento de la sociedad, los gobiernos y las 
empresas. 
 
Estos avances tecnológicos han permeado prácticamente todas las actividades del 
ser humano y han permitido el desarrollo de la sociedad mediante la 
sistematización de datos que anteriormente requerían para su consecución de 
largos periodos y de considerables esfuerzos, ya que tanto las bases de datos 
como el manejo de los mismos, han adoptado procesos de naturaleza muy 
expedita que facilitan a los usuarios el envío, manejo, recepción y control de la 
información que es de su interés. 
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En México existen muchas instancias, tanto del sector público 
como del privado, que ya utilizan diversos medios electrónicos, 
y cuya aplicación ha simplificado por mucho el desarrollo de sus 
actividades. 

 
Así, es cada vez más frecuente la realización de actos jurídicos y de numerosas 
negociaciones a través de medios electrónicos, los cuales se han constituido en el 
mecanismo fundamental para el intercambio de información, no siendo la 
excepción el ejercicio en la aplicación de políticas públicas. 
 
Uno de estos medios tecnológicos es la llamada firma electrónica, utilizada en 
cuestiones bancarias, fiscales, comerciales, informáticas, entre otras, con gran 
aceptación por la seguridad que brinda a los usuarios. La regulación de estos 
medios electrónicos se ha realizado conforme ha ido avanzando su utilización. 
 
Así por ejemplo, debido a los efectos positivos que ha generado, la firma 
electrónica ha cobrado carta de naturalización en nuestro sistema jurídico en las 
siguientes materias: 
 
A) En el ámbito de la función pública, se ha demostrado que la utilización de la 
firma electrónica ha contado con resultados muy satisfactorios y con altos niveles 
de eficiencia en el cumplimiento -por parte de los servidores públicos- de la 
presentación de declaración patrimonial. 
 
B) En el ámbito del Sistema de Administración Tributaria (SAT) se ha empleado el 
mecanismo conocido como "Firma Electrónica Avanzada", que es un conjunto de 
datos que se adjuntan a un mensaje electrónico, cuyo propósito es identificar al 
emisor del mensaje como autor legítimo de éste, tal y como si se tratara de una 
firma autógrafa. 
 
Ambos mecanismos representan importantes avances en la perspectiva de 
gobierno electrónico, el cual, debe permitir a la postre la minimización de 
trámites, tiempos de espera y reducción de requisitos y la maximización de 
la transparencia, produciendo además procesos muy ágiles de la interacción 
entre la autoridad y los gobernados. 
 
Las tecnologías de la información en el ámbito de la impartición de justicia. 
 
Uno de los objetivos de la presente iniciativa es, precisamente, trasladar las 
experiencias positivas que ha venido generando el uso de las tecnologías de la 
información en otras materias al ámbito de la impartición de la justicia 
constitucional, lo cual, dicho sea de paso, favorecerá en mucho el respeto y 
pleno ejercicio del derecho a una justicia pronta y expedita reconocido en el 
artículo 17 constitucional, así como en los tratados internacionales de derechos 
humanos de los que México es parte. 
 
De hecho, debe reconocerse que el ámbito de la impartición de justicia, no ha 
permanecido ajeno a los procesos tecnológicos en el manejo de la información. 
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Por un lado, la sistematización de la información jurídica ha permitido una más 
amplia difusión de los alcances de las sentencias que conforman tesis y criterios 
jurisprudenciales de los órganos jurisdiccionales, y por otra parte, se ha contado 
con herramientas que han permitido avanzar hacia una impartición de justicia más 
expedita. 
 
Sobre este particular, es importante recordar que la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación organizó en 2003 la "Consulta Nacional para una Reforma Integral y 
Coherente del Sistema Nacional de Impartición de Justicia en el Estado Mexicano". 
Los resultados obtenidos fueron concluyentes: los órganos jurisdiccionales 
requieren emprender un proceso de modernización en el que se consideren 
cuando menos: 
 
A) Permitir como instrumentos jurídico-procesales las aplicaciones de 
mensajes de datos, Firma Electrónica Avanzada y la conservación por 
medios electrónicos de la información generada, comunicada y archivada 
mediante medios ópticos, electrónicos o cualquier otra tecnología 
equivalente. 
 
B) Es urgente la promoción de la conversión de información contenida en papel a 
medios virtuales, para un manejo de la información más ágil. 
 
C) Analizar la posibilidad de que el correo electrónico pueda utilizarse como medio 
válido para la remisión de correspondencia oficial entre órganos del Poder Judicial 
de la Federación. 
 
D) Promover la utilización de la firma electrónica para permitir la consulta de 
expedientes, tomando como antecedente el Sistema Integral de Seguimiento de 
Expedientes que se encuentra en operación desde 2001. 
 
En esta lógica, no pasa desapercibido para los legisladores que suscribimos la 
presente iniciativa, que ya existen experiencias en esta materia en el ámbito de la 
impartición de justicia. Tal es el caso del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, órgano el cual ha impulsado cambios y ejercicios cuyo alcance es 
congruente a las conclusiones anteriormente descritas. 
A su vez, el Sistema de Justicia en Línea es un sistema informático establecido por 
el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que tiene por objeto registrar, 
controlar procesar, almacenar, difundir, transmitir, gestionar, administrar y notificar 
el procedimiento contencioso administrativo que se sustancia ante el mismo. Sobra 
decir que este mecanismo es muy similar al Sistema de Seguimiento de 
Expedientes (SISE) del Poder Judicial de la Federación que se encuentra en 
funcionamiento desde 2001 y que actualmente se encuentra albergado en la 
página electrónica del Consejo de la Judicatura Federal. 
 
De hecho, a raíz de esta experiencia, es de destacarse que el Ejecutivo Federal 
presentó, con fecha 03 de septiembre de 2009, una iniciativa con proyecto de 
decreto que propuso la reforma y adición -precisamente- a diversas disposiciones 
de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución 
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, y cuyo objetivo es 
simplificar la actuación procesal de los órganos 
jurisdiccionales y modernizar el sistema de impartición de 
justicia otorgando validez a las promociones judiciales que 

se realicen a través de medios digitales como el correo electrónico y la firma 
electrónica, con los mismos efectos jurídicos que los comunicados oficiales 
y las firmas autógrafas. 
 
Por lo anterior, la homologación de los mecanismos con los que cuentan los 
órganos encargados de la impartición de justicia es una de las preocupaciones 
primordiales de los que suscribimos la presente iniciativa. 
 
Inclusión de la Firma Electrónica a través de Acuerdos del Consejo de la 
Judicatura Federal. 
 
Por otra parte, uno de los ejemplos de las nuevas exigencias en torno a la 
impartición de justicia es el caso del alto número de demandas recibidas con 
motivos de la expedición de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado, así como de las recibidas en contra del Impuesto 
Empresarial de Tasa Única (IETU). 
 
Por lo que respecta a la Ley del ISSSTE, durante 2007 se recibieron 
aproximadamente 169,000 demandas de amparo, mientras que en contra de la 
aplicación del IETU fue un aproximado de 30,172. 
 
La presentación, seguimiento y desahogo de acciones presentadas, ha 
determinado la necesidad de inclusión de nuevos mecanismos para la atención de 
éstas, siendo indispensable el uso de tecnologías de la información para garantizar 
la justicia expedita a la que nos hemos referido. 
 
Estas circunstancias originaron que el Consejo de la Judicatura Federal, tomara 
medidas inmediatas para hacer frente a esa extraordinaria carga de trabajo. 
 
Lo anteriormente señalado es muestra inequívoca de la urgente necesidad de 
orientar la impartición de justicia en todas sus vertientes hacia procesos ágiles, 
transparentes y accesibles a la población, a efecto de garantizar la justicia expedita 
a la que hace referencia el artículo 17 constitucional. Toda vez que existen 
experiencias de aplicación muy exitosas desde el ámbito del Poder Ejecutivo 
Federal en el ámbito de la firma electrónica y una plena conciencia y permanente 
labor del Poder Judicial de la Federación en actualizar sus formas de impartición 
de justicia, es que hemos incluido como un punto fundamental de la presente 
iniciativa, la modernización en el trámite de los juicios de amparo a través de la 
Firma Electrónica. 
 
Además, con esta propuesta de reformas y adiciones, se otorgará mayor 
certidumbre jurídica a los usuarios del sistema de impartición de justicia respecto 
del procedimiento en el que intervienen ante los órganos jurisdiccionales ya que 
incorpora al texto de la nueva Ley de Amparo, la regulación del mecanismo de 
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firma electrónica, así como otros temas que coadyuvan en la agilidad del 
procedimiento y a la participación de las autoridades responsables de 
promulgación y publicación, en tratándose de amparo contra normas generales. 
 
Descripción del contenido de la reforma. 
 
La presente iniciativa propone establecer que en los juicios de amparo todas las 
promociones puedan hacerse por escrito, o bien, que la parte que así lo solicite 
expresamente pueda hacerlo vía electrónica a través del uso de la Firma 
Electrónica, entendida ésta como el medio de ingreso al sistema electrónico del 
Poder Judicial de la Federación, como opción para consultar, enviar y recibir 
promociones, documentos, acuerdos, resoluciones, sentencias, comunicaciones y 
notificaciones oficiales relacionadas con los asuntos competencia de los órganos 
jurisdiccionales, la cual producirá los mismos efectos jurídicos que la firma 
autógrafa. 
 
Con motivo de la utilización de este mecanismo, los órganos jurisdiccionales del 
Poder Judicial de la Federación deberán integrar un expediente físico y 
paralelamente un expediente electrónico. Para el cumplimiento de esta disposición, 
los titulares de los órganos jurisdiccionales serán responsables respecto de la 
digitalización de las promociones y los documentos que presenten las partes. 
 
A través de la Firma electrónica podrán presentarse promociones electrónicas 
hasta veinticuatro horas previas al día de su vencimiento. Así mismo, se establece 
que la presentación de las demandas o promociones de término podrán hacerse 
también ante la oficina de correspondencia común respectiva. 
 
Se señala que las resoluciones deben ser notificadas a más tardar dentro del tercer 
día hábil siguiente al en que se hubiesen pronunciado y se asentará la razón que 
corresponda inmediatamente después de dicha resolución. Sin embargo, se 
adiciona que las notificaciones podrán realizarse por vía electrónica a las partes 
que expresamente así lo soliciten, y que previamente hayan obtenido la Firma 
Electrónica. 
 
En cuanto a las notificaciones por lista se establece que se fijará a primera hora de 
despacho del día siguiente al de la fecha de la resolución en lugar visible y de fácil 
acceso, así como en el portal de Internet del Poder Judicial de la Federación. Debe 
destacarse que, en caso de que alguna de las partes del juicio, no se presentaren 
a oír la notificación personal, o no hubiesen generado la constancia electrónica de 
la consulta de los expedientes respectivos, en tratándose de que las partes cuenten 
con la firma electrónica, se tendrá por hecha. 
 
Además, se prevén las notificaciones electrónicas, siempre que las partes así lo 
hayan solicitado expresamente. 
 
Las partes que cuenten con firma electrónica les será generada una constancia de 
la consulta realizada, misma que acreditará que el usuario se hizo sabedor de una 
determinación judicial, la que, por una parte, el órgano jurisdiccional digitalizará 
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para el expediente electrónico y, por la otra, hará una impresión 
que agregará al expediente físico correspondiente como 
constancia de notificación para que surta todos los efectos 
legales correspondientes. 

 
De igual manera se prevé que el quejoso y el tercero perjudicado podrán autorizar 
para oír notificaciones a cualquier persona que tenga capacidad legal, quienes 
además podrán interponer por escrito, o vía electrónica a través del uso de la Firma 
Electrónica, los recursos y demás actos procesales que procedan, pero, en estos 
casos, el quejoso o tercero perjudicado deberá comunicar al órgano jurisdiccional 
las limitaciones o revocación de facultades del uso de su clave, toda vez que la 
utilización de la misma, equivale a la firma autógrafa de quien siendo parte del 
juicio lleva a cabo cualesquiera de las referidas promociones. 
 
Por lo que hace a las notificaciones dirigidas al titular del Poder Ejecutivo Federal, 
se prevé que puedan ser llevadas a cabo mediante el uso de la Firma Electrónica. 
 
Se propone establecer que las autoridades responsables y a las autoridades que 
tengan el carácter de terceros perjudicados que hayan solicitado el uso de la firma 
electrónica, la primera notificación les sea entregada por oficio escrito, o bien, 
cuando el domicilio se encuentre fuera del lugar del juicio, se hará por correo, en 
pieza certificada con acuse de recibo, o a través de la firma electrónica, en el 
entendido de que éste último supuesto solamente operará en los casos en los que 
así se hubiere solicitado expresamente. 
 
En este orden de ideas, también se establece la obligatoriedad para las autoridades 
responsables que cuenten con la firma electrónica, de ingresar al sistema de 
información electrónica todos los días, a fin de obtener su constancia de consulta 
electrónica respectiva en un plazo máximo de dos días a partir de que el órgano 
jurisdiccional la hubiere enviado, salvo las determinaciones dictadas en el incidente 
de suspensión que será en el plazo de veinticuatro horas. Se entiende generada 
la constancia de consulta electrónica cuando el sistema de información electrónico 
produzca el aviso de la hora en que se recupere la determinación judicial 
correspondiente, contenida en el archivo electrónico. 
 
La iniciativa también establece medidas para evitar que la autoridad responsable, 
o bien, el quejoso o tercero perjudicado se abstengan de ingresar al sistema con 
el fin de no generar la constancia de consulta, para lo cual se propone facultar al 
órgano jurisdiccional para tener por hecha la notificación en esos casos, o bien, en 
asuntos que por su especial naturaleza así lo requieran, ordenar que las 
notificaciones se hagan por conducto del actuario, quien además, hará constar en 
el expediente cualquiera de las situaciones anteriores. 
 
Como se dijo anteriormente, uno de los principales aspectos que motivan este 
aspecto de la iniciativa es promover la simplificación de la actuación procesal 
tanto para los órganos jurisdiccionales como para los usuarios del sistema 
de impartición de justicia como una medida que contribuya a la 
desregulación. Por ello, se prevé que en aquellos asuntos en los que por su 
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especial naturaleza, las autoridades responsables consideren que pudiera 
alterarse su normal funcionamiento, como por ejemplo en tratándose de altas 
cargas de trabajo debidamente justificadas por la presentación de demandas 
masivas -como sucedió respecto de la expedición de la Ley del ISSSTE-, 
podrán solicitar al órgano jurisdiccional la ampliación del término de la 
consulta. La resolución que recaiga a esta solicitud podrá ser recurrida a 
través del recurso de queja previsto en la propia Ley de Amparo. 
 
Finalmente, como un mecanismo complementario que permitirá la agilización del 
procedimiento y la forma en la que intervienen las autoridades señaladas como 
responsables en tratándose de amparo contra normas generales se establece que 
en el caso de las autoridades que hubieren intervenido en el refrendo del decreto 
promulgatorio de la ley o en su publicación, el quejoso deberá señalarlas con el 
carácter de autoridades responsables, únicamente cuando impugne sus actos por 
vicios propios, con lo cual se pretende evitar la ociosa y costosa intervención de 
estas autoridades en el juicio que se ha venido desarrollando, aun cuando en la 
generalidad de los casos sus actos no son impugnados por vicios propios, sino por 
la simple circunstancia de intervenir en el proceso de formación de la ley y ser 
señaladas como autoridades responsables, a pesar de que, conforme a los criterios 
jurisprudenciales establecidos, carecen de legitimación para defender el contenido 
de la norma general que se impugne y aun concediéndose el amparo resulta ocioso 
pretender el cumplimiento de la sentencia por parte de estas autoridades. 
 
En congruencia con lo anterior, se propone señalar que, en tratándose de amparo 
contra normas generales, las autoridades que hubieren intervenido, únicamente 
rendirán informe previo cuando la impugnación refiera vicios propios de dichas 
autoridades. La omisión de la presentación de informe no dará lugar a sanción 
alguna, ni tampoco impedirá al órgano jurisdiccional que examine los actos 
referidos, si se advierte un motivo de inconstitucionalidad. 
 
Una hipótesis jurídica de naturaleza semejante se propone en tratándose del 
informe con justificación. De esta manera, y de forma complementaria al 
mecanismo de firma electrónica, la iniciativa propuesta en este rubro contribuye al 
ahorro de recursos.” 

 
77. Sobre esta base, se advierte que el legislador fue claro al 

establecer que la firma electrónica tiene los mismos efectos que la firma 

autógrafa; asimismo, indicó que, además de ser utilizada para presentar 

escritos electrónicos e ingresar al sistema electrónico del Poder Judicial de 

la Federación, conforme al cuarto y séptimo párrafo del artículo 3° de la 

Ley de Amparo, sus bases y correcto funcionamiento sería materia de libre 

configuración en los Acuerdos Generales respectivos.  
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78. Así, la finalidad consistió en 

simplificar la actuación procesal de los órganos 
jurisdiccionales y modernizar el sistema de 

impartición de justicia, así como promover la simplificación de la 
actuación procesal tanto para los órganos jurisdiccionales como para 
los usuarios del sistema de impartición de justicia como una medida 
que contribuya a la desregulación. 

 

1.1. Acuerdos Generales de la firma electrónica 
 

79. En debida observancia al artículo 3° de la Ley de Amparo, se 

emitió el Acuerdo General Conjunto número 1/2013 de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación y del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la Firma 

Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) y al 

expediente electrónico11, que, en lo conducente, prevé: 

 
“Artículo 2. Para los efectos de este Acuerdo General Conjunto se entenderá por: 
[…] 
 
II.    Certificado Intermedio: Certificado digital generado a partir del Certificado Raíz 
del Poder Judicial de la Federación con el cual se emiten los certificados de los 
usuarios finales; 
 
III.   Certificado Raíz del Poder Judicial de la Federación: El certificado digital único 
emitido por la Unidad del Poder Judicial de la Federación para el Control de 
Certificación de Firmas, que sirve de base a la infraestructura de firma electrónica 
de los órganos del Poder Judicial de la Federación y da origen a los certificados 
intermedios, los que a su vez servirán para dar origen a los certificados digitales 
que emitan las Unidades de Certificación correspondientes; 
 
[…] 
V.   FIREL: La Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación; 
 
[…] 
 
X.   Unidad: La Unidad del Poder Judicial de la Federación para el Control de 
Certificación de Firmas, y 

 
11 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el ocho de julio de dos mil trece. 
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XI.  Unidades de Certificación: Las Unidades Administrativas de cada órgano del 
Poder Judicial de la Federación.” 
 
Artículo 3. Se establece la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de 
la Federación (FIREL) como el instrumento a través del cual se ingresa al Sistema 
Electrónico para presentar medios de impugnación (demandas), enviar 
promociones y/o documentos, recibir comunicaciones, notificaciones y/o 
documentos oficiales, así como consultar acuerdos, resoluciones y sentencias 
relacionadas con los asuntos competencia de la Suprema Corte, del Tribunal 
Electoral, de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados, la cual producirá los 
mismos efectos que la firma autógrafa, tomando en cuenta lo previsto en el 
artículo 3o. de la Ley de Amparo o en las disposiciones generales aplicables a los 
demás asuntos de la competencia de la Suprema Corte, del Tribunal Electoral, de 
los Tribunales de Circuito y de los Juzgados. 
 
“Artículo 4. Toda persona física, incluyendo a los servidores públicos, que 
pretenda tener acceso a la FIREL deberá obtener el certificado digital respectivo, 
conforme a lo siguiente: 
 
[…] 
 
d) El solicitante llenará un formulario con datos para su identificación, al cual deberá 
anexar digitalizados y visibles, en archivo electrónico, su identificación oficial 
(credencial para votar, pasaporte, credencial expedida por la Suprema Corte, por 
el Tribunal Electoral o por el Consejo con resello autorizado, cédula profesional o 
cartilla del Servicio Militar), copia certificada del acta de nacimiento o, de la Carta 
de Naturalización o, del documento de identidad y viaje, así como su comprobante 
de domicilio; 
 
e) Enviada la solicitud para la obtención de un certificado digital de firma 
electrónica, previa revisión del formulario y la claridad de los anexos por el servidor 
público respectivo, el sistema de registro le entregará al solicitante un acuse de 
recibo que contenga el número de folio que le corresponda, así como fecha y hora 
para su presentación a la Unidad respectiva; 
 
f) Realizado lo anterior, el solicitante acudirá a las Unidades de atención 
establecidas por la Suprema Corte, el Tribunal Electoral o el Consejo, con el acuse 
de recibo señalado en el inciso anterior, así como con la documentación original 
que ingresó al sistema electrónico y proporcionará al servidor público designado 
por el área competente de los órganos del Poder Judicial de la Federación el 
número de folio del acuse mencionado y la dirección de correo electrónico 
proporcionada en la solicitud de la firma electrónica; 
 
g) El servidor público autorizado cotejará los archivos electrónicos de la 
documentación que obra en el sistema con la que le presenta físicamente el 
solicitante y, previo registro de los datos que requiera el lector biométrico con el 
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que contará cada sitio de atención, en su caso, autorizará la 
emisión del respectivo certificado digital de firma electrónica; 
 
h) Otorgada la autorización mencionada en el inciso anterior, el 

sistema informático enviará un correo electrónico a la cuenta señalada por el 
solicitante, en el cual le indique que su firma electrónica certificada ha sido 
aprobada así como las indicaciones a seguir para la obtención del certificado digital 
correspondiente; 
 
[…]” 
 
“Artículo 5. Todas las demandas, promociones, recursos y cualquier escrito u 
oficio que envíen las partes en un juicio de amparo o en un diverso juicio de la 
competencia de los órganos del Poder Judicial de la Federación deberán ir 
firmados mediante el uso de la FIREL. 
Para tal fin también podrá utilizarse un certificado digital de firma electrónica que 
hubiere emitido otro órgano del Estado, siempre y cuando el Poder Judicial de la 
Federación, a través de la Unidad, haya celebrado convenio de coordinación para 
el reconocimiento de certificados digitales homologados en términos de lo previsto 
en la legislación aplicable, en la inteligencia de que para acceder al Sistema 
Electrónico será necesaria la verificación en línea de la vigencia de los certificados 
correspondientes, sin que las fallas en el sistema del órgano emisor del certificado 
respectivo puedan encuadrar en las referidas en el artículo 30, fracción III, de la 
Ley de Amparo o en las disposiciones generales aplicables a los demás asuntos 
de la competencia de la Suprema Corte, del Tribunal Electoral, de los Tribunales 
de Circuito y de los Juzgados. 
 
Los acuerdos, determinaciones, proveídos, resoluciones, sentencias, oficios 
y comunicaciones oficiales deberán ingresarse al Sistema Electrónico 
mediante el uso de la FIREL y deberán estar firmados electrónicamente por 
el servidor público que corresponda en términos de la normativa aplicable.” 

 
“Artículo 10. Los certificados digitales expedidos por las Unidades de 
Certificación, son el equivalente electrónico tanto de un documento de 
identidad como de una firma autógrafa que permite la identificación del 
usuario o del autor del documento en los sistemas electrónicos del Poder 
Judicial de la Federación y además son intransferibles, irrepetibles, personales y 
únicos, además de que su uso es responsabilidad exclusiva de la persona que los 
solicita y se le otorgan.” 
 
“Artículo 12. El expediente electrónico coincidirá íntegramente en su contenido 
con el expediente impreso que se lleva en los órganos jurisdiccionales, y será 
administrado desde el sistema electrónico de control de expedientes de cada 
órgano del Poder Judicial de la Federación. 
 
La Suprema Corte, el Tribunal Electoral y el Consejo, por conducto de sus órganos 
competentes, emitirán los manuales o instructivos que resulten necesarios para 
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regular el ingreso y la consulta del expediente electrónico conforme a las siguientes 
bases: 
 
[…] 
 
b) Todo documento que ingrese a un expediente electrónico deberá ser firmado 
mediante un certificado digital de firma electrónica que cuente con los permisos 
necesarios para acceder a éste; 
 
[…] 
 
d)   El expediente electrónico se integrará cronológicamente con las actuaciones 
judiciales, promociones y demás constancias que obren en el expediente impreso; 
 
e)   El servidor público fedatario responsable de verificar la coincidencia de 
contenidos del expediente impreso y del electrónico deberá validar que toda 
documentación recibida por vía electrónica se imprima y agregue al expediente 
impreso y que la documentación recibida en formato impreso se digitalice e ingrese 
al expediente electrónico respectivo. 
 
[…] 
 
g) Los documentos digitalizados ingresados a los sistemas electrónicos por 
los servidores públicos de los órganos del Poder Judicial de la Federación 
mediante el uso de certificados digitales de firma electrónica tendrán el 
mismo valor que los impresos; 
 
h)   La firma electrónica autorizada a un servidor público del Poder Judicial de la 
Federación sólo le permitirá ingresar información a los expedientes electrónicos y 
consultar su contenido conforme a los permisos asignados en los términos de la 
normativa aplicable, en la inteligencia de que su uso indebido dará lugar al 
procedimiento y a las sanciones administrativas y penales aplicables que 
correspondan en términos de lo previsto, respectivamente, en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación y en el Código Penal Federal; 
 
i) Los sistemas electrónicos de cada órgano del Poder Judicial de la Federación 
contarán con un módulo de intercomunicación entre sí. Dicho módulo se sujetará 
a las bases que establece el artículo 13 del presente Acuerdo General Conjunto; 
 
[…] 
 
Artículo 13. Los módulos para la intercomunicación de los órganos del Poder 
Judicial de la Federación a los que se hace referencia en el artículo 12, inciso i), 
del presente Acuerdo General Conjunto se sujetarán a las siguientes bases: 
 
[…] 
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d) En la medida en que los documentos electrónicos y los 
mensajes de datos que cuenten con Firma Electrónica 
Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) 
producirán los mismos efectos que los firmados de forma 

autógrafa y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio que las 
disposiciones aplicables les otorgan a éstos, los módulos permitirán que la 
remisión de aquéllos entre los órganos del Poder Judicial de la Federación se 
realice por regla general de forma electrónica y sólo por excepción de forma 
impresa. 
 
[…]”. 
 
80. El ordenamiento en comento reproduce la definición legal de 

la firma electrónica, reiterando que produce los mismos efectos que la 

autógrafa, y enseguida establece que, para su obtención, los interesados 

—incluyendo a los servidores públicos— deberán generar el 

certificado digital que emiten las Unidades Administrativas de los órganos 

del Poder Judicial de la Federación, previa solicitud y llenado de un 

formulario con los datos para su identificación, acompañando las 

constancias en archivo electrónico relativas a su identificación oficial y 

acta de nacimiento, entre otros. 

 

81. Además, cuando se refiere al uso que tiene de la firma 

electrónica, detalla que los acuerdos, determinaciones, proveídos, 
resoluciones, sentencias, oficios y comunicaciones oficiales 

deberán ingresarse al Sistema Electrónico mediante el uso de la firma 

electrónica y estar firmados electrónicamente por el servidor público 
que corresponda. 

 
82. Se destaca que el certificado digital de firma electrónica 

equivale a un documento de identidad y a una firma autógrafa a través 

del cual permite la identificación del usuario o del autor del documento en 

los sistemas electrónicos del Poder Judicial de la Federación y, además, 

es intransferible, irrepetible, personal y único, y su uso es responsabilidad 

exclusiva de la persona a la que se le otorga. 
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83. Detalla que los documentos digitalizados ingresados a los 

sistemas electrónicos por los servidores públicos de los órganos del 

Poder Judicial de la Federación mediante el uso de certificados 
digitales de firma electrónica tendrán el mismo valor que los 
impresos y que la Firma Electrónica autorizada a un servidor público sólo 

le permitirá ingresar información a los expedientes electrónicos y 

consultar su contenido sobre los que tenga permiso. 

 
84. Finalmente, indica que en la medida en que los documentos 

electrónicos y los mensajes de datos que cuenten con firma 
electrónica producirán los mismos efectos que los firmados de 
forma autógrafa y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio 

que las disposiciones aplicables les otorgan a éstos. 

 
85. Por su parte, el Acuerdo General Conjunto 1/2015 de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura 

Federal, que regula los servicios tecnológicos relativos a la tramitación 

electrónica del juicio de amparo, las comunicaciones oficiales y los 

procesos de oralidad penal en los Centros de Justicia Penal Federal, 

reitera los aspectos detallados, haciendo las siguientes precisiones: 

 
“CONSIDERANDO: 
 
[…] 
 
NOVENO. En términos del artículo 3, párrafo segundo, de la Ley de Amparo la 
presentación electrónica de demandas, recursos y promociones, no sujeta a la 
tramitación del juicio de amparo en cualquiera de sus instancias a realizarse 
únicamente a través de esta vía, puesto que tal presentación es optativa y la 
interpretación de los artículos 2o., párrafo segundo y 3o., párrafo sexto, de la 
citada ley, en relación con el diverso 63 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, permite concluir que la obligación de los órganos 
jurisdiccionales de hacer que el expediente electrónico e impreso coincidan 
íntegramente para la consulta de las partes, tomando en cuenta las 
constancias que deben integrar este último conforme a la normativa que al 
efecto se emita, se refiere al contenido de esas constancias, no a los signos 
que deben agregarse conforme al último de los numerales citados, máxime 
que la finalidad de éstos se cumple en el expediente electrónico mediante 
signos electrónicos diversos; 
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[…] 
 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
CAPÍTULO ÚNICO 
 
Artículo 1. El presente Acuerdo General Conjunto tiene por objeto regular los 
sistemas tecnológicos que conforman el Sistema Electrónico del Poder Judicial de 
la Federación para la tramitación del juicio de amparo de manera electrónica en la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los Juzgados de Distrito y Tribunales 
de Circuito del Poder Judicial de la Federación, a que se refiere la Ley de Amparo. 
 
Asimismo, tiene por objeto regular la utilización de los sistemas tecnológicos con 
los que cuenta el Consejo de la Judicatura Federal para la tramitación de los juicios 
de oralidad penal en los Centros de Justicia Penal Federal y las comunicaciones 
oficiales electrónicas. 
 
Artículo 2. Para los efectos de este Acuerdo General Conjunto, se entenderá por: 
 
[…] 
 
II. Certificado Digital de la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 
Federación (FIREL): El Documento Electrónico expedido por alguna de las 
Autoridades Certificadoras Intermedias que asocia de manera segura y fiable 
la identidad del Firmante con una Llave Pública, permitiendo con ello 
identificar quién es el autor o emisor de un Documento Electrónico remitido 
mediante el uso de la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 
Federación; 
 
[…] 
 
Artículo 54. Las disposiciones contenidas en este Título son aplicables únicamente 
en los Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito, así como en los Centros de 
Justicia Penal Federal y las áreas administrativas del CJF. 
 
Artículo 59. En los servicios en línea que presta el CJF se utilizará la Firma 
Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación como firma 
electrónica o certificado digital institucional, emitida por la Unidad, a través 
de las Unidades de Certificación de la SCJN, el CJF y el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, de conformidad con el Acuerdo General 
Conjunto Número 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la 
Judicatura Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder 
Judicial de la Federación y al expediente electrónico, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el ocho de julio de dos mil trece. 
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Artículo 76. El sistema generará un acuse de recepción electrónica en la que se 
señalarán los datos de identificación del asunto y de quien promueve, el archivo 
electrónico enviado, así como la hora y fecha de envío y recepción. 
 
Cada documento electrónico que se reciba contendrá en la parte final una 
evidencia criptográfica de la firma electrónica que mostrará el nombre del 
titular de la firma electrónica, si el certificado es reconocido por la Unidad y 
si se encuentra vigente, datos que deberán tomarse en consideración por los 
Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito para acordar lo 
correspondiente. 
 
Artículo 89. Los Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito integrarán los 
expedientes electrónicos en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes y 
sus titulares serán los responsables de vigilar que el personal a su cargo digitalice 
oportunamente y de manera legible las constancias de los juicios de amparo que 
en su caso se presenten de manera impresa y de la impresión de las que se 
presenten de forma electrónica, de conformidad con el artículo 3, párrafos 
quinto y séptimo, de la Ley de Amparo. 
 
En la integración del expediente electrónico en el Sistema Integral de Seguimiento 
de Expedientes se atenderá a lo establecido en el Acuerdo General Conjunto 
Número 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 
Federación y al expediente electrónico.” 
 
Artículo 90. Los Secretarios de Acuerdos y demás servidores públicos 
fedatarios designados por los titulares de los Juzgados de Distrito y 
Tribunales de Circuito, darán fe en cada asunto que las promociones, 
documentos, autos y resoluciones coinciden en su totalidad en el expediente 
electrónico e impreso, de conformidad con los párrafos quinto y séptimo del 
artículo 3 de la Ley de Amparo. 
 
Artículo 92. No formarán parte del expediente electrónico y, por ende, no deberán 
digitalizarse, las copias de traslado, las hojas en blanco, folders, micas o cualquier 
tipo de material sin leyenda relevante alguna y de los que se aprecie que 
únicamente fueron presentados con la finalidad de proteger los documentos, así 
como las copias presentadas como anexos por las partes, de los que se advierta 
que corresponden a actuaciones del propio Juzgado de Distrito o Tribunal de 
Circuito que evidentemente ya forman parte de los autos y los documentos anexos 
a los informes justificados que no resulten necesarios para sustentar una 
determinación judicial”. 
 
 

86. Cabe referir que las disposiciones correspondientes a los 

artículos 54 al 59 y 76 al 92, que se ubicaban dentro del Título Cuarto del 

referido Acuerdo General Conjunto, fueron derogadas por la entrada en 
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vigor del Acuerdo General 12/202012 del Pleno de 

Consejo de la Judicatura Federal, puesto que 

atendiendo a las innovaciones tecnológicas y al uso 

de las herramientas informáticas en los últimos años, se consideró 

trascendente mejorar la regulación de su utilización dentro de los asuntos 

de la competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del Consejo de 

la Judicatura Federal. Por tanto, fue sustituido por el capítulo tercero 

denominado “de los servicios electrónicos del Consejo de la Judicatura 

Federal”.  

 

87. No obstante, el contenido de ambas normativas, que para el 

caso es relevante, en su esencia y finalidad no se vio modificado, puesto 

que sólo atendió a mejorar la regulación de las herramientas tecnológicas 

para la tramitación del juicio de amparo y la integración del expediente 

electrónico.  

 

88. En el considerando noveno, el Acuerdo General establece que 

de la interpretación de los artículos 2°, párrafo segundo, y 3°, párrafo 

sexto, de la Ley de Amparo en relación con el diverso 63 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, la obligación de los órganos 
jurisdiccionales de hacer que el expediente electrónico e impreso 
coincidan íntegramente para la consulta de las partes, tomando en 
cuenta las constancias que deben integrar este último conforme a la 
normativa que al efecto se emita, se refiere al contenido de esas 
constancias, no a los signos que deben agregarse conforme al 
último de los numerales citados, máxime que la finalidad de éstos se 
cumple en el expediente electrónico mediante signos electrónicos 
diversos. 

 

 
12 Artículo Transitorio TERCERO. Se deroga el Título Cuarto, De los servicios electrónicos del CJF, del "Acuerdo 
General conjunto 1/2015 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, 
que regula los servicios tecnológicos relativos a la tramitación tecnológica del juicio de amparo, las comunicaciones 
oficiales y los procesos de oralidad penal en los Centros de Justicia Penal Federal". Dado que se trata de un 
Acuerdo General Conjunto, infórmese de esta determinación a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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89. Señala que el certificado digital que emiten las Unidades 

Administrativas de los órganos del Poder Judicial de la Federación asocia 
de manera segura y fiable la identidad del firmante con la firma 
electrónica, permitiendo con ello identificar quién es el autor o 
emisor de un documento electrónico.  

 
90. Asimismo, reitera que en los servicios en línea que presta el 

Consejo de la Judicatura Federal se utilizará la firma electrónica que 

establezca el Poder Judicial de la Federación en términos del Acuerdo 

General Conjunto Número 1/2013.  
 
91. Al hacerlo, precisa que el sistema generará un acuse de 

recepción electrónica en la que se señalan los datos de identificación del 

asunto y quien promueve, el archivo electrónico enviado, así como la hora 

y fecha de envío y recepción. Asimismo, que cada documento 
electrónico que se reciba contendrá en la parte final una evidencia 
criptográfica de la firma electrónica que mostrará el nombre del 
titular de la firma electrónica, si el certificado es reconocido por la 
Unidad y si se encuentra vigente, datos que deberán tomarse en 
consideración por los juzgados de distrito y tribunales de circuito 
para acordar lo correspondiente.  

 
92. De igual forma, replica la obligación que tienen los 

funcionarios de los juzgados de distrito y tribunales de circuito al 

momento de integrar los expedientes electrónicos. Concretamente, se 

establece que los titulares serán los responsables de vigilar que el 

personal a su cargo digitalice oportunamente y de manera legible las 

constancias de los juicios de amparo que en su caso se presenten de 

manera impresa y de la impresión de las que se presenten de forma 

electrónica; esto, de conformidad con el artículo 3, párrafos quinto y 

séptimo, de la Ley de Amparo, así como en el Acuerdo General Conjunto 

Número 1/2013. 
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93. También, se reitera que los Secretarios 

de Acuerdos y demás servidores públicos fedatarios 

designados por los titulares de los juzgados de 

distrito y tribunales de circuito darán fe en cada asunto que las 
promociones, documentos, autos y resoluciones coinciden en su 
totalidad en el expediente electrónico e impreso, de conformidad con 

los párrafos quinto y séptimo del artículo 3 de la Ley de Amparo. 
 
94. Finalmente, excluye de integrar el expediente electrónico, las 

copias de traslado, las hojas en blanco, folders, micas o cualquier tipo de 

material sin leyenda relevante alguna y de los que se aprecie que 

únicamente fueron presentados con la finalidad de proteger los 

documentos, así como las copias presentadas como anexos por las 

partes, de los que se advierta que corresponden a actuaciones del propio 

juzgado de distrito o tribunal de circuito que evidentemente ya forman 

parte de los autos y los documentos anexos a los informes justificados 

que no resulten necesarios para sustentar una determinación judicial. 
 
 

1.2 Análisis de la firma electrónica 
 

95. De todo lo anterior, se observa que en uso de la libertad de 

configuración, los Acuerdos Generales establecieron la firma electrónica 

tanto para los particulares como para los servidores públicos; y, para ello, 

le otorgaron el mismo alcance que la firma autógrafa, exigiendo que los 
acuerdos, determinaciones, proveídos, resoluciones, sentencias, 
oficios y comunicaciones oficiales, al ser ingresados al sistema 

electrónico mediante el uso de la firma electrónica, fueran firmados 
electrónicamente por el servidor público que corresponda. 

 
96. Además, se indicó expresamente que cualquier documento 

ingresado por los servidores públicos de los órganos del Poder Judicial 
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de la Federación mediante la firma electrónica tuviera el mismo valor 
que los documentos impresos y produciría los mismos efectos. 

 
97. De igual forma, en uso de las facultades delegadas, se 

determinó que la obligación de los órganos jurisdiccionales de hacer 
coincidir íntegramente el expediente electrónico con el impreso para 
la consulta de las partes se debía entender respecto del contenido 
de las constancias, no a los signos del expediente físico, pues su 
finalidad se cumple en el expediente electrónico mediante signos 
electrónicos diversos. 

 
98. Bajo esta lógica, el certificado digital de firma electrónica 

(FIREL) constituye un elemento seguro y fiable que asocia la 
identidad del firmante permitiendo identificar al autor o emisor de un 
documento electrónico; para lo cual, el documento electrónico debe 

contener en la parte final una evidencia criptográfica que mostrará el 

nombre del titular de la firma electrónica, si el certificado es reconocido 

por la Unidad y si se encuentra vigente. 
 
99. Considerando lo expuesto anteriormente, se puede afirmar 

que, de conformidad con el marco legal respectivo, el certificado digital de 

la Firma Electrónica del Poder Judicial de la Federación (FIREL), 

constituye —en formato electrónico— el equivalente a una firma 

autógrafa, por los efectos que produce y su función identificadora. 
 
100. De manera que la firma electrónica de los servidores públicos 

de los órganos del Poder Judicial de la Federación equivale a su firma 

autógrafa, al asociar la identidad del funcionario firmante permitiendo 

identificar su autoría. Así que su uso por los servidores públicos del Poder 

Judicial de la Federación dentro del expediente electrónico es válido, y 

cualquier documento ingresado mediante certificados digitales de 
firma electrónica tendrá el mismo valor que los impresos. 
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101. Se debe destacar que el Acuerdo 

General Conjunto 1/2015 claramente establece, 

conforme a sus facultades delegadas, que la 
obligación de los órganos jurisdiccionales de hacer coincidir 
íntegramente el expediente electrónico con el impreso va en función 
del contenido y no de los signos físicos, lo que sin duda permite a la 
firma electrónica sustituir a la autógrafa, al ser un signo electrónico, 
fiable y seguro que vincula al autor con el documento. 

 
102.  Si a lo anterior se adiciona que el motivo de la reforma fue 

proveer a los órganos jurisdiccionales un mecanismo para simplificar las 

actuaciones procesales y generar procesos constitucionales más ágiles, 

sobre todo en aquellas situaciones extraordinarias derivadas de la 

presentación masiva de demandas de amparo —tal como ocurrió en los 

asuntos de los que deriva la presente contradicción de tesis—, es posible 

que los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación la 
utilicen dentro de las actuaciones y resoluciones judiciales que 
emitan.  

 
103.   Asimismo, es relevante referir que, derivado de la pandemia 

mundial del virus SARS-CoV2 (COVID-19), el Poder Judicial de la 

Federación se vio obligado a reforzar el sistema electrónico creado desde 

la reforma a la Ley de Amparo para procurar que la impartición de justicia 

no se viera comprometida con las condiciones de contingencia.  
 
104.  Así, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal emitió el 

Acuerdo General 12/2020 para regular la actuación de los órganos 

jurisdiccionales mediante herramientas tecnológicas para la impartición 

de justicia a nivel federal mientras se acatan las medidas de prevención 

necesarias para hacer frente a la referida contingencia. 
 
105.  En dicho instrumento normativo se estableció que, en la parte 

que interesa, mediante el Sistema Electrónico del Poder Judicial de la 

Federación se permitiera realizar la promoción, trámite, consulta, 
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resolución y notificación por vía electrónica, entre otros, de los asuntos 

competencia de los órganos jurisdiccionales del Consejo de la Judicatura 

Federal. Para ello fue necesario que en el propio Acuerdo se reconociera 

el mismo valor a la Firma Electrónica Certificada (FIREL) de la firma 

autógrafa, además de reconocerla como un instrumento utilizado tanto por 

los gobernados para su defensa en los procedimientos jurisdiccionales, 

como por el personal de los juzgados y tribunales.  
 
 
106.  Además, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación emitió el Acuerdo General 9/2020, en el cual se definió, de la 

misma manera que el acuerdo antes mencionado, la integración de los 

expedientes electrónico e impreso en los asuntos de su competencia, así 

como el uso del Sistema Electrónico de este Alto Tribunal, para la 

promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones, todo ello por vía 

electrónica.   
 
107.  En esa tesitura, este Alto Tribunal se avocó a regular las 

actuaciones y promociones realizadas por los gobernados mediante el 

uso de la FIREL y el acceso al expediente electrónico. No obstante, 

también se pretendió regular el rol del servidor público dentro del sistema 

electrónico en relación a los documentos que sean ingresados por los 

mismos haciendo uso de la FIREL.  

 
108.  Luego entonces, se tiene que la propia normativa del Consejo 

de la Judicatura Federal y este Alto Tribunal, a partir de la situación de 

contingencia sanitaria, se vieron en la necesidad de reforzar el 

reconocimiento a la utilización e importancia de las nuevas herramientas 

electrónicas, particularmente la Firma Electrónica Certificada, para 

impulsar una mejor impartición de justicia dentro de los órganos 

jurisdiccionales y así garantizar el adecuado acceso a la justicia para los 

gobernados, así como para facilitar la función jurisdiccional del los 

integrantes de los referidos órganos. Ello, sin importar las medidas de 
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trabajo a distancia que se comenzaron a 

implementar dentro del Poder Judicial de la 

Federación.  

 
109. Ahora bien, para el caso de las sentencias en amparo 

indirecto, el artículo 124 de la Ley de Amparo señala que la audiencia 

consta de tres períodos: el ofrecimiento de pruebas, la formulación de 

alegatos y el dictado de sentencia. De conformidad, con el artículo 219 

del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en 

términos del artículo 2° de la ley respectiva, las resoluciones judiciales se 

firmarán por el juez y se autorizarán por el secretario. 
 
110. De manera que, si la firma electrónica hace las veces de la 

firma autógrafa, bien puede sustituirla y ser incorporada, a través de su 

evidencia criptográfica, en el expediente físico. Por lo anterior, se 

concluye que es válido que una sentencia de amparo indirecto sea 
firmada de manera electrónica por los servidores públicos que 
intervienen en su dictado, por lo que su utilización no implica una 
violación a las reglas del procedimiento ni amerita la reposición del 
mismo. 

 

2. Utilización de la representación gráfica de la evidencia 
criptográfica de la firma electrónica en el expediente físico 
 

111. Como se dijo, conforme a los lineamientos que establecen los 

Acuerdos Generales Conjuntos 1/2013 y 1/2015, el uso de la firma 

electrónica exige generar una evidencia criptográfica que muestre el 

nombre del titular de la firma electrónica, si el certificado es reconocido 

por la Unidad y si se encuentra vigente. 

 

112. Conforme a ello, los funcionarios judiciales, sobre todo en un 

caso como el de la contradicción de tesis, pueden incorporar la 



CONTRADICCIÓN DE TESIS 29/2018 

80 

representación gráfica de la evidencia criptográfica en el expediente físico 

para validar las firmas de la resolución judicial de mérito.  

 
113. Como se indicó, dentro de las diversas obligaciones de los 

servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, está la de hacer 

coincidir totalmente el expediente físico con el electrónico, lo cual va en 

función de su contenido y no de los signos físicos; de manera que cuando 

generen un documento electrónico, éste se debe imprimir para agregarlo 

en el expediente físico, así como la evidencia criptográfica de la firma 

electrónica. 

 
114. Por lo tanto, la impresión de la representación gráfica de la 

evidencia criptográfica, al ser un signo que valida el uso de la firma 

electrónica en un expediente por su autor, tiene el alcance para generar 

en el expediente físico los mismos efectos que la firma autógrafa; esto es, 

si la firma electrónica hace las veces de la firma autógrafa, bien puede 

sustituirla e incorporase a través de su evidencia criptográfica en el 

expediente físico. 

 
115. Para corroborar lo anterior, basta remitirse al segundo párrafo 

del artículo 19 del Acuerdo General Conjunto 1/2015, que se refiere a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación; ahí se indica que la 

representación gráfica de la evidencia criptográfica de la Firma 

Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación, fuera del 

órgano que la generó y la mantiene en resguardo, produce efectos de 

copia simple: 

 

“Artículo 19. […] 
 
Las personas autorizadas para consultar un expediente electrónico podrán 
descargar en sus equipos de cómputo copia de las constancias que obren en aquél, 
incluyendo la representación gráfica de la evidencia criptográfica de la Firma 
Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación, utilizada para ingresar 
el documento respectivo al referido expediente; sin embargo, esos documentos 
electrónicos, en el caso de presentarse ante diversa instancia judicial, tendrán el 
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valor de una copia simple, dado que la respectiva evidencia 
criptográfica se mantiene bajo resguardo del sistema electrónico 
de la SCJN”. 

 

116. Conforme a lo expuesto, si la evidencia criptográfica de la 

firma electrónica de un funcionario judicial se agrega al expediente físico 

que tiene bajo su conocimiento y resguardo, entonces válidamente puede 

utilizarla para representar su firma en un acto judicial. 

 

117. De ahí que los jueces y magistrados del Poder Judicial de la 

Federación y los funcionarios judiciales competentes tienen la posibilidad 

de incorporar la evidencia criptográfica de su firma electrónica en un 
expediente de su conocimiento, si el certificado es reconocido por la 
Unidad y se encuentra vigente, a fin de sustituir la firma autógrafa; esto, 

en términos del artículo 76 del citado Acuerdo General Conjunto: 
 
 “Artículo 76. El sistema generará un acuse de recepción electrónica en la que se 
señalarán los datos de identificación del asunto y de quien promueve, el archivo 
electrónico enviado, así como la hora y fecha de envío y recepción. 
  
Cada documento electrónico que se reciba contendrá en la parte final una 
evidencia criptográfica de la firma electrónica que mostrará el nombre del titular de 
la firma electrónica, si el certificado es reconocido por la Unidad y si se encuentra 
vigente, datos que deberán tomarse en consideración por los Juzgados de 
Distrito y Tribunales de Circuito para acordar lo correspondiente.” 
 

118. Sin embargo, fuera del expediente en que se generó la firma 

electrónica, la representación gráfica de la evidencia criptográfica sólo 

tendrá el alcance de una copia simple, como se demostrará en el siguiente 

apartado. 

 

2.1. La evidencia criptográfica debe ser generada para cada 
documento electrónico 
 

119. Es importante establecer que la evidencia criptográfica se 

genera en función de cada acto jurídico, pues el uso de la firma electrónica 
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—al igual que la autógrafa— plasma la voluntad en función de una 

actuación específica, lo que impide utilizarla de manera genérica. 

 

120. De esta forma, tanto la firma autógrafa como la electrónica se 

erigen como signos o carácter de autoría de alguien que, al estar 

contenido en documento o acto, se entienden vinculados con sus efectos 

jurídicos inherentes; esto es, va en función de un acto o resolución 

determinado.  

 
121. Sirve de apoyo lo anterior, la siguiente jurisprudencia: 

 
“ACTOS Y RESOLUCIONES JURISDICCIONALES. PARA DOTARLOS DE 
VALIDEZ E IDENTIFICAR AL FUNCIONARIO QUE INTERVINO EN SU 
EMISIÓN, BASTA CON QUE ÉSTE IMPRIMA SU FIRMA O RÚBRICA EN EL 
DOCUMENTO, SIEMPRE QUE SU NOMBRE, APELLIDOS Y CARGO PUEDAN 
IDENTIFICARSE EN DIVERSO APARTADO DE LA RESOLUCIÓN O DEL 
EXPEDIENTE DE QUE SE TRATE, INCLUSIVE POR OTROS MEDIOS. La firma 
se erige como signo, rúbrica o carácter de autoría de alguien que al estar contenido 
en determinado documento o acto, se entiende vinculado con sus efectos jurídicos 
inherentes. Bajo este contexto de función identificadora, para tener como autor de 
un documento a una persona determinada, su firma o rúbrica colocada al pie es 
idónea para identificarla; en ese sentido, se entiende que firma y rúbrica son la 
misma cosa, por tener éstas una función equivalente. Así, se concluye que para 
dotar de validez a un acto o una resolución jurisdiccionales y, además, para 
identificar al funcionario que intervino en su emisión, basta con que éste imprima 
su firma o rúbrica en el documento; de ahí que resulte innecesario que asiente su 
nombre, apellidos y cargo, al no ser elementos inherentes a ésta, siempre que 
estos datos puedan identificarse en diverso apartado de la resolución judicial, o del 
propio expediente, inclusive pudiera ser que a través de otros medios esta 
información sea determinable para las partes, para los fines que a sus intereses 
convenga, como pudiera ser denunciar cualquier conducta irregular en que 
presuntamente hubiesen incurrido los autores de la actuación judicial. Lo anterior, 
sin perjuicio de que cada entidad federativa en sus respectivas legislaciones, 
eventualmente, pueda establecer requisitos adicionales, tales como el nombre y el 
cargo de los funcionarios que intervienen en la emisión del acto”13. 

 

122. Por lo anterior, cada documento que se firme 

electrónicamente debe generar una representación gráfica independiente 

 
13 Época: Décima Época. Registro: 2008788. Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 17, Abril de 2015, Tomo I. Materia(s): Común. 
Tesis: P./J. 7/2015 (10a.). Página: 5  
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y no puede ser utilizada para validar otro documento, 

ni tampoco su reproducción puede ser considerada 

como una actuación distinta. 

 

123. Para ejemplificar lo anterior, basta comparar con algún 

documento en donde obre firma autógrafa, pues su validez se genera con 

el signo de su autor; de esta manera, si se quiere reproducir su contenido 

para generar otro documento, es necesario plasmar nuevamente la 

voluntad a través de la firma, ya que de llegar a reproducirse, no sería un 

acto diferente, sino un duplicado del original. 

 
124. De manera que, considerar lo contrario, esto es, que la firma 

electrónica pueda ser válida para la autenticidad de otro documento, 

implicaría darle un alcance a la voluntad del autor más allá de éste, dada 

su función identificadora. 

 
125. Por ello, el uso de la misma representación gráfica de la 

evidencia criptográfica, como sucedió en los expedientes que dieron 

origen a las resoluciones materia de la contradicción, no puede ser 

admitido para demostrar que se tratan de sentencias distintas, firmadas 

electrónicamente por la Juez y el Secretario, y sustituir la firma autógrafa. 

 
126. Se afirma lo anterior debido a que en cada uno de esos 

expedientes se incorporó la misma evidencia criptográfica de la Juez 

titular y el Secretario de Juzgado, por el cual se firmó el archivo 

09490000158224840018018003.doc, el siete de noviembre de dos mil 

dieciséis, a las nueve veintisiete minutos con veinticuatro segundos, hora 

de la Ciudad de México, bajo las cadenas de firma que se emiten como 

huella al documento enviado: (Juez de Distrito) 13 df a3 32 fd 75 e8 30 29 78 db c3 

1b be b8 b0 5f 77 46 25 7b cc 62 c3 84 b2 dd 2d 15 ef a4 4e 7b e2 67 b6 32 a9 e9 bb 8b 36 07 79 e2 

df 5f 50 c6 49 ae d4 91 9f 23 e7 ee 33 a3 e4 ba 28 8f 6b ba 17 e4 d4 a9 4b 22 91 de 32 db 59 19 68 23 

40 3f ce 82 f8 23 38 b0 85 50 31 99 9d 07 5c 2f 60 97 af 89 e1 a7 82 6c c0 6b 02 e9 41 f7 ff 4a d5 8b 

42 72 3d 67 52 bb 1b 2b 62 e8 7d ba 79 69 86 76 3b 73 94 45 f4 d2 f6 1f e8 b7 4c 54 9e 83 55 65 c6 

30 ae a6 af da c1 d3 b8 46 95 f2 97 3c be a3 04 40 92 67 75 20 6d 64 83 42 7b 0c 88 56 92 4a 69 c0 

97 d2 a0 ed c3 5f 06 9b 20 15 86 ec d2  28 fe 0b fd 28 0d 5c 3b 63 f6 32 a3 ff ce 88 31 32 38 7d c5 24 
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b9 34 7a 75 63 1d 3f dd 35 97 a9 24 8a 11 23 44 fe bc f5 49 da 28 ff 63 68 3f 7a 50 96 e7 ec 06 48 69 

c2 f1 0d 3e 6d 16 e5 53 e0; (Secretario) b2 bf 40 d1 da 68 c1 1f 2e b8 80 b5 b6 74 57 0d f9 7d 24 

27 7a 47 f5 78 30 ba 82 fe 2a 87 2f f5 47 5e 79 75 56 21 7c 1d 9b 77 66 33 0e 0a 03 4d 13 d0 42 89 59 

7a 39 f9 d6 e7 cd 66 1c 27 84 aa d6 2a d3 69 68 14 c6 a2 39 60 3a d7 6c 1c e8 42 51 e6 8f f9 a9 bb 

7c 2d f0 83 a7 e1 ae 5c f0  63 0d a4 11 42 13 ba 8a 29 c0 e8 fc 22 e8 83 98 4d 3a 7d 00 0c c7 c0 10 

40 6f 1f 91 9f 2a c0 8e 05 9d da 45 a9 03 9e d1 79 42 b4 d6 ee a0 8a 60 4e 3c 6e a3 ff e1 28 de 17 5b 

8a f3 fb dc 17 22  65 a0 1a 7c f8 aa 29 bf 83 85 3d 6b 0c 39 f1 af 04 eb b9 c8 14 51 8e 20 58 94 9b 99 

95 a8 a8 b3 7f 77 d7 5d 33 13 96 b2 be 6b dc ff 4c 5b 9d 2b 83 5d d8 69 e4 1d 34 17 3e 76 6f 5b 75 13 

a7 43 3b 47 30 72 76 dc 88 d0 2b 36 65 84 7c f4 e9 5c ce 54 dc d3 9a b8 ed b7 bc 09 12 c7 95 1d 13 

53. 
 

127. La evidencia criptográfica se generó en un documento creado 

en el cuaderno varios 2/2016 relativo a los juicios de amparo atinentes a 

la temática de contabilidad electrónica, y su contenido fue reproducido, a 

manera de sentencia, en los cuatro asuntos que originaron la 

contradicción. 

 
128. De ahí que, en tal caso, la firma de la Juez de Distrito y el 

Secretario respecto a esas evidencias criptográficas únicamente tienen 

efectos para el cuaderno varios, a fin de validar la incorporación de dicho 

documento concreto; sin embargo, no tiene efectos para reproducirlo en 

otros expedientes, cuya tramitación es independiente. 

 
129. El Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria a la Ley de Amparo en los términos de su artículo 61, establece 

que en todo acto del que se deba dejar constancia en autos, intervendrá 

el Secretario y lo autorizará con su firma, hecha excepción de los 

encomendados a otros funcionarios; asimismo, en su artículo 219 dispone 

que las resoluciones judiciales se firmarán por el Juez, Magistrados o 

Ministros que las pronuncien, siendo autorizadas en todo caso, por el 

Secretario.  

 

"Artículo 61. En todo acto del que se deba dejar constancia en autos, intervendrá 
el secretario, y lo autorizará con su firma; hecha excepción de los encomendados 
a otros funcionarios. 
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Artículo 219. En los casos en que no haya prevención especial 
de la ley, las resoluciones judiciales sólo expresarán el tribunal 
que las dicte, el lugar, la fecha y sus fundamentos legales, con 
la mayor brevedad, y la determinación judicial, y se firmarán 

por el Juez, Magistrados o Ministros que las pronuncien, siendo autorizadas, 
en todo caso, por el secretario". 

 
 

130. Así, ante la falta de la evidencia criptográfica del documento 

electrónico en el acto jurídico específico, en este caso una sentencia, por 

haberse utilizado la representación gráfica cuyo origen se encuentra en 

otra actuación, se genera su invalidez; esto, al no cumplir el requisito 

formal a que hacen referencia los artículos 61 y 219 del Código Federal 

de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria de la Ley de Amparo. 

 
3. Emisión de una sentencia genérica para resolver distintos 

juicios de amparo con una temática similar 
 

131.  Para el caso, debe retomarse que en reiteradas ocasiones las 

Salas de este Alto Tribunal han distinguido las acepciones del vocablo 

“sentencia”. Por una parte, se considera un acto jurídico procesal que 

emana de los agentes de la jurisdicción mediante la cual deciden la causa 

o controversia que es sometida a su conocimiento.  

 

132. Como todo acto jurídico, implica la manifestación de la 

voluntad, que en caso del juicio de amparo, puede corresponder a los 

Jueces, Magistrados o Ministros en ejercicio de sus atribuciones y 

deberes; esto, para llegar a una decisión dentro del procedimiento, lo que 

constituye la declaración que hace el juzgador respecto a determinada 

solución.  

 
133.  Como segunda acepción, se tiene la sentencia como 

documento la cual sólo es la representación del acto jurídico procesal; en 

otras palabras, es la prueba de la existencia de la resolución y no la 

sustancia jurídica.  
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134.  Sirven de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia y tesis aislada 

emitida por la Cuarta Sala, de rubros y textos siguientes: 

 

“SENTENCIA. INMUTABILIDAD DE LA, COMO ACTO JURÍDICO Y NO COMO 
DOCUMENTO. La sentencia puede ser considerada como acto jurídico de 
decisión y como documento. La sentencia, acto jurídico, consiste en la 
declaración que hace el juzgador respecto a determinada solución, en tanto 
que la sentencia documento constituye tan sólo la representación de ese acto 
jurídico, de tal manera que la sentencia documento es sólo la prueba de la 
resolución, no su sustancia jurídica. De ahí que el principio de la inmutabilidad 
de la sentencia sea aplicable única y exclusivamente a la sentencia como acto 
jurídico de decisión y no al documento que la representa. Consecuentemente, 
siendo un deber del tribunal sentenciador velar por la exacta concordancia 
entre la sentencia documento y la sentencia acto jurídico, en cumplimiento de 
tal deber debe corregirse el error que se haya cometido en la sentencia documento, 
para que ésta concuerde con el acto jurídico decisorio correspondiente”14. 

 
“SENTENCIA, NATURALEZA DE LA. Es de explorado derecho que la sentencia 
puede ser considerada como acto jurídico de decisión y como documento; que la 
sentencia, acto jurídico, consiste en la manifestación de voluntad de los 
Jueces, Magistrados y Ministros, en ejercicio de sus atribuciones y de sus 
deberes, en el estudio de determinada solución, en tanto que la sentencia 
documento constituye tan sólo la representación del acto jurídico de decisión 
de tal manera que, como afirma Eduardo J. Couture en sus Estudios de Derecho 
Procesal, la sentencia documento es sólo la prueba de la resolución, no su 
sustancia jurídica, el retrato, no la persona. De aquí que el principio de la 
inmutabilidad de la sentencia sea aplicable única y exclusivamente, a la sentencia 
como acto jurídico y no al documento que la representa. Cualquiera que sea la 
oscuridad o falta de sindérisis de la sentencia documento, en tanto que sus 
resolutivos estén de acuerdo con el acta de votación no causan perjuicio al 
quejoso”15. 
 

 
135. De esta manera, el dictado de una sentencia constituye la 

decisión del juzgador con la que se resuelve un determinado 

procedimiento bajo su jurisdicción; por su parte, el documento “sentencia” 

es la representación de la solución, el cual debe ser acorde al acto 

jurídico. 

 
14 Época: Séptima. Registro: 244766. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación. Volumen 24, Quinta Parte. Materia(s): Común. Página: 32  
15 Época: Sexta. Registro: 801356. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Volumen XIV, Quinta Parte. Materia(s): Común. Página: 144.  
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136. En el caso de sentencias en el juicio de 

amparo, los artículos 73 y 74 de la ley de la materia 

establecen distintos requisitos sobre el documento en donde se plasma el 

acto jurídico decisorio: 

 

“Artículo 73. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se 
ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u 
oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si 
procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda. 
 
Artículo 74. La sentencia debe contener: 
 
I. La fijación clara y precisa del acto reclamado; 
 
II. El análisis sistemático de todos los conceptos de violación o en su caso de todos 
los agravios; 
 
III. La valoración de las pruebas admitidas y desahogadas en el juicio; 
 
IV. Las consideraciones y fundamentos legales en que se apoye para conceder, 
negar o sobreseer; 
 
V. Los efectos o medidas en que se traduce la concesión del amparo, y en caso de 
amparos directos, el pronunciamiento respecto de todas las violaciones procesales 
que se hicieron valer y aquellas que, cuando proceda, el órgano jurisdiccional 
advierta en suplencia de la queja, además de los términos precisos en que deba 
pronunciarse la nueva resolución; y 
 
VI. Los puntos resolutivos en los que se exprese el acto, norma u omisión por el 
que se conceda, niegue o sobresea el amparo y, cuando sea el caso, los efectos 
de la concesión en congruencia con la parte considerativa. 
 
El órgano jurisdiccional, de oficio podrá aclarar la sentencia ejecutoriada, 
solamente para corregir los posibles errores del documento a fin de que concuerde 
con la sentencia, acto jurídico decisorio, sin alterar las consideraciones esenciales 
de la misma”. 
 
137.  Por lo anterior, el órgano judicial, de no advertir alguna 

cuestión de improcedencia, tiene la obligación de emitir una sentencia en 

cada uno de los asuntos que estén bajo su jurisdicción y plasmarlo a 

través de un documento en donde se ocupe de los individuos particulares 

o de las personas morales, privadas u oficiales que solicitaron el amparo, 
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fijar clara y precisamente el acto reclamado, analizar sistemáticamente 

todos los conceptos de violación, valorar las pruebas admitidas y 

desahogadas en el juicio, emitir las consideraciones y fundamentos 

legales en que se apoye la decisión, así como los efectos o medidas en 

que se traduzca una eventual concesión del amparo, además de los 

puntos resolutivos; por ello, no es posible resolver varios de ellos 

mediante una sola resolución genérica. 

 

138. La única manera que prevé la Ley de Amparo para ello es a 

través de la acumulación, la cual tiene una tramitación especial y previa. 

En los demás casos, la resolución en los juicios de amparo debe ser 

independiente e individualizada. Al respecto, es relevante la siguiente 

jurisprudencia de este Tribunal Pleno: 

 

“ACUMULACIÓN DE JUICIOS DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDIMIENTO 
CUANDO SE ENCUENTRAN RADICADOS ANTE EL MISMO JUZGADOR 
FEDERAL. En el derecho procesal constitucional la acumulación obedece a la 
conexidad de dos o más litigios distintos, sometidos a procesos separados, pero 
vinculados por referirse al mismo acto reclamado, cuando el mismo quejoso 
promueva diversos juicios de amparo indirecto, reclamando un mismo acto, 
atribuible a distintas autoridades o cuando diversos quejosos impugnen, de las 
mismas autoridades, el mismo acto reclamado, con lo que se permite al juzgador 
resolverlos en una sola sentencia, evitando posibles contradicciones. Ante ello, si 
bien la Ley de Amparo vigente no prevé expresamente la acumulación de los juicios 
de amparo indirecto, debe tomarse en cuenta, por una parte, que de la exposición 
de motivos del proceso legislativo que precedió la emisión de ese ordenamiento se 
advierte que el legislador no pretendió suprimir la tramitación de los incidentes de 
acumulación sino, por el contrario, incorporarlos al régimen general de 
sustanciación, en la vía incidental, de las cuestiones que surjan dentro del 
procedimiento que ameriten ese tratamiento y, por otra parte, que el Código 
Federal de Procedimientos Civiles es de aplicación supletoria a la Ley de Amparo 
cuando ésta no desarrolla o regula de manera insuficiente alguna institución 
jurídica. En ese orden, cuando se pretenda acumular dos o más juicios de 
amparo indirecto, a petición de parte o de oficio, el juzgador que conozca de 
ellos, atendiendo a lo previsto en los artículos 66 y 67 de la Ley de Amparo, 
podrá resolver de plano o mediante el procedimiento incidental respectivo; 
en la inteligencia de que, en este último supuesto, dará vista a las partes por 
el plazo de 3 días para que manifiesten lo que a su interés convenga y 
ofrezcan las pruebas pertinentes sobre la conexidad de los litigios 
constitucionales o la ausencia de ésta; transcurrido el plazo, dentro de los 3 
días siguientes celebrará audiencia en la cual, en su caso, se desahogarán 
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las pruebas y se escucharán los alegatos de las partes; 
enseguida, en la misma audiencia, dictará la resolución 
correspondiente, ordenando la acumulación de los autos 
cuando lo estime pertinente atendiendo a lo previsto en el 

artículo 72 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria. En cambio, si los juicios que se pretende acumular se tramitan 
ante Juzgados de Distrito o Tribunales Unitarios de Circuito distintos, lo 
pertinente es acudir, además, a lo previsto al respecto en el referido código 
adjetivo federal”16. 
 

139.  Así, la audiencia constitucional comprende los períodos de 

pruebas, alegatos y sentencia, teniendo la calidad de un mismo acto 

procesal; por tanto, no es válido emitir una sentencia general para asuntos 

formalmente desvinculados. 

 

140. El documento que contenga la decisión en cada asunto debe 

representar el acto jurídico en concreto a fin de que se plasme la 

manifestación de voluntad del juzgador para solucionarlo; lo que implica 

que cada sentencia, de conformidad a los requerimientos que establece 

la propia Ley de Amparo, debe ser acorde con la demanda, ocupándose 

de los quejosos, actos reclamados, autoridades responsables y 

conceptos de violación, pues constituyen un mismo acto jurídico con 

respecto a su audiencia constitucional, por lo que se impide utilizarla en 

otros juicios constitucionales. 

 
141.  Expuesto lo anterior, debe decirse que las sentencias sujetas 

a revisión por los Tribunales Colegiados reflejan el mismo contenido de 

un documento que fue firmado en el sistema electrónico por la Juez de 

Distrito y el Secretario en el cuaderno varios 2/2016 en un momento 

determinado, relativo a los juicios de amparo atinentes a la temática de 

contabilidad electrónica. 

 

 
16 Época: Décima Época. Registro: 2009910. Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 22, Septiembre de 2015, Tomo I. Materia(s): 
Común. Tesis: P./J. 24/2015 (10a.). Página: 19  
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142.  El documento, replicado en los asuntos, no identifica a la 

parte quejosa, ni fija clara y precisamente los actos reclamados; asimismo 

considera como responsables a autoridades que no lo fueron y no hace 

un análisis sistemático de todos los conceptos de violación.  

 
143.  Por ello, aun cuando se pretendió utilizar como sentencia para 

resolver temáticas similares, se trata un mismo documento electrónico 

generado dentro de un expediente distinto a los juicios de amparo que 

dieron origen a la contradicción, reproducido en cada uno de ellos, bajo la 

misma evidencia criptográfica.  

 
144.  Por todo lo anterior, no puede considerarse como una 

sentencia en los términos expuestos, al no reflejar la decisión del juzgador 

en cada asunto, pues además de no cumplir con los requisitos de los 

artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo, dada la integración que tiene la 

sentencia de amparo con respecto a la audiencia constitucional, no es 

posible que se utilice una para integrar varios juicios de amparo 

formalmente desvinculados, como sucedió en la especie; más cuando se 

emitió en un expediente ajeno. 

 
145.  Por todo lo expuesto, y de acuerdo con las consideraciones 

expresadas, deben prevalecer, con carácter de jurisprudencia, en 

términos del artículo 217 de la Ley de Amparo, los criterios que sustenta 

este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a 

continuación: 

  
FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER JUDICIAL 
DE LA FEDERACIÓN (FIREL). LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
DE LOS ÓRGANOS DE DICHO PODER PUEDEN UTILIZARLA 
EN SUSTITUCIÓN DE LA FIRMA AUTÓGRAFA DENTRO DE 
LAS ACTUACIONES Y RESOLUCIONES JUDICIALES QUE 
EMITAN. 
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Hechos: Al resolver recursos de revisión 

interpuestos contra sentencias de amparo indirecto 

que fueron firmadas electrónicamente por el Juez de 

Distrito y por el secretario, los Tribunales Colegiados de Circuito 

contendientes discreparon en cuanto a si dicha firma sustituye o no 

a la autógrafa y, en consecuencia, si la falta de esta última amerita la 

reposición del procedimiento. 

 

Criterio Jurídico: Los servidores públicos de los órganos del Poder 

Judicial de la Federación pueden utilizar la Firma Electrónica 

Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) en sustitución 

de la autógrafa dentro de las actuaciones y resoluciones judiciales 

que emitan. 
 

Justificación: De conformidad con el artículo 3o. de la Ley de 

Amparo, la firma electrónica tiene los mismos efectos que la firma 

autógrafa y debe ser utilizada por las partes para el envío de 

promociones y documentos, así como para ingresar y hacer uso del 

Sistema Electrónico del Poder Judicial de la Federación; sin 

embargo, su uso no se agota en esos supuestos, pues el legislador 

determinó que sus bases y correcto funcionamiento fueran definidos 

mediante acuerdos generales. En uso de esa libertad configurativa, 

los Acuerdos Generales Conjuntos Números 1/2013 y 1/2015 

establecieron la firma electrónica para los servidores públicos, 

otorgándole el mismo alcance que a la firma autógrafa, indicando que 

los acuerdos, determinaciones, proveídos, resoluciones, sentencias, 

oficios y comunicaciones oficiales deberán ingresarse al Sistema 

Electrónico y estar firmados electrónicamente por el servidor público 

que corresponda; también se estableció que los documentos 

digitalizados ingresados a los sistemas electrónicos por los 

servidores públicos de los órganos del Poder Judicial de la 

Federación mediante el uso de certificados digitales de firma 
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electrónica tendrían el mismo valor que los impresos, y que la 

obligación de hacer coincidir íntegramente el expediente electrónico 

con el impreso, va en función del contenido y no de los signos físicos. 

Lo anterior, sin duda, permite que los servidores públicos utilicen la 

firma electrónica como alternativa a la autógrafa, al ser un signo 

electrónico fiable y seguro, que vincula al autor con el documento. Si 

a lo anterior se adiciona que uno de los motivos por los que se 

introdujo a la nueva Ley de Amparo la posibilidad de tramitar 

electrónicamente juicios de amparo fue proveer a los órganos 

jurisdiccionales con un mecanismo para simplificar las actuaciones 

procesales y generar procesos constitucionales más ágiles –sobre 

todo en aquellas situaciones extraordinarias derivadas de la 

presentación masiva de demandas de amparo–, es posible que los 

servidores públicos del Poder Judicial de la Federación utilicen la 

FIREL dentro de las actuaciones y resoluciones judiciales que 

emitan. 

 

FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER JUDICIAL 
DE LA FEDERACIÓN (FIREL). LA EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA 
PLASMADA EN LAS RESOLUCIONES AGREGADAS EN LOS 
EXPEDIENTES FÍSICOS, VALIDA EL USO DE AQUÉLLA POR 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE LOS ÓRGANOS DE DICHO 
PODER ÚNICAMENTE EN EL DOCUMENTO EN QUE SE 
GENERÓ PARA UN EXPEDIENTE DETERMINADO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes 

arribaron a criterios discrepantes en cuanto a si es posible agregar 

en el expediente físico la impresión de la evidencia criptográfica de 

una firma electrónica, para validar su uso y en sustitución de la firma 

autógrafa. 

 



CONTRADICCIÓN DE TESIS 29/2018 
 

93 
 

Criterio Jurídico: Para efectos de la Firma 

Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 

Federación (FIREL) cada documento que firma 

electrónicamente un servidor público de los órganos jurisdiccionales 

del Poder Judicial de la Federación, debe generar una representación 

gráfica independiente –evidencia criptográfica– que no puede ser 

utilizada para validar otro documento y, por ende, tampoco su 

reproducción puede ser considerada como una actuación diversa. 

 

Justificación: Tomando en cuenta que la firma electrónica hace las 

veces de la firma autógrafa, un servidor público puede sustituirla 

dentro de las actuaciones y resoluciones judiciales que emita. Para 

tal efecto, conforme a los lineamientos que establecen los Acuerdos 

Generales Conjuntos Números 1/2013 y 1/2015, su uso exige 

generar una evidencia criptográfica que muestre el nombre del titular 

de la firma electrónica, si el certificado es reconocido por la Unidad 

del Poder Judicial de la Federación para el Control de Certificación 

de Firmas y si se encuentra vigente, el cual debe ser incorporado al 

expediente físico junto con el documento electrónico como evidencia 

de que sí fue firmado por el servidor público respectivo. Por lo tanto, 

la impresión de la representación gráfica de la evidencia criptográfica, 

al ser un signo que valida el uso de la firma electrónica en una 

resolución agregada a un expediente, tiene el alcance para generar 

en el expediente físico los mismos efectos que la firma autógrafa. De 

ahí que los Jueces y Magistrados del Poder Judicial de la Federación, 

así como los servidores públicos judiciales competentes, deben 

incorporar la evidencia criptográfica de su firma electrónica en los 

proveídos y en las diversas actuaciones que generen con ésta y que 

se agreguen en el expediente respectivo de su conocimiento en que 

se hubiera generado, a fin de sustituir la firma autógrafa; sin embargo, 

fuera del expediente al que se agregó la versión física de la 

resolución o actuación que se generó con la firma electrónica, la 
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representación gráfica sólo tendrá el alcance de una copia simple, 

pues se genera en función de cada acto jurídico concreto. 
 

 

FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER JUDICIAL DE 
LA FEDERACIÓN (FIREL). TODO DOCUMENTO ELECTRÓNICO 
QUE SE FIRME A TRAVÉS DE ELLA, DEBE GENERAR UNA 
REPRESENTACIÓN GRÁFICA PROPIA, A FIN DE VINCULAR SU 
AUTORÍA Y PRODUCIR EFECTOS JURÍDICOS. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al 

resolver recursos de revisión en amparo indirecto discreparon en 

cuanto a si la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 

Federación (FIREL) sustituye o no a la autógrafa; asimismo, al 

resolverse la contradicción de tesis, se advirtió que en una de las 

sentencias materia de los recursos de revisión que dieron lugar a los 

criterios discrepantes, se reprodujo la representación gráfica de una 

firma electrónica generada en un cuaderno varios. 

 

Criterio Jurídico: A pesar de que el uso de la firma electrónica como 

sustituto de la firma autógrafa es válido, resulta necesario que su 

representación gráfica se genere en cada documento electrónico que 

se incorpore, a fin de vincular su autoría y que pueda generar efectos 

jurídicos. De manera que dicha constancia no podrá ser utilizada para 

validar más de un documento, ni ese documento puede ser utilizado 

como una nueva actuación, pues de llegar a reproducirse, no crearía 

un acto diferente, sino un duplicado del original. 
 

Justificación: Cada documento que se firme electrónicamente debe 

generar una representación gráfica independiente y no puede ser 

utilizada para validar otro documento, ni tampoco su reproducción 

puede ser considerada como una actuación distinta, pues implicaría 
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darle un alcance a la voluntad del autor más allá de 

éste, dada su función identificadora. Para 

ejemplificar lo anterior, basta comparar con algún 

documento en donde obre una firma autógrafa, pues su validez se 

genera con el signo de su autor, de manera que si se quiere 

reproducir su contenido para generar otro documento, es necesario 

plasmar nuevamente la voluntad a través de la firma. Por el contrario, 

de llegar a reproducirse, no sería un acto diferente, sino un duplicado 

del original. En estos casos, ante la falta de la evidencia criptográfica 

del documento electrónico en el acto jurídico específico, una 

sentencia, por haberse utilizado la representación gráfica cuyo origen 

se encuentra en otra actuación, se genera su invalidez al no cumplir 

el requisito formal a que hacen referencia los artículos 61 y 219 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria 

de la Ley de Amparo. 

 

 

SENTENCIA GENÉRICA. NO ES VÁLIDA PARA RESOLVER 
DISTINTOS JUICIOS DE AMPARO DESVINCULADOS ENTRE SÍ, 
AUNQUE LA TEMÁTICA PUEDA SER SIMILAR. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes 

analizaron diversos recursos de revisión en los cuales el Juez de 

Distrito, para resolver juicios de amparo con temática similar, utilizó 

una sentencia genérica. 

 

Criterio Jurídico: No es válido emitir una sentencia genérica para 

resolver distintos juicios de amparo desvinculados entre sí, aunque 

la temática pueda ser similar. 
 
Justificación: El dictado de una sentencia constituye la decisión del 

juzgador con la que se resuelve un determinado procedimiento bajo 
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su jurisdicción; por otra parte, el documento "sentencia" es la 

representación de la solución, el cual debe ser acorde al acto jurídico. 

Luego, el juzgador de amparo, de no advertir alguna cuestión de 

improcedencia, tiene la obligación de emitir una sentencia en cada 

uno de los asuntos que estén bajo su jurisdicción y plasmarlo a través 

de un documento en donde se ocupe, conforme a los artículos 73 y 

74 de la Ley de Amparo, de los individuos particulares o de las 

personas morales, privadas u oficiales que solicitaron el amparo, así 

como de fijar clara y precisamente el acto reclamado, analizar 

sistemáticamente todos los conceptos de violación, valorar las 

pruebas admitidas y desahogadas en el juicio, emitir las 

consideraciones y citar los fundamentos legales en que se apoye la 

decisión, así como los efectos o medidas en que se traduzca una 

eventual concesión del amparo, además de los puntos resolutivos; 

por ello, tratándose del juicio de amparo, no es posible resolver varios 

de éstos mediante una sola resolución genérica. La única manera 

que prevé la Ley de Amparo para ello, es a través de la acumulación, 

la cual tiene una tramitación especial y previa; en los demás casos, 

la resolución en los juicios de amparo debe ser independiente e 

individualizada. De esta forma, el documento que contenga la 

decisión en cada asunto debe representar el acto jurídico en 

concreto, a fin de que se plasme la manifestación de voluntad del 

juzgador para solucionarlo; lo que implica que cada sentencia, de 

conformidad a los requerimientos que establece la propia Ley de 

Amparo, debe ser acorde con la demanda, ocupándose de los 

quejosos, actos reclamados, autoridades responsables y conceptos 

de violación, pues constituyen un mismo acto jurídico con respecto a 

su audiencia constitucional y esto impide utilizarla en varios juicios 

constitucionales.  
 

 



CONTRADICCIÓN DE TESIS 29/2018 
 

97 
 

SENTENCIA DICTADA EN UN CUADERNO 
VARIOS. NO PUEDE SER UTILIZADA PARA 
RESOLVER DIVERSOS JUICIOS DE AMPARO, 

AUN CUANDO PUDIERAN COINCIDIR SOBRE UNA MISMA 
TEMÁTICA.  
 
Hechos: Las sentencias sujetas a revisión que dieron origen a la 

contradicción de tesis, reprodujeron el contenido de un documento 

firmado en un cuaderno varios por el Juez de Distrito y por el 

secretario. 

 

Criterio jurídico: No es válido utilizar una sentencia emitida en un 

cuaderno varios para resolver diversos juicios de amparo, aun 

cuando pudieran coincidir en su temática. 

 

Justificación: El documento, replicado en dichos asuntos, no 

identifica a la parte quejosa, ni fija clara y precisamente los actos 

reclamados, asimismo considera como responsables a autoridades 

que no lo son y no hace un análisis sistemático de todos los 

conceptos de violación. Por ello, aun cuando se pretendió utilizar 

como sentencia para resolver temáticas similares, se trata de un 

mismo documento electrónico generado dentro de un expediente 

distinto a los juicios de amparo que dieron origen a la contradicción, 

reproducido en cada uno de ellos, con la misma evidencia 

criptográfica. Por lo anterior, no puede considerarse como una 

sentencia, al no reflejar la decisión del juzgador en cada asunto, pues 

además de no cumplir con los requisitos de los artículos 73 y 74 de 

la Ley de Amparo, dada la integración que tiene la sentencia de 

amparo con respecto a la audiencia constitucional, no es posible que 

se utilice una para integrar varios juicios de amparo formalmente 

desvinculados, como sucedió en la especie; más aún cuando se 

emitió en un expediente ajeno. 
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146.  Por lo expuesto y fundado, se 
 
 

R E S U E L V E: 
 
 

PRIMERO. Sí existe la contradicción de tesis a que este expediente 

29/2018 se refiere, entre el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del 

Centro Auxiliar de la Cuarta Región (Primer Circuito) y el Segundo 

Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región 

(Primer Circuito), en contra del criterio emitido por el Primer Tribunal 

Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región (Vigésimo 

Quinto Circuito) y el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 

Auxiliar de la Segunda Región (Segundo Circuito). 

 
SEGUNDO. Deben prevalecer, con carácter de jurisprudencias, los 

criterios sustentados por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en los términos de las tesis redactadas en la última parte del 

presente fallo.  

 
TERCERO. Dese publicidad a las tesis jurisprudenciales que se 

sustentan en la presente resolución, en términos de los artículos 219 y 

220 de la Ley de Amparo vigente. 

 
 
Notifíquese; con testimonio de la presente resolución, y, en su 

oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido. 

 

 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación: 
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En relación con el punto resolutivo 
primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de 

las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 

González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, 

Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 

Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de 

los considerandos primero, segundo, tercero y cuarto relativos, 

respectivamente, a la competencia, a la legitimación, a los criterios de 

los tribunales contendientes y a la existencia de la contradicción. 

 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras 

y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara 

Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, 

Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez 

Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando 

quinto, relativo al criterio que debe prevalecer. El señor Ministro Aguilar 

Morales anunció voto concurrente en su parte tercera. 

 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras 

y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara 

Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, 

Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez 

Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 
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El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que 

el asunto se resolvió en los términos precisados. Doy fe. 

Firman el señor Ministro Presidente y el señor ministro Ponente 

con el Secretario General de Acuerdos, quien da fe. 

 

PRESIDENTE 
 
 

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA 
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